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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Barra, Roberto

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes y Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 11ª y 12ª, especiales, en 15 de abril; 13ª y 14ª, especiales, en 16 de abril, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diecisiete de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero solicita disponer lo necesario para que el Congreso Nacional se reúna, en Congreso Pleno, el 21 de mayo próximo con el fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la nación, y propone, a tal efecto, que la mencionada sesión sea convocada para las 10 de dicho día.


--Se accede a lo solicitado.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona la administración tributaria y aduanera para facilitar el cumplimiento tributario de los contribuyentes (boletín N° 5.785-05).


Con los nueve que siguen retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (boletín N° 5.458-07).



2.- Proyecto que establece normas sobre importación de mercancías (boletín N° 5.343-01).


3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).


4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (boletín Nº 2.949-05).


5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota (boletín N° 5.648-05).


6.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (boletín N° 5.081-15).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de salarios base (boletín N° 5.433-13).


8.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).


9.- Proyecto de la Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir sufragar en la elección de Presidente de la República a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero (boletín N° 268-07).


Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, de Violencia Intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir en la legislación nacional el maltrato al adulto mayor (boletines números 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18, y 4.167-18, refundidos).


2.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (boletín N° 3.962-07).


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con los dos que siguen hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la construcción de monumentos a víctimas de la masacre de la Escuela Santa María, de Iquique (boletín N° 4.766-24).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede permiso para trabajadores al interior de la locomoción colectiva (boletín Nº 4.332-15).


--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con los dos últimos retira la urgencia que hizo presente respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, juntas calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Primer Mandatario (boletín Nº 3.937-06).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Procesal Penal y otros cuerpos legales en lo relativo al procedimiento y ejecución de medidas de seguridad (boletín N° 5.078-07).


--Se tiene presente el retiro de las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la autorización de permanencia en Haití de tropas y medios nacionales (boletín N° S 1.057-05). (Véase en los Anexos, documento 1).


Agrega que, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, hace presente la urgencia para el despacho del acuerdo que recaba.


--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


Con el segundo comunica que, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del número 1) del artículo 54 de la Carta Fundamental, formulará reserva que indica respecto del Protocolo de Montreal Nº 4, adoptado por los Estados Miembros de la Organización de Aviación Civil Internacional el 25 de septiembre de 1975 (boletín Nº 4.439-10).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que prestó su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, para establecer la obligación que indica (boletín Nº 5.044-01).


--Queda para tabla.


Con el segundo informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial; al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y a otros cuerpos legales (boletín Nº 4.813-06).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con los cinco últimos comunica que dio su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525 (establece normas sobre importación de mercancías) en materia de salvaguardias (boletín N° 5.363-03). (Véase en los Anexos, documento 2).


2.- Proyecto de ley que consagra normas sobre importación de mercancías (boletín N° 5.343-01) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasan a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.


3.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y su protocolo facultativo, adoptados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (boletín N° 5.738-10) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


4.- Proyecto que modifica el artículo 52 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, y consagra como universitarios los títulos de constructor civil e ingeniero constructor (boletín Nº 2.769-04). (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


5.- Proyecto de ley sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (boletín N° 5.407-05) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada de la sentencia recaída en el requerimiento formulado por 36 señores Diputados en contra de algunas de las normas aprobadas por el decreto supremo N° 48, de 2007, del Ministerio de Salud, publicado en el Diario Oficial de 3 de febrero de 2007.


--Se toma conocimiento.


De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, relativo al aumento del número de jueces que contempla el proyecto que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que creó los tribunales de familia (boletín N° 4.438-07).


Tres del señor Ministro del Interior:



Con el primero responde un oficio cursado en nombre de la Senadora señora Alvear, referido al procedimiento utilizado por Carabineros de Chile en el desalojo, el 6 de diciembre de 2007, de la alcaldesa, concejales y vecinos de Quilicura desde la Intendencia de la Región Metropolitana.


Con los dos siguientes contesta igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Horvath, relativos a campamentos de emergencia en la ciudad de Tocopilla y en otros lugares afectados por sismos, y a la infraestructura y servicios públicos insuficientes para atender el incremento de la actividad económica en la Undécima Región.


Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Con el primero da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Naranjo, referido a las medidas implementadas en apoyo del estudiante chileno Julio Borja, detenido en Miami, Estados Unidos.


Con el segundo responde a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Horvath, Espina, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República agotar todos los esfuerzos para que Chile promueva un acuerdo humanitario en Colombia que permita la liberación de todos los secuestrados, incluida la señora Ingrid Betancourt Pulecio (boletín N° S 1.036-12).


Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, por el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Bianchi, respecto a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que destine recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional al financiamiento de proyectos de energías renovables no convencionales.


Cinco del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los dos primeros contesta igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Navarro, referidos a la evaluación del “Plan Invierno 2007: Acción y Prevención” y a la extracción de material entre el sector Las Princesas y el puente Las Ballenas, en la Octava Región.


Con el tercero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, en que formuló diversas peticiones relativas al desagüe y vaciamiento del lago naturalmente embalsado por el glaciar Témpanos y/o Bernardo, en la Undécima Región.


Con el cuarto da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Pérez Varela, sobre el estado y fecha de ejecución del proyecto de construcción del embalse Punilla, en la provincia de Ñuble.



Con el último contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, concerniente a las obras de ampliación del puente San Isidro, en la comuna de Quillota.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Pérez Varela, respecto al número de subsidios entregados y pagados durante 2007 por medio de los distintos programas implementados por esa Cartera de Estado.


Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Romero, relativo a la propuesta de las directivas de las Uniones Comunales de Petorca, Cabildo, La Ligua, Papudo y Zapallar con relación a la sequía que las afecta.


Del señor Ministro de Minería, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Romero, atinente a medidas adoptadas por ENAMI que afectan a la pequeña minería de la Región de Valparaíso.


Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Romero, referido a costos asociados a la extensión del servicio ferroviario que presta MERVAL y a la posibilidad de descentralizar su operación administrativa y financiera.


Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la adopción de medidas para dotar de energía eléctrica en forma permanente a las localidades de Puyuhuapi y La Junta, Undécima Región.


Del señor Subsecretario de Guerra, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre la posible creación de un parque que una la Reserva Forestal Jeinimeni con la ex Estancia Valle Chacabuco, en la Región de Aisén.



De la señora Subsecretaria de Minería, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, respecto de la situación que afecta a los vecinos del río Andalién y de toda la zona del valle Nonguén con motivo de la extracción de material de cantera en el área.


Del señor Subsecretario de Pesca, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de pesca de investigación y asignación de cuotas para pescadores artesanales de la comuna de Tortel.


Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, concerniente al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 4.991-15), actualmente en tramitación en la Honorable Cámara de Diputados.



Del señor Superintendente subrogante de AFP, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, atinente al número de municipios que se encuentran al día en el pago de las cotizaciones previsionales de los profesores y de los trabajadores de la educación.



Dos de la señora Directora del Trabajo:



Con el primero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Bianchi, referido a la aplicación de la Ley de Subcontratación al interior de la Empresa Nacional del Petróleo.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Ávila, acerca de la posibilidad de ordenar una fiscalización a las denominadas “empresas de muellaje” por vulnerar los derechos de los trabajadores portuarios.



Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Pérez Varela, sobre la acción interpuesta por ENDESA contra el Estado tendiente a cambiar la calificación del lago Laja: de referente natural, a embalse.



De la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, atinente al control y fiscalización de la tala de árboles realizada en la Ruta 240, en las vías laterales al camino principal que une Puerto Aisén con Coihaique y Chacabuco, en la comuna de Aisén.


Del señor Secretario General subrogante de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a becas de estudio que benefician a postulantes de la Undécima Región y a petición de renuncia a Directora Regional de la JUNAEB.


Del señor Fiscal Regional subrogante del Ministerio Público de La Araucanía, con el contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, referido a la investigación de los hechos que culminaron en la muerte de doña Marina Serrano en la vía pública.


De la señora Intendenta del Biobío, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, sobre los procesos de inversión en desarrollo respecto de la ruta que une Hualqui con Talcamávida, y el estado en que se encuentran.


Del señor Jefe de Gabinete de la Presidencia de BancoEstado, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Pérez Varela, acerca de la situación que afecta a la señora Olga Ríos, deudora habitacional PET de la comuna de Yungay.


Informe de la Delegación de Parlamentarios que concurrió a la 118ª Asamblea de la Unión Interparlamentaria, efectuada entre el 12 y el 18 de abril de 2008 en Ciudad del Cabo, Sudáfrica.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de reforma de la Carta, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Allamand, García, Prokurica y Romero, que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica a las personas naturales que han sido víctimas de delitos y que no pueden procurárselas por sí mismas (boletín N° 5.408-07). (Véase en los Anexos, documento 7).


Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona la administración tributaria y aduanera para facilitar el cumplimiento tributario de los contribuyentes, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 5.785-05). (Véase en los Anexos, documento 8).


--Quedan para tabla.


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que otorga un bono especial para los sectores de menores ingresos (boletín N° 5.821-05). (Véase en los Anexos, documento 9).
--Se manda agregarlo a sus antecedentes.

Mociones


De los Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Civil a fin de establecer mecanismos correctivos para el caso de reconocimientos de paternidad indebidos (boletín N° 5.825-07). (Véase en los Anexos, documento 10).


Del Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto de ley que regula la actividad de los investigadores privados (boletín N° 5.826-07). (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Senador señor Navarro, por medio de la cual inicia un proyecto de ley sobre delitos cometidos respecto de monumentos nacionales (boletín N° 5.827-04). (Véase en los Anexos, documento 12).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Senadores señores Horvath y Sabag, con la que inician un proyecto de ley que amplía el plazo para la comunicación de los mensajes radiales en el proceso de obtención de derechos de agua (boletín N° 5.828-09). (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



De los Senadores señores Horvath, Bianchi y Prokurica, mediante la cual inician un proyecto que modifica el artículo 50 de la Ley General de Pesca y Acuicultura con el objeto de establecer la participación de las organizaciones de pescadores artesanales en la definición de “región contigua” (boletín N° 5.829-03). (Véase en los Anexos, documento 14).


--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.
Declaración de inadmisibilidad 



Moción del Senador señor Navarro con la que inicia un proyecto de ley sobre divorcio de común acuerdo ante el oficial del Registro Civil en los casos en que no existen hijos menores de edad ni solicitud de compensaciones económicas.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el Nº 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Permiso constitucional


El Senador señor Naranjo solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del 28 de abril en curso.



--Se otorga. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en reunión del día de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1) Tratar en esta sesión, como si fuera de Fácil Despacho -es decir, con solo dos intervenciones de cinco minutos: una para sostener la iniciativa y la otra para impugnarla-, el proyecto tendiente a facilitar el cumplimiento de obligaciones tributarias y aduaneras.



2) Poner en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana la iniciativa que cambia el nombre al Estadio Nacional.



3) Retirar de la tabla de hoy el proyecto signado con el número 4, que regula la oferta de carreras impartidas por instituciones de educación superior autónomas.



4) Ampliar, hasta la última semana de mayo, el plazo de la Comisión de Educación para emitir el nuevo primer informe de la iniciativa sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad.

El señor NAVARRO.-
¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Sobre los acuerdos de Comités?

El señor NAVARRO.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, con referencia a la postergación del tratamiento del proyecto que regula la creación de carreras de la educación superior, debo puntualizar que la Comisión de Educación, que presido, envió a la Sala el informe respectivo. Me gustaría saber las razones que se consideraron para retirar la iniciativa de la tabla.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Fue una petición especial del Ejecutivo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.

V. ORDEN DEL DÍA

FACILIDADES A CONTRIBUYENTES PARA CUMPLIMIENTO

DE OBLIGACIONES TRIBUTARIAS 
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- De conformidad con lo resuelto por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre perfeccionamiento de la administración tributaria y aduanera para facilitar el cumplimiento de las obligaciones tributarias de los contribuyentes, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5785-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 11ª, en 15 de abril de 2008.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 15ª, en 29 de abril de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa tiene tres objetivos principales: 



1.- Autorizar a los exportadores y otros contribuyentes, en similares circunstancias, para llevar su contabilidad en moneda extranjera; operar en la plataforma Internet del Servicio de Impuestos Internos, y declarar y pagar sus impuestos en moneda de otro país.



2.- Aclarar el sentido y alcance de la norma que adelantó la entrada en vigencia de la rebaja de tasa del impuesto de timbres y estampillas.



3.- Ampliar en forma transitoria el plazo fijado para convenir el pago de deudas tributarias.



La Comisión de Hacienda analizó esta  iniciativa solo en general -no obstante, la “discusión inmediata” obliga ahora a la Sala a tratarla en general y particular- y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Matthei y señores Frei y García), en los mismos términos del texto que despachó la Honorable Cámara de Diputados.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna las normas legales que se modifican y el articulado que aprobó en general la Comisión de Hacienda.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, el proyecto es simple. Tiene tres objetivos, que no mencionaré, porque ya los señaló el señor Secretario.



Quiero, sí, aclarar algunos puntos.



En primer lugar, cuando se consigna que el Servicio estará facultado para autorizar la contabilidad, declaración y pago de impuestos en moneda extranjera, se hace referencia no solo a dólares, sino también a cualquier otro tipo de moneda: euro, yen, etcétera. 



A continuación -estoy informando el texto a grandes rasgos-, la iniciativa permite simplificar el régimen tributario para inversionistas no residentes. 



En seguida, se hace una corrección a la ley N° 20.259, sobre Timbres y Estampillas. Ello, porque se formulaban diversas consultas, especialmente por parte de tributaristas, con respecto a la interpretación del artículo 2°. La enmienda introducida especifica sin lugar a dudas que las rebajas del impuesto  pertinente (al 1,2 por ciento) rigen a contar del 25 de marzo de 2008.



Y, por último, se modifica el artículo único de la ley N° 20.221 para prorrogar hasta el 30 de abril las facultades especiales otorgadas al Servicio de Tesorerías en materia de condonación de intereses y multas por impuestos adeudados, que regían entre el 1° de octubre de 2007 y el 31 de marzo recién pasado.



Como todos sabemos, el 30 de abril vence el plazo para declarar el impuesto a la renta. En consecuencia, urge despachar hoy esta iniciativa, para que se promulgue mañana, a fin de que las aproximadamente 6 mil empresas que ya presentaron la declaración vía Internet procedan de inmediato a pagar sus impuestos en moneda extranjera.



En el caso específico de las condonaciones, según lo informado por el Servicio de Tesorerías, más o menos 3 mil contribuyentes no alcanzaron a renegociar; ya presentaron los antecedentes respectivos, y su deuda quedaría regularizada mediante la promulgación y publicación de la ley en proyecto.



Como dije, se trata de una iniciativa simple, pero muy importante y necesaria, dada la situación global existente y, sobre todo, por el impacto del precio del dólar. Y por eso la Comisión de Hacienda la aprobó unánimemente.



Como al parecer no se han formulado indicaciones, solicitamos aprobar en general y en particular el proyecto, de manera que, como dije, sea ley de la República mañana, 30 de abril, y posibilite pagar los impuestos en la forma explicitada.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, este es un proyecto positivo, porque disminuye el riesgo por descalce en el pago de impuestos de las empresas que funcionan básicamente en moneda extranjera. 



Por ejemplo, muchas del rubro exportación van a preferir llevar la contabilidad en la misma moneda que reciben por la venta de sus productos. También permite una mejor gestión de aquellas entidades que, integradas con otras en el exterior, llevan su propia contabilidad en moneda extranjera. Y a la vez puede ayudar al valor del dólar, en la medida en que muchas empresas pagarán sus impuestos en esa divisa, sobre todo las exportadoras.



Por lo expuesto, la Comisión despachó ayer por unanimidad la iniciativa. Y, como lo ha expresado el Senador señor Frei, solicitamos que esta se apruebe por la Sala, de manera que la ley pueda ser publicada mañana y entre de inmediato en régimen.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, antes que nada, agradezco a la Comisión de Hacienda, que ayer trató el proyecto en análisis  y resolvió al respecto con suma rapidez.



Como decían el Honorable señor Frei, Presidente de dicho órgano técnico, y la Honorable señora Matthei, ha habido un acuerdo muy amplio -al menos hasta el momento- respecto de los contenidos. De hecho, en esa instancia existió total unanimidad.



También doy gracias por discutir hoy la normativa, y ojalá acogerla. Ello permitirá -ya lo mencionó el Senador señor Frei, pero me parece importante reiterarlo- que todos los que ya han efectuado los trámites para pagar sus impuestos en dólares puedan hacerlo; que quienes han presentado sus solicitudes para repactar deudas tributarias puedan realizarlo. De ese modo se dará un impulso a la economía y se beneficiará a las personas y las pequeñas y medianas empresas.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, ¿puedo dejar una constancia?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, quiero dejar establecido que nuevamente estamos de alguna forma haciendo confianza en el Ejecutivo en cuanto a que el texto se halla bien redactado.


Deseo recordar que, con motivo de otro asunto que se discutió con la misma urgencia, al final aumentamos el impuesto de timbres y estampillas, en vez de bajarlo.



En la reunión de Comités planteé que, desgraciadamente, al final toda la Corporación termina también en tela de juicio.



Espero que ahora no nos encontremos con ninguna sorpresa de ese tipo.



Entiendo el objetivo de la iniciativa y la necesidad de que quede despachada hoy. Por eso me pronuncié a favor.
TIPIFICACIÓN DE DELITO DE ROBO DE
TAPAS DE ALCANTARILLADO O DE CAUCES

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauces, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4266-07 y 4267-07 refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 68ª, en 14 de noviembre de 2006.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.


Constitución (nuevo), sesión 80ª, en 9 de enero de 2008.


Constitución (segundo), sesión 13ª, en 16 de abril de 2008.


Discusión:



Sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007 (pasa a Comisión de Constitución); 82ª, en 15 de enero de 2008 (se aprueba en general).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general el 15 de enero recién pasado.



En el informe se transcriben las constancias reglamentarias pertinentes.



Las modificaciones a la iniciativa aprobada en general fueron acordadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión (Honorables señores Espina, Gómez y Muñoz Aburto). Tres de ellas son enmiendas para mejorar la redacción y la cuarta modifica el artículo 214 de la Ley General de Servicios Eléctricos a fin de disponer que, en caso de interrupción del servicio eléctrico por un hecho delictivo, tanto la reposición del suministro como la restitución de los materiales necesarios para ello serán siempre y a todo evento de cargo del concesionario, quien podrá repetir solo contra el autor del hecho.



Cabe tener presente que, en virtud de lo preceptuado en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, las modificaciones aprobadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que consignan las normas legales pertinentes, el proyecto despachado en general, las modificaciones efectuadas por la Comisión de Constitución y el texto que resultaría de aprobarse dichas enmiendas.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no pretendo explicar la iniciativa, pues fue aprobada unánimemente, pero sí creo bueno que en el Senado y la historia fidedigna de la ley quede constancia de tres elementos de gran importancia, los cuales dicen relación nada menos que al robo de cables, que hoy se registra en forma masiva en todo el país, a causa, entre otras cosas, del alto precio del cobre.



Los tres cambios medulares en el proyecto consisten en sancionar de modo drástico a quienes roben cables en bienes nacionales de uso público; a los que interrumpan, al cometer el ilícito, los servicios respectivos, y a aquellos que se dediquen a comprar las especies producto del delito.



Y la norma atinente a la Ley General de Servicios Eléctricos, a la cual ha hecho mención el señor Secretario, resulta de gran importancia, a mi juicio. Corresponde a una indicación del Senador señor Ominami. Expresa que “No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, tanto la reposición del suministro eléctrico como la restitución de los materiales necesarios para dicha reposición serán siempre y a todo evento de cargo del concesionario, que podrá repetir sólo contra el autor del hecho.”.



¿Qué ha ocurrido en la práctica? Verificado el robo de cables e interrumpido el servicio, la empresa repone lo necesario y restituye el suministro, efectuando el cargo al usuario, quien no tiene arte ni parte en la causa del problema. Por lo tanto, la disposición excluye de la obligación de pago a quien no presenta ninguna relación con lo acontecido. Más aún, establece que, en el evento de que la compañía respectiva le cobre por la reposición del servicio, ello se le ha de descontar en la cuenta del período siguiente.



Considero que el presente es un muy buen proyecto, pues apunta a una cuestión no menor. Hoy, en muchas Regiones -incluyo a la Metropolitana-, el hecho que nos ocupa se ha transformado en un verdadero obstáculo para el buen funcionamiento de los servicios básicos. Y, si no se le pone atajo -no basta solo la ley, sino que se requiere mayor vigilancia y fiscalización-, al país le costará una fortuna. Porque, al final de cuentas, las consecuencias de los robos, por angas o por mangas, terminan cargándose al usuario.



En esta oportunidad también introdujimos, en efecto, enmiendas menores de redacción. Pero pienso que el aporte hecho en el segundo trámite ha sido precisamente en el sentido de proteger a los usuarios frente a estos robos, sin cargarles el costo de algo que no tienen por qué cancelar.



Por las razones expuestas, la Comisión de Constitución sugiere que el texto en estudio sea objeto de la aprobación unánime de la Sala.
El señor GÓMEZ.- Señor Presidente,…
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si no mediaran objeciones, se aprobaría el proyecto.
El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Reglamentariamente, no procede en este momento un debate acerca de las enmiendas, señor Senador.



No obstante, puede intervenir, pero le solicito ser breve.

El señor GÓMEZ.- Solo quiero dejar en claro que pedí la palabra en mi calidad de Presidente de la Comisión, a fin de referirme al proyecto discutido en ella, no para entregar una opinión personal.


Pero, como el asunto ya está informado, no voy a excederme en el tiempo.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, daremos por aprobada la iniciativa.



--Se aprueba en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.

CREACIÓN DE PROVINCIA DE MARGA MARGA

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y de Quillota, en la Quinta Región de Valparaíso, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5005-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 87ª, en 23 de enero de 2008.


Discusión:



Sesión 7ª, en 2 de abril de 2008 (se retira de Fácil Despacho y queda para el Orden del Día).
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario general).- El principal objetivo de la iniciativa es crear, en la Quinta Región, la nueva provincia de Marga Marga, compuesta por las comunas de Quilpué, Villa Alemana, Limache y Olmué.



La Comisión discutió el proyecto solo en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Honorables señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag) en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.



El texto pertinente se transcribe en el informe.



Corresponde señalar que el artículo 1º permanente y el artículo tercero transitorio revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación los votos conformes, hoy, de 21 señores Senadores.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, se ha expuesto en varias ocasiones, tanto en la Sala como en la Comisión de Gobierno, que procede una discusión más amplia respecto de la división político-administrativa del país.



Algunas personas, con mucha razón, piensan que la estructura actual no es la más adecuada; que deberían crearse nuevas regiones. Otros estimamos que debería existir una agrupación más bien de macrorregiones, entre otros motivos porque la subdivisión acabará produciendo el efecto contrario al que algunos quisieran, en la medida en que podría terminarse en una gran Región Metropolitana rodeada de otras muy pequeñas, con lo cual creo que se avanzaría poco en materia de descentralización.



Pero lo concreto es que el asunto en debate no tiene que ver con esa discusión, sino con algo mucho más simple: el que cuatro comunas importantes de la Quinta Región dejen de ser los patios traseros de sus respectivas provincias. Ahí se encuentra el sentido básico del proyecto.



De las cuatro, Quilpué y Villa Alemana, en sí mismas, constituyen una concentración urbana extraordinariamente significativa -juntas superan los 250 mil habitantes-, que hoy forma parte de la provincia de Valparaíso.



Esta última enfrenta ya dificultades para solucionar los problemas de Valparaíso y Viña del Mar. Además, deseo recordar que comprende también las comunas de Concón y de Casablanca. Por lo tanto, se trata de una megaprovincia, con muy pocas posibilidades de hacerse cargo de realidades como las de Quilpué y Villa Alemana, comunas que, a su vez -reitero-, han adquirido personalidad propia.



En la Región se han materializado desarrollos viales muy trascendentes que permiten a ambas comunas acceder también a posibilidades productivas, turísticas, de desarrollo, que no existían antes.



Se justifica, entonces, que ellas puedan ser autónomas de la provincia de Valparaíso.



Igual cosa ocurre con las otras dos comunas que constituirán esta nueva provincia: Limache y Olmué, pues asimismo en la actualidad son patios traseros, pero de la provincia de Quillota.



Por consiguiente, todas ellas podrían adquirir personalidad propia.



La iniciativa, señor Presidente, no involucra ningún cambio de tipo electoral -se trata de un dato relevante para poner sobre la mesa-, porque las cuatro comunas ya configuran un distrito: el 12. La creación de la provincia consagra algo que ya existe, desde ese punto de vista.



Significa, además, dar forma político-administrativa a una situación que ha venido ocurriendo en lo productivo. En efecto, a través de los desarrollos a los cuales me referí, en particular en materia vial, estas comunas han adquirido una personalidad productiva que es importante desarrollar. El hecho de que conformen una provincia no implicará que se resolverán de forma milagrosa todas sus dificultades, pero sí podrán cultivar una personalidad propia.



Y las cuatro comunas constituyen un eje geográfico coherente, el cual comienza en Olmué, que hoy cuenta con una conexión muy directa con Santiago a través de Tiltil, pasando por la cuesta La Dormida. Por otra parte, el nuevo Troncal, en el fondo, las comunica con Viña del Mar y el Gran Valparaíso.



En consecuencia, creo que se trata de una iniciativa que prácticamente responde a una consideración de sentido común. 



Al mismo tiempo, quiero decir que ha obtenido un apoyo transversal: los cuatro concejos municipales, con sus correspondientes alcaldes, la han estado empujando.



Esos organismos exhiben representación política diversa y jefes comunales de distintos sectores. Si no me equivoco, de los cuatro municipios involucrados, dos alcaldes reconocen filas en la Alianza y dos en la Concertación.



Por tanto, en el proyecto no media ninguna consideración de tipo político-partidista.



A la vez, deseo agregar que, a efectos de despejar cualquier duda sobre un eventual beneficio electoral, se convino en la Comisión de Gobierno -con el Senador señor Romero firmamos una indicación al respecto- que la instalación de la provincia tenga lugar con posterioridad a los procesos electorales que se avecinan. En un artículo transitorio se haría referencia a que ella se materializara en el mes de marzo de 2010, con posterioridad a la elecciones municipal y presidencial.



La iniciativa tuvo un amplísimo respaldo en la Cámara de Diputados.



Goza, además, de una gran simpatía ciudadana. Tanto es así que, como indiqué, los cuatro alcaldes y la unanimidad de los respectivos concejos municipales le prestaron su apoyo.



Manifestaron también una opinión favorable el gobierno regional y el CORE de Valparaíso.



Y tuvo su origen -no podría ser de otra manera- en el Ejecutivo, que llevó a cabo el estudio correspondiente sobre la viabilidad de la provincia. Estamos hablando de una división territorial que contará con cerca de 300 mil habitantes: será más bien una de las grandes dentro de nuestra estructura provincial.



Me parece que concurren todos los argumentos como para aprobarla.



Lamento que ahora seamos pocos en la Sala. En tal sentido, de no contarse con el quórum necesario, solicitaré diferir la votación, porque estimo que, en verdad, no hay ningún tipo de obstáculo, salvo el del quórum, para sacar el proyecto adelante.



Entonces, quizás correspondería…

El señor BIANCHI.- Llamar a votar.

El señor VÁSQUEZ.- Cabe pedir segunda discusión.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, a lo mejor podría realizarse una auscultación.



Tengo la impresión de que varios señores Senadores se hallan en el Congreso y tal vez se podría efectuar un intento. Porque lo cierto es que llevamos bastante tiempo dando vueltas con el asunto.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Lo que haríamos, si ocurre lo que Su Señoría manifestó, sería suspender la votación y realizarla mañana en primer lugar.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, ¿está solicitando la unanimidad para postergar la votación? ¿O no se requiere en este caso? ¿Cuál es su planteamiento? Porque, si se necesita unanimidad, no la daré.

El señor HOFFMANN (Secretario general).- Señor Senador, basta con que un Comité pida segunda discusión. Tiene ese derecho.

El señor LONGUEIRA.- Entonces, según entiendo, ¿se solicitaría formalmente una postergación por una vez?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Así es.



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Efectivamente, señor, Presidente, para postergar una votación solo se requiere la solicitud de un Comité. Así que, si no se lograra el quórum necesario para aprobar el proyecto, haría formalmente tal petición.



Señor Presidente, en lo referente a la materia en análisis, deseo señalar algunos argumentos que complementan lo que la Comisión de Gobierno ha planteado, por unanimidad, a la Sala del Senado.



En la actualidad, se está produciendo una tendencia a la descentralización intrarregional, porque cada vez se advierte con mayor fuerza la existencia de elementos que confirman que a nivel regional también se generan centralismos inconvenientes.



Respecto de la salud -lo menciono como ejemplo simplemente-, nos costó muchísimo definir hospitales de alta complejidad que cubrieran determinadas provincias. En el caso de lo que hoy proponemos llamar “provincia de Marga Marga”, se contempla un recinto hospitalario de esa naturaleza, que estaría ubicado en Quilpué o Villa Alemana -en cualquiera de las dos comunas-, que daría cobertura al territorio de ambas ciudades y al de las de Olmué y Limache.



En general, siento que hay una suerte de transversalidad en torno a este asunto -como se ha señalado-, en el sentido de entender que lo que se busca es un ordenamiento dinámico dada la situación que se ha ido produciendo con el tiempo. Porque, históricamente, si bien Limache y Olmué pertenecen a la provincia de Quillota, su área de influencia más predominante hoy día tiene que ver con Quilpué y Villa Alemana. Por lo tanto, estas cuatro comunas, en caso de que la iniciativa se apruebe, el día de mañana conformarán la provincia de Marga Marga y se convertirán en un polo de desarrollo.



Desde esa perspectiva, me pareció importante dilucidar y sacar del debate lo relativo a una eventual utilización de la nueva provincia de Marga Marga con fines electorales, a través de autoridades que fueran definidas por parte del Ejecutivo. Con dicho objetivo, propuse que la iniciativa entrara en vigencia a partir del 11 de marzo del año 2010. De esa forma, se elimina cualquier situación que pueda ser catalogada de “sospechosa” -por decir lo menos- frente a un eventual intervencionismo electoral, que es tan frecuente en esta Región.



Por otra parte, en esa dinámica de ordenamiento territorial, estimo muy importante tener presente que las comunas de Puchuncaví y Quintero viven una realidad bastante parecida a la señalada. En la Comisión planteé la posibilidad de que ellas, cuyo centro de desarrollo está más ligado a la provincia de Quillota que a la de Valparaíso, pudieran desprenderse de esta última y anexarse a aquella.



Creemos que hay una mayoría importante de ciudadanos y de vecinos de las comunas referidas que apoya el proyecto en estudio. A mi juicio, sería un paso positivo aprobarlo, en especial si se saca de la discusión el intervencionismo electoral que pudiera plantearse. Si no lo hiciéramos, quedaríamos en una condición de sospecha frente a esa circunstancia.



Por otro lado, considero muy interesante acotar que el sector geográfico en comento se encuentra unido con las comunas de la Región Metropolitana gracias a una estructura vial que está dada no solo por la cuesta La Dormida, sino también por el camino Lo Orozco (La Playa), que conecta con la ruta 68. Además, se enlaza con el interior mediante la ruta Bioceánica, tramo que se halla completamente resuelto, desarrollado e implementado. 



En mi opinión, tal aspiración debiera ser capitalizada mediante la aprobación del proyecto en análisis.



Señor Presidente, yo voy a respaldar la iniciativa, pero, con el objeto de obviar un eventual problema de quórum, como Comité, pido formalmente que la votación se postergue para mañana.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Considerando que en este minuto existe el número de votos suficientes en la Sala para aprobar el proyecto, un Comité solicitó abrir la votación. 



¿Habría acuerdo para ello?

El señor BIANCHI.- Sí, señor Presidente.

El señor ÁVILA.- ¡Gran idea la del Senador señor Ominami…!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Entonces, cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín para fundar el voto.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que lamento tener que opinar en un sentido contrario a la iniciativa. Pero aclaro que mi posición no se vincula con el contenido específico de ella.



Respeto las opiniones de los distintos municipios y de los parlamentarios de la zona. Entiendo que su objetivo prioritario sea, en su visión de gobierno provincial, la conformación de un nuevo territorio administrativo en torno a las comunas referidas: se busca separarlas de sus provincias respectivas (Quillota y Valparaíso) para constituir una nueva.



Sin embargo, deseo aprovechar esta oportunidad para hacer una reflexión mayor.



Me parece que, en el orden administrativo y en el proceso de descentralización, las provincias no tienen ningún sentido.



Esta es una buena instancia para preguntarse qué regionalización buscamos para el país. Porque si vamos a empezar a crear provincias, con atribuciones, competencias y recursos inexistentes, estaremos construyendo una regionalización cosmética, decorativa, pero no real ni concreta.



Los gobiernos regionales, los intendentes, los CORE y los seremis ya cuentan con pocas atribuciones, porque este es un país demasiado centralizado. Disponen de pocos recursos, debido a que estos se manejan, fundamentalmente, desde la capital, desde los ministerios. 



¡Pero las provincias no tienen absolutamente nada! 



En consecuencia, quienes ahora buscan la creación de una provincia, para que haya un gobernador y para generar desarrollo, identidad y progreso, no lograrán tales objetivos por esta vía.



Llevo muchos años viendo la acción de distintos gobernadores, hombres y mujeres de diferentes partidos políticos -ha habido buenos, regulares y malos-, pero la verdad es que, en las provincias de Linares y de Cauquenes, ni los buenos ni los mejores han podido lograr una mínima diferencia en el desarrollo de esas provincias. Y ello, porque las gobernaciones carecen de atribuciones; no funcionan.



Señor Presidente, si queremos avanzar en materia de regionalización, pienso que es más razonable analizar la cantidad de Regiones que hay en el país, su tamaño, su manera de operar. En ese sentido, me parece más conveniente dar lugar a nuevas Regiones, como ocurrió con la de Los Ríos y con la de Arica y Parinacota, en el norte, testimonios reales de entidades que tendrán, en la medida en que mejoremos su situación, una posibilidad de desarrollo. Sin embargo, eso nunca se conseguirá por el camino de formar nuevas provincias.



A lo mejor, dieciocho o veinte Regiones darían un resultado más efectivo. Habría que suprimir las provincias y robustecer al mismo tiempo las comunas, porque estimo que el desarrollo local es la base del progreso de un país. La descentralización se debe generar no solo a nivel regional, sino también en el ámbito comunal. 



Si fortalecemos las comunas -con más atribuciones, más recursos, más dinero- y procuramos lo mismo para las Regiones, ¡qué sentido tienen las provincias! ¡Para qué las queremos! 



Crear más provincias, a mi juicio, va en la dirección equivocada.



Por lo tanto, el problema no radica en las comunas con las que se pretende formar la provincia de Marga Marga, ni tampoco en el objetivo del proyecto, sino en una visión más global acerca de cómo debería ser el proceso de regionalización.



Si existe voluntad para explorar ese punto, a lo mejor en torno a la provincia de Marga Marga y otras sería factible pensar en la formación de una nueva Región. Eso tiene más sentido. Recuerdo que hace años el Senador señor Romero planteó la creación de una Región en lo que se llama la “Quinta Interior”.



Me parece que esos proyectos tienen más fuerza, más coherencia y más justificación. El que nos ocupa, en cambio, es débil, pues carece de una entidad que dé sentido a las comunas de que trata.



Por eso, no quiero validar con mi voto tal situación. Mi decisión no debe entenderse vinculada a una situación específica, sino a un concepto de fondo: desarrollar el país en términos de la regionalización y de la descentralización mediante el establecimiento de provincias es un profundo error. Ello ha sido un fracaso. Y yo no quiero colaborar para que este se siga extendiendo.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, me alegra mucho escuchar que el Senador señor Larraín potenciaría a las comunas con mayor autonomía y más recursos. Porque en eso estamos.



La iniciativa que crea la provincia de Marga Marga viene aprobada por unanimidad por la Cámara de Diputados. 


Además, en el debate desarrollado en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización contamos con la presencia de los Senadores señores Ávila, Ominami y Romero, quienes estuvieron absolutamente de acuerdo con el establecimiento de esta nueva provincia. 



En esa oportunidad también recibimos al Intendente de la Quinta Región, don Iván de la Maza; al Alcalde de Limache, don Germán Irarrázaval; al Alcalde de Olmué, don Tomás Aranda; al Alcalde de Quilpué, don Mauricio Viñambres, y al Alcalde de Villa Alemana, don Raúl Bustamante. Todos pidieron que aprobáramos la creación de dicha provincia, porque era altamente conveniente para los intereses de sus comunas y constituiría un territorio compacto. Gracias a esta iniciativa, ellos abrigan la esperanza de desarrollar planes turísticos y de tener mejores condiciones de ingresos en la distribución de los fondos regionales.



Por eso, la Comisión aprobó por unanimidad el proyecto.



Como han señalado diversos señores Senadores que me han precedido en el uso de la palabra, se propone como capital de la nueva provincia la ciudad de Quilpué, que es el centro urbano con mayor población y el punto de conexión obligado del nuevo territorio provincial, el cual abarca 1.180 kilómetros cuadrados, aproximadamente, con una población que bordea los 280 mil habitantes.



La creación de esta provincia estimula, también, los ejes estructurales que cruzan su territorio con un evidente progreso de la conectividad, acorde con sus cualidades productivas y con un creciente aumento poblacional, que es superior al registrado en el resto de la Región.



Además, y muy fundamentalmente, el proyecto se hace cargo de una aspiración ya instalada en la sociedad civil: el proceso de descentralización focalizado en áreas geográficas para aprovecha mejor los mecanismos productivos, optimizar las instancias de planificación y coordinación y proveer una mayor agilización de los recursos públicos.



En la discusión general que suscitó el proyecto en la Comisión de Gobierno, se arguyó que se persigue reordenar, mediante instrumentos más eficientes, un área geográfica con características comunes, al tiempo que se reconoce que el ordenamiento territorial es un asunto de alta prioridad en la formulación de las políticas públicas.



La alteración de la división política y administrativa del país sin duda constituye un hecho político relevante que trasciende lo meramente instrumental y general, pues tiene un significativo impacto en las personas, en sus intereses y quehaceres. 



Los antecedentes que aconsejan la creación de esta provincia han sido analizados y cotejados con responsabilidad y celo. La Comisión así lo ha entendido y, por eso, otorgó su respaldo al proyecto, sin perjuicio de las observaciones y mejoras de que sea objeto en la discusión en particular, si el Senado aprueba la idea de legislar.



Cabe agregar que, para evitar algunas dudas o aprovechamiento político, se acordó que las autoridades que corresponda nombrar se designarán después del período electoral que viene; o sea, posterior a la elección de alcaldes y concejales, y también a las próximas de parlamentarios y de Presidente de la República.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, comparto algunas opiniones expresadas en la Sala en el sentido de que hace falta un debate más a fondo acerca de la división política y administrativa del país y del rol que les cabe a las provincias en nuestro ordenamiento nacional.



Yo soy partidario de valorar más a las provincias que a las regiones. Creo más en la identidad efectiva de aquellas en nuestro país.


A mi entender, las regiones son una entelequia que fue armada en un momento determinado y que, quizá en unos veinte años, lograremos superar en virtud de un proceso de descentralización para empoderar a las provincias.



El problema es que las provincias requieren una identidad básica. 


En la nueva Región de Los Ríos, yo me pregunto qué sentido tiene la provincia que se inventó. Se trata de una cuya existencia se forzó -¡sí, se forzó!- y que carece de identidad propia. Surgió por la necesidad de satisfacer las demandas de una parte del territorio nacional, lo cual nos llevó a aprobar la creación de dicha Región. Para ello, la condición era contar con provincias; pero, como aquella se componía de una sola provincia, con identidad, hubo que inventar otra, que no posee tal condición.



Ello dejará pendiente un debate sobre el aspecto territorial durante bastante tiempo en esa parte del país.



La Región de Valparaíso, por su parte, ha experimentado diferentes configuraciones a lo largo de su historia. El caso más conocido lo representa la provincia de San Antonio, que ha pasado de una división administrativa a otra y hoy es parte de la Quinta Región. Y uno se pregunta cuánto tiene que ver San Antonio con la realidad del resto del territorio donde se inserta. Probablemente, se llegue a la conclusión de que no mucho.



Cuando hoy nos invitan a aprobar la creación de la provincia de Marga Marga, la duda que me asalta es si ella tiene identidad. 



La identidad que ha planteado el Senador señor Ominami en parte es la del abandono, la de la no atención, la de patio trasero de las provincias de Valparaíso y Quillota.


Pero no sé si eso es suficiente, señor Presidente.



Por otra parte, entiendo que las provincias, además de poseer identidad histórica, deben cumplir una función particular. Y no sé si la que estamos creando asumirá alguna en especial.



Porque no hemos avanzado en lo relativo a darles más facultades y potestades a los gobiernos provinciales, que hoy no son más que coordinadores de servicios públicos -y hasta ahí no más-, sin presupuesto propio y con algún control sobre Carabineros de Chile, labor que no es muy grata, por cierto.



Señor Presidente, planteo esta inquietud porque en diversas ocasiones los integrantes de esta Corporación nos hemos amenazado mutuamente de que haremos una discusión acerca de cómo conformar las regiones, las provincias. Sin embargo, eso no ha ocurrido. 



La Comisión de Gobierno nos entregó su informe a través del Senador señor Sabag. Pero dudo de que con esta iniciativa estemos colaborando con el análisis que el país requiere en esta materia. Me hago preguntas obvias: ¿Cambiarán los distritos electorales el día de mañana por esto? ¿Enfrentaremos un debate como el habido a propósito de la creación de las Regiones de Arica y Parinacota y de Los Ríos? 



Señor Presidente, yo no seré un obstáculo en este proyecto, y lo votaré a favor. 


Me parece que es una realidad el descuido hacia las comunas que se observa de parte de la capital regional. Es una realidad, pero, asimismo, las provincias necesitan otro tipo de identidad. Y no veo que estemos colaborando en ese sentido.



Señor Presidente, termino señalando lo siguiente.



Junto al Senador señor Chadwick vivimos lo que ha sucedido en una provincia de la Quinta Región, la de San Antonio, y la contradicción que se produce en ciertas comunas de nuestra circunscripción, como Navidad. Porque la vinculación de la Sexta Región con San Antonio -en términos de dinamizar sus actividades económica y comercial- es bastante más estrecha que con la Región de Valparaíso, al igual que la dependencia de algunas de nuestras comunas, como la de Navidad, pues cuando sus enfermos presentan patologías Auge deben ser atendidos en San Antonio o Valparaíso, por encontrarse más cerca que Rancagua, la cual se encuentra a 3 horas y media de viaje. 



En definitiva, es necesario efectuar un debate más a fondo sobre la división política y administrativa del país. 



Voto a favor del proyecto. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, algunos Senadores dijeron durante el debate que la creación de municipios, provincias, regiones o circunscripciones no parece la forma más adecuada para evaluar nuestra división político-administrativa. 



Reiterar en la Sala que los parlamentarios, alcaldes y comunidad involucrados son partidarios de la creación de esta provincia no es una sorpresa, como sí sería lo contrario o que alguien patrocinara la instauración de una provincia contra la voluntad de ellos.



Por lo tanto, es más fácil declararse partidario. Sin embargo, lo peor que podemos hacer es ir modificando nuestra división política y administrativa en función de la popularidad que significa proponer la creación de provincias. Yo me inclino por reducirlas. De ahí que no puedo apoyar el establecimiento de más cajas o agencias pagadoras como son en Chile las gobernaciones, que se convierten en organismos paralelos a los municipios. Si en algo se debe profundizar es en la verdadera modernización de las municipalidades y en el estudio de aquellos casos donde se justifican las gobernaciones. Pero, de todas maneras, deben eliminarse dentro de estas las que coinciden con cabeceras regionales. 



Por lo tanto, independientemente de que hoy día se trate de la provincia de Marga Marga, con sus cuatro comunas, creo que la discusión debe ser mucho más de fondo. No es que me oponga a su creación, sino que me parece que la forma de modificar nuestra división político-administrativa está profundamente equivocada. 



En verdad me sorprende que ahora estemos creando una nueva provincia, sobre todo después del debate del otro día sobre una nueva circunscripción en la Primera Región, donde hubo -para sorpresa mía, al menos- casi unanimidad para rechazarla sin haber previamente una discusión seria acerca de la división administrativa del país. 



Por otro lado, aquí se señala que la proposición de crear la citada provincia no tiene efectos electorales. Puede que así sea en el corto plazo. Sin embargo, una nueva región, o circunscripción, requiere al menos de dos provincias, por lo tanto, algo de eso hay también en el “corazoncito” de los patrocinadores de la referida propuesta. No me estoy refiriendo a los actuales parlamentarios, porque parto de la base de que esto no operaría para su reelección. 



En definitiva, no estoy de acuerdo en la forma sugerida ni encuentro serio abordar la creación de una provincia sobre la base de que Limache, Olmué, Quilpué o Villa Alemana -como aquí se ha dicho- se han convertido en patios traseros y de que, al pasar a ser parte de una nueva provincia, se convertirían en los patios delanteros de la Región. 



Eso es extremar el argumento y mientras no haya una discusión seria y profunda en el Congreso y en el Ejecutivo sobre cuál debiera ser nuestra división administrativa o analizar la actual, después de 25 ó 30 años de vigencia, carece de todo sentido ir creando, como en la “teoría del salame”, provincias, comunas o regiones en la forma en que lo hemos venido haciendo. 



En consecuencia, no solo la iniciativa que nos ocupa, sino que cualesquiera otras que no se encuentren dentro de un contexto global, yo, al menos, las votaré en contra, aunque tengo claro que es incómodo asumir tal actitud. 



Ojalá que en una Corporación como esta pensemos en el bien del país, en la forma cómo construimos una verdadera división política y administrativa que, efectivamente, lo desconcentre y descentralice, y no continuemos creyendo que con estos instrumentos lo vamos a lograr realmente o que las citadas cuatro comunas pasarán a tener la importancia requerida por el solo hecho de formar parte de la nueva provincia y de instalarles una gobernación. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela. 

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, de la lectura del informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, se visualizan dos elementos que a mí me llevan a cambiar de opinión frente al proyecto en debate. 



En primer lugar, debo hacer presente que, a propósito de la creación de dos nuevas regiones, el Gobierno se comprometió en esta Sala a entregar una propuesta sobre futuras modificaciones de la división política y administrativa. Y en el debate sostenido el 8 de septiembre de 2007 en dicha Comisión, el Ejecutivo, a través de la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, anunció que el estudio respectivo estaba terminado, por lo que en cuestión de días lo daría a conocer, y que, por lo tanto, tuviéramos la certeza de que la creación de la nueva provincia era parte integrante de él.



Han pasado 7 meses y nadie conoce ese estudio y la propuesta respectiva. En consecuencia, no hay duda de que será muy difícil apoyar públicamente con nuestro voto en la Sala la creación de una provincia que no forma parte de algún análisis coherente, orgánico, sobre cómo se construirá nuestra división política y administrativa. 



Es cierto que para algunos siempre habrá una razón para crear esta nueva provincia, así como la hubo para las Regiones de Arica y Parinacota y la de Los Ríos. Pero cuando uno plantea instaurar la de Ñuble, se nos dice que no se puede, porque hay que esperar dicho estudio. Y ahora nos señalan que él es necesario, pero Marga Marga tiene condiciones particulares, saltándonos toda visión global sobre lo que debe ser la división de nuestro territorio. 



A mi juicio, eso claramente constituye un error y no es aceptable que el Gobierno, pese a haberse comprometido en esta Sala a presentar al país una propuesta en tal sentido, no lo haya hecho; que reitere el 8 de setiembre del 2007 en la citada Comisión que ella estaba terminada, y que tampoco la entregue. 



Por lo tanto, no hay posibilidad ni espacio para continuar con esta “política del salame” en el sentido de ir creando provincias de a una, sin considerar al país en su conjunto. 



Pero hay otra razón, señor Presidente, que ya enuncié en días pasados: se refiere  a que en la Comisión de Gobierno el Intendente de Valparaíso expresó que el Consejo Regional, luego de ser consultado, emitió su opinión favorable a la creación de esta provincia. Y debo señalar que eso es falso, porque no fueron consultados ni emitieron juicio alguno.



Señor Presidente, esas dos razones me obligan, necesariamente, a cambiar de opinión. Reconozco que en la Comisión voté a favor debido a las explicaciones dadas por la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, en el sentido de que íbamos a conocer una propuesta de la nueva división política y administrativa del país, y porque de buena fe creí que todos los consejeros regionales de Valparaíso, incluidos los de mi partido, habían sido consultados sobre el particular. Pero, cuando se detecta que ello no es así, cambia fundamentalmente el cuadro, y no estoy disponible para apoyar la creación de una provincia que no forma parte de un estudio orgánico ni coherente. Además, se han saltado mandatos legales, ya que la consulta a dicho consejo regional constituye una obligación legal establecida en la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales.



Por esas razones, votaré en contra del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, al igual que el Honorable señor Pérez Varela, voté a favor de la iniciativa en la Comisión.



En verdad, en las últimas semanas, en el Senado ha habido un debate interesante, profundo. Y pienso que depende mucho de esa perspectiva para, al final, ver cómo uno se aproxima a los distintos temas.



Desde mi punto de vista, hace dos semanas, la Cámara Alta entregó una señal muy importante, con la cual se pretende terminar con la costumbre de legislar en forma aislada respecto de la división política y administrativa, de circunscripciones electorales, etcétera, mientras no se aborde globalmente el problema. Y me parece que esta es una decisión responsable.



Sobre esa base, evidentemente, uno tiene una perspectiva distinta frente a un proyecto de esta naturaleza. 



¿Por qué la considero importante, señor Presidente? Porque si el Senado está dispuesto a tener una visión de largo plazo sobre la descentralización del país y a frenar cualquier intento de legislar en forma aislada, la mejor señal que se puede dar al Ejecutivo es que de aquí para adelante no se aprobará ninguna iniciativa que apunte en esa dirección, salvo que se aborde el tema integralmente y se cuente con los estudios correspondientes.



Por lo tanto, una provincia de las características de la que se nos propone, evidentemente va a ser viable en la medida en que se aborde en un contexto mayor. Eso lo acepto y lo comparto plenamente. Y, a mi juicio, esa es la manera en que se debe tratar la materia.



Por otra parte, señor Presidente, en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización se halla en tramitación una importante iniciativa destinada a potenciar fuertemente el proceso de descentralización del país, mediante la reforma del artículo 114 de la Constitución Política. Paralelamente, en la Cámara de Diputados se está abordando la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales.



¿Y por qué señalo esto, señor Presidente? Porque dentro de la estructura administrativa del país, si hay algo que no está definido, son las facultades y las competencias de las gobernaciones provinciales. Si se señala que los gobiernos regionales son una entelequia, lo son aún más las gobernaciones provinciales.



Por lo tanto, no solo hay que analizar este asunto desde el punto de vista de la división política y administrativa del país, sino también tenemos que velar y reflexionar respecto de cuáles serán las competencias de las gobernaciones en la futura administración regional.



En consecuencia, voy a votar negativamente el proyecto, como una señal para que, en definitiva, lo relativo a las provincias  y a la descentralización sea abordado de manera integral y no aisladamente como se pretende en esta oportunidad.



En mi concepto, el Senado está dando una muestra de enorme responsabilidad en esta ocasión al entregar al Ejecutivo una señal categórica en cuanto a que estos temas han de ser tratados de manera distinta, y que proyectos de esta naturaleza –como el que crea la provincia de Marga Marga- no van a ser aprobados por esta rama del Parlamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El Honorable señor Coloma.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún otro señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos contra 7 y dos abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Chadwick, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis y Pérez Varela.



Se abstuvieron los señores Coloma y Flores.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La Mesa propone como plazo para presentar indicaciones el 5 ó el 12 de mayo.

El señor OMINAMI.- El lunes 5, señor Presidente.



--Se fija como plazo para presentar indicaciones al proyecto el lunes 5 de mayo, a las 12.
PARTICIPACIÓN CUIDADANA EN PROCESOS CALIFICATORIOS DE DECLARACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath y Sabag, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, con el fin de permitir la participación ciudadana en los procesos de calificación de las declaraciones de impacto ambiental, con informe de la Comisión de Medio Ambiente, Nacionalidad y Ciudadanía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5483-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Horvath y Sabag).

En primer trámite, sesión 65ª, en 14 de noviembre de 2007.


Informe de Comisión:


Medio Ambiente y B. Nacionales, sesión 88ª, en 4 de marzo de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Los principales objetivos de la iniciativa son, por una parte, consagrar la participación ciudadana para el instrumento de evaluación ambiental denominado “Declaración de Impacto Ambiental”, y por otra, eliminar el régimen de publicaciones mensuales que debe efectuar la autoridad, sustituyéndolo por la publicación de un extracto del proyecto sometido a evaluación, la cual sería de cargo del titular de dicho proyecto.



La Comisión discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath y Navarro.



El texto del proyecto puede ser consultado por Sus Señorías en el informe respectivo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Honorable señor Horvath, uno de los autores de la moción.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, como ha explicado el señor Secretario, el objetivo de esta iniciativa legal es justamente abrir un espacio, muy reducido en cuanto a cantidad de días, para que las organizaciones ciudadanas y las personas naturales que se sientan afectadas por determinado proyecto hagan presentaciones a la autoridad.



Esto resulta vital, porque, en la actualidad, la ciudadanía toma conocimiento de la aprobación de una gran cantidad de proyectos una vez publicados en un diario al que ella no accede fácilmente, no habiendo una etapa previa en la cual pueda participar para perfeccionarlos.



Asimismo, ha habido casos en los que necesariamente se requería un estudio de impacto ambiental, pero se ha seguido un camino no muy claro para obtener las declaraciones correspondientes. Ello ha generado problemas bastante sustantivos en ciertos proyectos que terminan afectando la salud de las personas y las condiciones del medio ambiente o la naturaleza.



En el entendido de que la participación ciudadana enriquecerá los proyectos, con la  posibilidad de armonizarlos en los plazos fijados, estos beneficios se acotan -como establece el proyecto de ley- en los plazos que correspondan.



Normalmente, se cuenta con 60 días para hacer los estudios de impacto ambiental, y, en este caso, serán solo 20 días. Y si alguien encuentra inconvenientes o tiene fundamentos para un recurso de reclamación, el sistema da 15 días para presentarlo y 30 para resolverlo. Sin embargo, la ciudadanía contará con 5 días para hacer su presentación, y la autoridad tendrá 10 días para resolver.



Por otra parte, la iniciativa deroga el artículo 30 de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el cual dispone la obligatoriedad de publicar las declaraciones de impacto ambiental, y las sustituye por la publicación de los extractos, a partir de la cual comienzan a correr los plazos que aquí se señalan.



La iniciativa señala en el numeral 2° que “Se deberá efectuar la referida indagación” cuando se reciba una denuncia fundada o se encuentre en la Declaración de Impacto Ambiental algún aspecto erróneo, incompleto o inexacto por parte de la Comisión Regional del Medio Ambiente o la Comisión Nacional del Medio Ambiente. En el fondo, dicha indagación se refiere a la aclaración, rectificación o ampliación que establece la propia ley.



Los plazos no se alargan en términos excesivos, sino que, por el contrario, son mínimos. Y con ello se posibilita que las observaciones a los proyectos se presenten a tiempo y alcancen a rectificarse. 



Esta es una iniciativa en que la suma beneficia a las partes.

Por eso, sugerimos a la Sala que apruebe el proyecto en general por unanimidad, tal como lo hizo la Comisión de Medio Ambiente.

He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, al calor del debate sobre la creación del Ministerio del Medio Ambiente y, en particular, el perfeccionamiento de la legislación medioambiental, se abre un horizonte de reforma –espero, profunda- a la Ley N° 19.300, que actualmente regula un sistema normativo en esta materia. Sin embargo, es un proceso que puede demorar uno o más años.



Las estadísticas indican que el 97 por ciento de los proyectos que evalúa la CONAMA ingresan como declaraciones de impacto ambiental  y solo el 3 por ciento corresponde a estudios de impacto ambiental. En dicha evaluación no hay participación ciudadana. Es decir, en términos crudos, concretos y reales -las cifras no mienten-, de cada 100 proyectos 97 se realizan sin que la comunidad, organizada o no, dé a conocer su opinión acerca del impacto que estos pueden significar para sus viviendas, sector, comuna o Región. 



Por lo tanto, es preciso incorporar una mayor participación de la ciudadanía sobre el particular.



La iniciativa que nos ocupa ratifica que ningún proyecto que se ejecute en el país puede lesionar los derechos que la Constitución asegura a las personas, y estos incluyen lo relacionado con el medio ambiente.



Aparte del porcentaje antes mencionado, en muchos casos la autoridad ha otorgado a determinados proyectos el carácter de estudios de impacto ambiental, y a otros -de enorme envergadura-, el de declaraciones.



Por lo tanto, deberíamos aprobar la moción en discusión, con independencia de que el Gobierno en los meses sucesivos -espero que pronto- presente una iniciativa tendiente a reformar profundamente la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente.



En muchas ocasiones hemos señalado que el propio estudio de impacto ambiental es un mecanismo deficiente, que excluye la participación ciudadana.



Este proyecto es un paso pequeño, pero importante. El sistema de evaluación de impacto ambiental otorga plazos muy cortos y precisos. Es decir, hay participación ciudadana en la primera etapa, pero si existen observaciones o addendum –esto es, entrega de nueva información- aquella no interviene. Incluso en el 3 por ciento de los estudios que mencioné denantes existe una sesgada participación a la hora de debatir, no digo de decidir, porque aquella no es vinculante en esta materia. Y tampoco lo es en la iniciativa en discusión. No es que los ciudadanos vayan a decir: “Observamos, nos oponemos y determinamos que no se realice el proyecto”; pero por lo menos se establece el sagrado “derecho a pataleo”, en cuanto a que las personas tengan la posibilidad de hacer oír su voz y exponer sus argumentos.



El sistema de declaración de impacto ambiental, como no contempla la participación ciudadana, no ha arrojado experiencia sobre el particular. En cambio, los estudios de impacto ambiental, sí.



Debo señalar que la batalla es desigual. Para los ciudadanos comunes y corrientes, que laboran y se ganan el pan de cada día, que nunca han cursado un magíster o una licenciatura en Harvard, enfrentarse a equipos compactos, organizados y de grandes recursos -como los que poseen las empresas tras cada proyecto-, o a los equipos jurídicos de la CONAMA y del Ministerio Secretaría General de la Presidencia -actualmente-, les genera una situación de desequilibrio. No es admisible pedirles que participen en un proceso para el cual no se hallan capacitados ni cuentan con recursos para acceder a él de manera informada y con conocimientos técnicos.



Por lo tanto, esa es una de las falencias del proyecto que espero remediar en su debate. Es preciso posibilitar la participación, pero, además, la normativa debe consagrar el beneficio de pobreza -existente en otros casos-, de manera que las personas puedan acceder a información calificada y a una asesoría técnica y jurídica -elegida por ellas, pero pagada por la propia empresa-, a fin de generar una participación regulada y acotada.



Lo anterior resultará beneficioso para la empresa, el proyecto y los propios ciudadanos. 



En innumerables ocasiones he presenciado una participación carente de conocimientos técnicos, de asesoría jurídica y, particularmente, de información básica. Si bien la CONAMA publica un extracto del estudio de impacto ambiental de que se trate en un periódico de circulación regional o nacional, ello es insuficiente. Se debe garantizar siempre un acceso gratuito y expedito a todos los documentos, en cualquier minuto, durante ese proceso. Ello es esencial para asegurar una participación real.



Señor Presidente, como he señalado en otras oportunidades, nuestro ordenamiento constitucional se basa en un sistema presidencialista, que se cae a pedazos. Esta monarquía presidencial, que excluye a los ciudadanos de participar en la construcción del país, se agota. Y con la iniciativa en discusión estamos dando un pequeño paso, es decir, permitiendo un poco de participación: los ciudadanos no van a cambiar el curso del proyecto sujeto a evaluación, pero a lo menos serán escuchados.



Estimo que el Senado debería aprobar la iniciativa, al menos para abrir el debate en torno a la materia en comento. Ella tiene el mérito de poner el dedo sobre la llaga de un tema latente y urgente: la exigencia de mayor participación ciudadana en todos los procesos donde se involucren el Estado y el sector privado, a fin de garantizar accesibilidad e igualdad.



Por lo anterior, vamos a apoyar el proyecto iniciado en moción de los Senadores señores Horvath y Sabag, y a sumarnos a otras iniciativas presentadas en la Comisión de Medio Ambiente, por ejemplo, la que sanciona a quien elabore una declaración o estudio de impacto ambiental fundado en antecedentes falsos. Lamentablemente, ello lo hemos observado en reiteradas ocasiones, y solo mediante un recurso judicial es posible aclarar y condenar dichos ilícitos. Por lo tanto, es necesario que la legislación actual contemple sanciones de oficio, tanto para los estudios como para las declaraciones, una vez constatada la falsificación. Hoy día, debe recurrirse a los tribunales de justicia y demostrarse la falsificación para que sea posible aplicar penas que, en todo caso, no afectan al proyecto sujeto a evaluación, dado que los procesos judiciales son de larga duración.



Como expuse anteriormente, este es un paso en la línea de ir perfeccionando la legislación ambiental. La Comisión de Medio Ambiente del Senado -que integro junto con los Senadores señores Longueira, Allamand, Ávila y Horvath- revisó la iniciativa, cuyo debate entendemos como una manera de ir conformando elementos a la espera de que el Ejecutivo presente un proyecto -en el más corto plazo-, que nos permita llevar a cabo una discusión general mucho más profunda.



Mientras tanto, negarse a debatir asuntos de tanta preocupación ciudadana como este, no parece procedente. Y, por ello, anuncio que voy a votar a favor del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, si existiere voluntad por parte de la Sala y la Mesa, podríamos despachar la iniciativa en general y en particular.



Y quiero argumentar por qué.



La verdad es que se trata de un proyecto bastante simple, y dado que está por ingresar uno que establece una nueva institucionalidad, lo  único que cabe es apurar su trámite. De lo contrario, es evidente que la nueva institucionalidad recogerá la idea planteada por los Senadores que presentaron la moción, que apunta básicamente a permitir la participación ciudadana en las declaraciones de impacto ambiental, lo cual hoy no ocurre.



Por lo tanto, se hace una equivalencia. El resto de los artículos del proyecto establecen los plazos y, de alguna manera, adecuan la idea de legislar, cuyo propósito no es otro que permitir la participación ciudadana no solamente en la fase de los estudios de impacto ambiental como se ha establecido, sino también en la de las declaraciones de impacto ambiental.



Entonces, ojalá evitemos el trámite de que vuelva a la Comisión, porque se trata de una iniciativa de fácil despacho, salvo que no exista tal voluntad.



En consecuencia, los Senadores de la UDI respaldaremos la moción, haciendo hincapié en que se tramite con la mayor brevedad posible para esperar la iniciativa sobre la nueva institucionalidad que, dadas la complejidad y la cantidad de modificaciones que se introducirían al ordenamiento que establece la ley Nº 19.300, va a ser de mayor complejidad y de larga discusión.



Por tales razones, anuncio que aprobaremos el proyecto en debate.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor  Ominami.

El señor OMINAMI.-  Señor Presidente, anuncio que votaré favorablemente la iniciativa, originada en moción de los  Honorables señores Sabag y Horvath.



No obstante, sin perjuicio de impulsar una modificación mayor en asuntos ambientales que, a mi juicio, resulta del todo indispensable, estimo que la iniciativa es susceptible de ciertos mejoramientos, razón por la cual debiéramos darnos un breve plazo para presentar indicaciones, a fin de no dilatar excesivamente su tramitación. Por ello, es obligación del Senado perfeccionarla en la medida de nuestras posibilidades.



En virtud de ello, quiero indicar siete u ocho líneas de mejoramiento del proyecto, las cuales se traducirán en diversas indicaciones que -espero- puedan ser estudiadas y aprobadas, si los Senadores y Senadoras las estiman convenientes.



La iniciativa busca equilibrar la participación ciudadana establecida para los estudios de impacto ambiental a las declaraciones de impacto ambiental, reduciendo los plazos para estas últimas, en atención a la distinta entidad y naturaleza de los proyectos y de las actividades sometidos a ellas. Tal enmienda, en mi concepto, apunta en un sentido correcto.



Por otra parte, elimina el régimen de publicaciones mensuales con cargo a la autoridad, sustituyéndolo por la publicación de un extracto a costa del titular del proyecto o de la actividad respectiva.



Ambos objetivos son perfectamente razonables y mejoran el ordenamiento jurídico que rige hoy día.



De todas maneras, considero factible perfeccionar la iniciativa  en debate en las siguientes direcciones.



En primer lugar, es posible fortalecer una mayor participación de la ciudadanía en los estudios de impacto ambiental, ya que la ley vigente permite a la Comisión, en ciertos casos, mantener en reserva los antecedentes técnicos o financieros de un proyecto (artículo 28 de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente).



Sin embargo, sería adecuado que, en eventos de alto impacto ambiental, esa posibilidad de reserva no existiera. También implicaría un gran avance determinar las circunstancias en que no sea pertinente mantener dichos antecedentes ajenos al conocimiento de la población. Si queremos avanzar en transparencia debemos hacer un esfuerzo para que el mayor número de antecedentes estén a disposición de la comunidad.



Mi segunda observación dice relación a que, de acuerdo con el artículo 29 del citado cuerpo legal, los representantes de las organizaciones comunitarias y las personas naturales afectadas cuyas observaciones a un proyecto no hubieran sido consideradas por la autoridad ambiental en su resolución, podrán reclamar ante un superior jerárquico. Sin embargo, parece conveniente que tal recurso pueda ventilarse ante el tribunal correspondiente -la Corte de Apelaciones-, sustrayéndolo de la órbita netamente administrativa. Ello da a la comunidad mayores posibilidades de defenderse de proyectos que pueden ser ambientalmente muy negativos.



A propósito de este punto, más adelante daré a conocer mis impresiones acerca de un proyecto que hoy día es objeto de una evaluación de impacto ambiental.



En tercer lugar, debe incorporarse como requisito de las declaraciones de impacto ambiental un acta que dé cuenta de haber puesto el proyecto en conocimiento del concejo municipal de la comuna donde este se llevará a cabo. 



Considero esta enmienda de la mayor importancia. Muchas veces se aprueban estudios o declaraciones de impacto ambiental sin siquiera consultar una opinión formal al concejo municipal correspondiente. Opino que eso no es correcto, pues finalmente será la comuna donde se radique un determinado proyecto la que va a experimentar los costos que este implique. 



Por lo tanto, debiera ser de trámite absolutamente normal el hecho de que el concejo municipal sea notificado formalmente respecto de los alcances del proyecto.



En cuarto término, me parece atendible la posibilidad de flexibilizar los requisitos de procedencia del recurso de protección ambiental.



En otros ámbitos, resulta aconsejable -lamento que la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente no se halle presente en esta discusión para solicitárselo- otorgar mayores recursos a la Unidad de Educación Ambiental para orientarlos a la creación de políticas y programas de educación ambiental, a fin de que la comunidad no solo intervenga en los procesos, sino que alcance una participación informada y de calidad para hacer valer sus inquietudes de mejor manera.



Más que una modificación legal, el planteamiento anterior es una petición al Ejecutivo para que la participación ciudadana, consagrada en la legislación ambiental, no sea una cuestión puramente formal.



Asimismo, sería recomendable considerar la posibilidad de enmendar el artículo 11 de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, con la finalidad de agregar casos referidos a la instalación de plantas eléctricas y nucleares, por cuanto las primeras se están multiplicando en nuestro país en condiciones ambientales extremadamente precarias y discutibles.



Además, se hace necesario incorporar en los procesos de evaluación de los estudios o de declaraciones de impacto ambiental la participación de un representante de la comunidad afectada por el proyecto (léase dirigentes de juntas de vecinos, de corporaciones o del gobierno local), porque  es una manera de hacer más efectiva la participación ciudadana que la moción busca mejorar.



Por otro lado, estimo pertinente crear un mecanismo para que la comunidad afectada pueda impugnar los estudios hechos por una empresa y que estos sean sometidos a la consideración  de la autoridad ambiental en un plano de igualdad. La forma como se relaciona la población respecto de las empresas es completamente asimétrica, desigual. Y, desde ese punto de vista, la participación ciudadana tiene mucho de ficticio, de ilusorio.



Por último, debo plantear una última directriz que escapa al ámbito del proyecto en debate, pues no tenemos iniciativa para ello. No obstante, insistiré al respecto. Me refiero a modificar la constitución de la CONAMA y de las COREMAS. Me parece que su estructura es totalmente insostenible y el hecho de que sean instituciones compuestas por una abrumadora mayoría de funcionarios públicos les resta todo tipo de independencia. 



En el tiempo que me queda, señor Presidente, quiero relatar una experiencia que viví el día de ayer.



Se pretende aprobar la instalación de una cuarta turbina de la empresa AES GENER en Puchuncaví. Si existe una zona que ha sido ambientalmente devastada en el país es la comuna de Puchuncaví. Muchos señores Senadores  que probablemente han viajado a Maitencillo, Cachagua o a lugares aledaños, habrán podido constatar que el entorno donde ella se ubica es muy parecido a un paisaje lunar. Se trata de una zona que viene siendo devastada desde hace ya, por lo menos, cincuenta años.



Su destrucción partió con la instalación de la Fundición de la Empresa Nacional de Minería en los años 50. Luego, continuó -si no me equivoco fue en 1957- con la inauguración de la primera unidad de Chilectra; posteriormente se instaló la segunda unidad de dicha empresa en 1977, sin ningún tipo de participación ciudadana ni menos un estudio de impacto ambiental o declaración de impacto ambiental. En 1977 las cosas en el país pasaban de un modo bastante distinto.



Fue así como esa zona terminó siendo ampliamente saturada.



La Empresa Nacional de Minería estuvo al borde de la quiebra porque tuvo que iniciar -aquí hay señores Senadores que conocen bien el tema- un proceso de descontaminación que costó más de cien millones de dólares, los cuales fueron cargados a sus pasivos financieros. Tanto es así que para salvarse de la quiebra, ENAMI debió desprenderse de su principal activo -la Refinería de Ventanas- que afortunadamente se mantuvo bajo control público, gracias a una ley que aprobamos en el Parlamento mediante la cual su propiedad pasó a manos de CODELCO.



Todo ello perseguía sustentar financieramente a la Empresa Nacional de Minería que quedó en condiciones de quiebra debido a la mala administración de su dueño que le retiró todas las utilidades, lo cual le impidió servir sus gigantescas deudas.



Sin embargo, en ese proceso también jugó un papel importantísimo el tema medioambiental.



Me dio mucho orgullo participar ayer, en conjunto con el concejo municipal de Puchuncaví -órgano encabezado por un alcalde del Partido Democratacristiano, pero ampliamente representativo de todos los sectores políticos-, en una sesión de la Comisión del Medio Ambiente de la Quinta Región. Y quiero decir que lo que allí ocurre constituye francamente una vergüenza. Uno puede llevar cualquier argumento, y los funcionarios -la mayoría de los integrantes de la COREMA- están obligados a votar tal cual se les indica. No tienen ninguna autonomía, no hay argumentación que pueda conmoverlos. Porque ellos se encuentran allí, simplemente, cumpliendo una función que es parte de su cargo, de su responsabilidad administrativa. 



Yo hice presente que en una zona cercana a este Parlamento, muy pequeña, de no más de 50 a 60 kilómetros cuadrados, entre Quillota y Puchuncaví-Ventanas (para que los señores Senadores sepan: entre un sector y otro no hay más de 30 kilómetros de distancia), se está concentrando la producción de alrededor de 3 mil megavatios, lo que significa cerca de un tercio de la capacidad total de generación del Sistema Interconectado Central.



Es cierto que muchas veces las comunidades tienen alegatos egoístas: no quieren que en su territorio se instale una cárcel, una central eléctrica, en fin. Se trata de necesidades de la gente, pero nadie desea asumir las consecuencias de las instalaciones respectivas.



Debo subrayar que este no es el caso. Cuando se está llegando, con las centrales Nehuenco y San Isidro, en Quillota; con la planta de GNL, en Quintero, y con Ventanas I, II, III y IV, a cerca de 3 mil megavatios, que representan -como acabo de expresar- casi un tercio del total del Sistema Interconectado Central, no podemos hablar de una localidad egoísta.



Yo fui a plantear este punto, a pedir que se reconsiderara la situación.



Sin duda, para una empresa resulta mucho más fácil ir a enchufar una lámpara ahí donde hay un interruptor ya puesto; eso es cierto. Pero no me parece -y así lo hice presente en la discusión de ayer- que todos estos proyectos, que son tan indispensables para el país, tengan que concentrarse en una localidad. La autoridad debiera ser capaz de velar por una distribución más equitativa de los costos que implica la instalación de centrales de aquella índole. 



Se dice que, con las nuevas tecnologías, el nivel de emisión se mantiene constante, porque la instalación de la nueva turbina incorpora procedimientos que permiten retirar contaminación de las anteriores.



Si eso es así, uno se pregunta por qué las empresas no lo hicieron antes, por qué tenían que esperar la instalación de una nueva turbina para hacer el cambio que les permitiera a esos habitantes, que llevan 50 años soportando los efectos de la contaminación, dejar de sufrirlos.



Yo no soy médico ni experto en la materia, pero hay bastante evidencia sobre la prevalencia dos a tres veces de distintos tipos de cáncer producto justamente de la situación descrita.



Entonces, quiero insistir en la urgencia de que demos una señal por la vía de este proyecto, que me parece positivo. Y creo que en unos pocos días podríamos mejorarlo en todo lo que esté a nuestro alcance, pero dejando claramente establecido que el fuerte déficit energético existente en el país no autoriza para que el Gobierno sea literalmente chantajeado por ese hecho, ni para que las autoridades medioambientales no tomen ninguna carta en este asunto y miren para el techo o para el lado.



Y eso es, por cierto, lo que explica el rompimiento -lo lamento- de todas las organizaciones ecologistas con la actual Administración, que, a mi entender, no ha sido capaz de sostener, ni siquiera en forma mínima, una política que apunte al desarrollo sustentable.



Señor Presidente, he querido poner estos antecedentes en conocimiento del Senado porque me parece muy injusto lo que está ocurriendo. Y pienso que cuanto tiene que ver con la actualización de la legislación medioambiental se ha vuelto extraordinariamente urgente, pues están pasando cosas, a título del déficit energético, por completo contraindicadas desde el punto de vista de un desarrollo mínimamente sustentable de las Regiones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, conforme a lo que hice en la Comisión de Medio Ambiente, voy a concurrir a la aprobación de este proyecto.



Empero, el curso del debate y las intervenciones de los señores Senadores que me antecedieron van poniendo de relieve la importancia de tratar el tema ambiental con la urgencia, la profundidad y -yo diría- el conjunto de antecedentes indispensables, incluidos los legales y reglamentarios.



Tengo la impresión de que la aprobación de esta iniciativa constituye una señal política para que nos aboquemos de una vez por todas al tratamiento de este asunto.



Y la pregunta que cabe hacer aquí es si debemos ir mejorando la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente a partir de pequeños avances graduales, parciales, segmentados, o si, por el contrario, hemos de abocarnos a un análisis más comprensivo y global de dicha normativa, de la institucionalidad ambiental, de los reglamentos respectivos.



Yo no tengo ninguna duda, señor Presidente, de que el camino correcto es el segundo.



El Senador señor Ominami señaló hace unos instantes un problema cuya solución reviste extraordinaria significación.



Lo que ha estado en juego aquí desde hace mucho rato es, por ejemplo, la independencia de los organismos que tienen que decidir sobre las calificaciones ambientales.



La interrogante que surge -y en alguna oportunidad yo mismo la he planteado en esta Sala- es si la creación de un Ministerio del Medio Ambiente va a contribuir o no a la independencia política que supuestamente se requiere para adoptar decisiones en dicho ámbito.



Alguien, a primera vista, podría decir que el actual sistema, con todas sus imperfecciones, por lo menos garantiza cierta autonomía. Pero hasta ahora no sabemos exactamente cómo se van a configurar, en el esquema del Ministerio del Medio Ambiente, los organismos que deben otorgar las autorizaciones ambientales.



Simplemente, estoy planteando una cuestión conceptual.



Me explico.



El gran reclamo actual emana de que las COREMA no disponen de autonomía política suficiente para tomar sus determinaciones. Huelga consultar, entonces: si encajamos esos entes al interior de un Ministerio del Medio Ambiente, ¿la situación va a mejorar o a empeorar?



Obviamente, tenemos que tratar de que mejore. La consulta es cómo lo vamos a hacer.



A primera vista, un observador podría pensar que, conceptualmente hablando, dejar dichas organizaciones bajo la tutela de un Ministerio perjudicaría en vez de beneficiar.




Entonces, aquí claramente hay un aspecto de gran envergadura que se encuentra pendiente y que debiéramos abordar con la rapidez del caso.



Existe de alguna forma un compromiso, que debiera empezar a sacarse adelante durante este semestre, vinculado tanto a la creación del Ministerio del Medio Ambiente propiamente tal, a la institucionalidad respectiva, como a una modificación integral de la Ley de Bases.



En consecuencia, me parece que, sin perjuicio de aprobar este proyecto y generar el impulso en esa dirección, en el caso presente se requiere una enmienda más bien orgánica que parcial.



De otro lado, señor Presidente, aunque coincido con el Senador señor Ominami en que este proyecto precisa ciertos perfeccionamientos legislativos que se pueden concretar en forma rápida y sin mayores dilaciones, debo señalar que aquí hay pendiente, aparte lo relativo a la participación ciudadana, un problema de falta de uniformidad en la manera de aplicar la legislación. 



Me explico.



En algunas partes, para determinados proyectos la autoridad exige estudios de impacto ambiental, y en otras, para los mismos proyectos, simplemente declaraciones de impacto ambiental.



Entonces, ¿cuando corresponde un estudio, con las mayores formalidades, y cuándo una declaración?



La ley establece criterios bastante amplios sobre esta materia; pero, a lo menos, uno podría esperar que la autoridad ambiental tuviera una interpretación uniforme sobre tales conceptos.



¡Cómo va a ser razonable, por ejemplo, que para un relleno sanitario en una Región exija estudio de impacto ambiental, y en la Región vecina, solo declaración de impacto ambiental!



Lo lógico sería que hubiera cierta uniformidad a ese respecto.



Por otra parte, considero muy importante encontrar equilibrio -y por eso pienso que hay espacio para el perfeccionamiento legislativo de esta iniciativa en particular- entre dos (por denominarlos de algún modo) principios.



¿Debemos incentivar la participación ciudadana en estas materias? Indudablemente que sí. Pero los mecanismos existentes a este respecto no son tan efectivos como todos quisiéramos.



Pero, al mismo tiempo, se ha de tener cuidado para que, en definitiva, dicha participación no se traduzca en entorpecimiento u obstaculización artificial ante determinados proyectos.



Y para eso está precisamente el equilibrio legislativo.



Hoy no parece razonable, por ejemplo, que un proyecto de evidente impacto ambiental se tramite vía declaración y, en último término, no haya espacio para la participación ciudadana.



Pienso que a ese respecto todos en esta Sala estaremos plenamente de acuerdo.



Pero también debemos cuidar de, a la hora de legislar en forma específica, no irnos al extremo opuesto y establecer que proyectos que objetivamente tienen bajo impacto ambiental sean artificialmente obstaculizados so pretexto de una participación ciudadana que todos queremos alentar.



En resumen, considero fundamental abordar de modo integral y de una vez por todas lo concerniente a la institucionalidad ambiental en Chile.



Tengo la impresión de que el camino de la modificación orgánica es más coherente, eficaz y potente que el que podríamos llamar “mejoramiento parcial”, y asimismo, de que a través de indicaciones podremos hallar el equilibrio adecuado entre incentivar la participación ciudadana y no generar una obstaculización artificial de los proyectos sobre la materia.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Antes de ofrecer la palabra al Honorable señor Girardi, hago presente que con la intervención de Su Señoría completaremos los 15 minutos que restan para el término del Orden del Día.



En consecuencia, quedarán inscritos para la próxima sesión en que se trate el proyecto los Senadores señores Núñez, Orpis y Horvath.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, quiero referirme el proyecto del Senador Horvath porque pienso que constituye un avance que posibilitará resolver situaciones que han sido dramáticas e injustas en cuanto a que existe un instrumento institucional -la declaración de impacto ambiental- que se usa como atajo para eludir el cumplimiento de requisitos.



Lo que señala el Senador señor Allamand constituye una situación permanente, no aleatoria: cada vez que una autoridad desea empujar más allá de lo que corresponde un proyecto que debiera cumplir con la exigencia de estudio de impacto ambiental, precisamente para no tener que desarrollar el conjunto de requisitos, y en particular el de la participación ciudadana, se lo somete a declaración de impacto ambiental.



Y existen numerosos casos como ese.



Entonces, me parece que la iniciativa en debate representa un avance en tal sentido.



Sin embargo, el problema de fondo no radica en si es más importante aprobar el proyecto vía declaración o vía estudio de impacto ambiental. Y tampoco estriba en la eventualidad de que tengamos una participación ciudadana abusiva.



Estoy de acuerdo en que debe existir equilibrio en la participación ciudadana, pues muchas veces ella puede ser fomentada en función de intereses que no son los de la ciudadanía, sino corporativos u otros.



Creo que el nudo del problema de la actual legislación ambiental (no podemos seguir siendo cómplices de él) y su principal instrumento, el sistema de evaluación de impacto ambiental, que es donde a mi entender debemos efectuar una profunda reforma -y estoy de acuerdo en hablar de “autoridad ambiental”, pero sin casarse con el carácter de ella: ministerio u otro ente-, se halla en la dimensión fraudulenta de aquel mecanismo cada vez que las decisiones técnicas no son vinculantes con las decisiones políticas.



Para mí, el factor corrector, el elemento de ecuanimidad que equilibraría por sí mismo la participación ciudadana con los proyectos, o con los distintos actores en juego, o con las diversas visiones existentes sobre la materia tiene que ver con la existencia de un instrumento imparcial. El vigente es absolutamente parcial. Y aquello pasa por la necesidad de que las decisiones técnicas sean vinculantes con las políticas. Es decir, un proyecto no se puede aprobar hasta que cumpla todos los requisitos técnicos.



Hoy, sobre las declaraciones o los estudios de impacto ambiental, los servicios especializados pueden hacer evaluaciones negativas y señalar que los proyectos pertinentes no cumplen los requisitos técnicos. Y es ahí donde entra a jugar este cuerpo colegiado, de decisión política, de seremis, intendentes y gobernadores, que, no obstante tener a la vista informes técnicos que establecen que tales proyectos no deben ser aprobados, los aprueban, desvirtuando absolutamente el sistema de evaluación de impacto ambiental.



En mi opinión, un proyecto debe ser aprobado cuando reúne los requisitos técnicos. Si los cumple, pasa a la segunda fase, donde puede aplicarse un criterio político, pero sobre un proyecto que ya pasó la etapa de las exigencias técnicas. Y en ese caso una comuna, una región, un país podrá decir: “Este proyecto, aun cuando cuenta con todos los requisitos técnicos, no puede ser aprobado porque, desde el punto de vista político, al país, a la región o a la comuna no le interesa”.



Pero lo que no se puede hacer es permitir que proyectos que no cumplen las exigencias técnicas sean aprobados. Aprobarlos equivaldría a que a una persona que deseara obtener licencia de conducir se la dieran, pese a no haber rendido satisfactoriamente el examen psicotécnico ni reunido los requisitos técnicos básicos, diciéndole: “Cumpla las exigencias en el futuro.



¡Eso es lo que se hace con el sistema de evaluación de impacto ambiental!



Por cierto, una persona que cumpliera todos los requisitos técnicos y rindiera las pruebas de rigor podría posteriormente estar impedida de conducir por razones de salud mental -por sufrir de epilepsia, por ejemplo- o por otros motivos. 



Entonces, en la materia que nos ocupa hay una profunda aberración, una gran alteración. Y ello implica que la gran mayoría de los estudios de impacto ambiental que no cumplen los requisitos técnicos y que Chile ha aprobado en el último tiempo podrían ser cuestionados internacionalmente porque a nivel mundial no resulta factible que un proyecto sea aceptado sin sujeción a normas técnicas.



Por lo tanto, se trata de sellos ambientales falsos, que yo llamaría “claramente fraudulentos”.



Ahora, ¿cuáles son las consecuencias de aquello?



Las estamos viendo.



Por ejemplo, hoy el país vive una crisis dramática en el ámbito de la salmonicultura justamente porque la gran mayoría de los proyectos fueron aprobados con estudios de impacto ambiental que no reunían los requisitos técnicos.



Dicha actividad está agonizando a raíz de fenómenos de contaminación medioambiental. Los productores han visto cómo, debido al deterioro ambiental, se ha dañado el crecimiento y la inmunidad de los salmones, generándose una mayor carga de enfermedades y un conjunto de virus endémicos.



¿Qué han tenido que hacer los productores de salmones, quienes desarrollan una actividad de punta, fundamental para el país? Trasladarse a otros ecosistemas. Así, hoy están poblando la Undécima Región, y algunos se están yendo a la Duodécima.



Si no enfrentamos el problema de fondo, vamos a liquidar un área esencial para Chile precisamente por haber tenido una visión permisiva, complaciente, que al final ha sido negativa incluso para la propia salmonicultura.



Creo que dicha industria estaría agradecida si en el momento oportuno se hubiesen tomado las medidas, formulado las observaciones y hecho las fiscalizaciones indispensables para que eso nunca hubiera pasado.



En mi opinión, producto de malas prácticas, hemos hipotecado una industria fundamental, de punta, absolutamente innovadora para Chile. O sea, precisamente por no habernos preocupado de los aspectos medioambientales, estamos viviendo la situación actual.



Y lo mismo va a suceder con la aplicación de antibióticos. Si continuamos haciendo vista gorda al respecto, sufriremos una sanción internacional muy fuerte debido a la aplicación inadecuada, anómala e indiscriminada de tales sustancias, e incluso de antibióticos de última generación, como el ciprofloxacino, que es de los que se usan en la lucha contra el ántrax. Cuando ello ocurra, todos vamos a ser resistentes a esa sustancia a raíz de su empleo sin discriminación en la salmonicultura.



Entonces, hay situaciones que nuestro país debe tratar y focalizar, en vez de esconderlas y dejar de hablar de ellas.



En el caso de CELCO-Valdivia, ¡cuánto querría esta empresa que el proyecto que se aprobó en forma ilegal, con todos los informes técnicos negativos y, además, en un santuario de la naturaleza, se pudiese empezar de nuevo! Estoy seguro de que haría las cosas de manera distinta. Porque los costos económicos y de imagen que ha debido pagar son brutales.



Y lo mismo está sucediendo con CELCO-Itata.



El hecho de tener una visión permisiva, hiperpolitizada y no técnica finalmente atenta contra la propia industria, que sufre las consecuencias de actuar haciendo vista gorda y sin tomar en cuenta ningún criterio medioambiental.



Lamentablemente, en la actualidad tenemos una autoridad ambiental que no es tal, que no existe. Hoy, el juego de los conflictos está entregado a una situación hiperpolitizada, donde ni la comunidad ni la industria salen gananciosas.



Por lo tanto, resulta fundamental efectuar una reforma profunda al sistema ambiental. Y estoy por tomar ese camino, por definir cuál es el mejor tipo de institucionalidad. No “compro” per se lo del Ministerio, porque un Ministerio del Medio Ambiente, con las mismas dificultades, con las mismas comisiones regionales del Medio Ambiente, significaría cambiar todo para que nada cambiara.



Aun cuando el proyecto representa un avance muy importante, señor Presidente, máxime si se le incorporan algunos aspectos nuevos mencionados por varios señores Senadores, todo va a quedar en palabras que se llevará el viento y el esfuerzo que se está haciendo no servirá de nada si no se resuelve la cuestión de fondo, que es la no vinculación de la decisión técnica con la decisión política. Así que le pido a esta Corporación que se aboque con seriedad y rigor al asunto, y al Ejecutivo, que se haga cargo del problema.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Por hallarse próximo a su término el tiempo destinado al Orden del Día, los Honorables señores Orpis y Núñez intervendrán en la sesión de mañana.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.
)------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, suscrito por los Honorables señores García, Ruiz-Esquide, Horvath, Larraín, Espina, Prokurica, Sabag, Allamand y Zaldívar, mediante el cual se propone solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue “suma” urgencia al proyecto que regula la instalación de antenas de emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, a la moción relativa a la prevención de la contaminación electromagnética y a la atinente a la obligación de informar sobre los niveles de radiación electromagnética que emiten los artefactos e instalaciones que señala (boletín Nº S 1058-12) (Véase en los Anexos documento 15).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. 
El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor HORVATH.- Pido que el proyecto de acuerdo sea enviado a la Comisión de Medio Ambiente, porque, justamente, se trata de la evaluación de impacto ambiental y de los efectos de la radiación electromagnética -ello no dice relación a telecomunicaciones-, considerándose las consecuencias que algunos aparatos de telecomunicaciones producen en la salud y el medio ambiente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entonces, si le parece a la Sala, el proyecto de acuerdo será enviado a la Comisión de Medio Ambiente.



Acordado.



Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes: 


Del señor COLOMA:



A la señora Directora de Servicio Nacional de Menores, solicitándole remitir ANTECEDENTES DE EMBARAZO DE MENOR EN CENTRO DE INTERNACIÓN PROVISORIA SAN MIGUEL, SÉPTIMA REGIÓN.


Del señor ESPINA:



Al señor Contralor General de la República y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndoles sendas investigaciones ante DENUNCIA DE COMITÉ DE VIVIENDA VILLA EL BOSQUE, COMUNA DE LAUTARO. 


Del señor FREI:


Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, pidiéndole INFORMACIÓN RESPECTO A PROGRAMA DE CAPACITACIÓN PRO-EMPLEO, VALDIVIA; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole opinión en cuanto a PROYECTO DE COMUNIDAD AUTOCONSTRUCCIÓN DE COMITÉ DE ALLEGADOS PADRE ALBERTO HURTADO, OSORNO; a la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitándole su parecer sobre IMPEDIMENTO PARA PROYECTO DE ELECTRIFICACIÓN RURAL EN CADILLAL ALTO, COMUNA DE CORRAL; al señor Subsecretario del Interior, pidiéndole una opinión respecto de PROYECTO “EXTENSIÓN DE RED DE ALCANTARILLADO DE AGUAS SERVIDAS DE LOTEO 53 VIVIENDAS POLLOICO”; al señor Subsecretario de Deportes, referente a INSTALACIÓN DE OFICINA DE CHILEDEPORTES EN OSORNO y a DESTINACIÓN DE RECURSOS PARA CAMPEONATO MUNDIAL DE FÚTBOL INFANTIL EN OSORNO, y al señor Comisionado Presidencial para Asuntos Indígenas, a fin de que manifieste su parecer sobre INSTALACIÓN DE OFICINA DE CONADI EN VALDIVIA.


Del señor GARCÍA:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, a fin de hacerle presente PREOCUPACIÓN POR DESIGNACIÓN DE EX FISCAL REGIONAL COMO INTENDENTE DE SÉPTIMA REGIÓN.


Del señor HORVATH:



A los señores Ministros del Interior y de Defensa Nacional, solicitándoles ANTECEDENTES TÉCNICOS DE REAPERTURA DE FIORDO AISÉN; a la señora Ministra de Salud, para que se disponga INCLUSIÓN DE SARCOMA DE PARTES BLANDAS EN PLAN AUGE; a la señora Ministra de Bienes Nacionales y al señor Subsecretario de Transportes, con el objeto de que contribuyan a materializar CONSTRUCCIÓN DE TERMINAL DE BUSES DE COIHAIQUE; al señor Subsecretario de Transportes, en cuanto a ACTIVIDAD COMO TAXIS DE VEHÍCULOS PRIVADOS EN COIHAIQUE; al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, a fin de que se informe sobre POSIBILIDAD DE SEÑAL DE TELEFONÍA CELULAR PARA LOCALIDADES DE AISÉN; al señor Director Nacional de Vialidad, para exponer MEJORAMIENTOS NECESARIOS EN CAMINO INTERNACIONAL PUERTO INGENIERO IBÁÑEZ-ENTRADA IBÁÑEZ-PASO PALAVICINI, AISÉN, y al señor Director Nacional de Obras Portuarias, con el objeto de que se proporcionen  TÉRMINOS DE REFERENCIA DE BARCAZA DE TRANSPORTE EN LAGO GENERAL CARRERA.
)----------------(



--En Incidentes, ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Socialista, Demócrata Cristiano, Mixto y Partido Unión Demócrata Independiente, ningún señor Senador interviene.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el turno del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, sé que quizás lo que voy a decir no es para plantearlo en una hora de Incidentes, pero no veo por qué razón -diversos colegas ya lo han hecho ver en otras oportunidades- se ha mantenido un sistema tan absurdo para el manejo de los micrófonos.



La verdad de las cosas es que el antiguo permitía, en mi opinión, un control adecuado de la sesión por parte de la Mesa. Sin embargo, fue reemplazado por otro que resulta verdaderamente absurdo, repito, en el que de pronto se corta el audio y es preciso volver atrás.



Entiendo muy bien el afán de innovación tecnológica, pero la idea es que la tecnología ayude y no entorpezca la función en que se aplica.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¡Si eso fuera lo único absurdo, habría que preocuparse, señor Senador…!

El señor ALLAMAND.- En todo caso, y sin que ello se considere un atentado contra la tecnología, espero que en algún minuto podamos abordar el asunto.


SITUACIÓN DE COMUNA DE SAN PABLO. OFICIOS

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, voy a referirme a la situación de la comuna de San Pablo, ubicada al norponiente de la provincia de Osorno.



Se trata de una comuna de aproximadamente 9 mil habitantes, aunque el censo del año 2002 arrojó una cifra superior a los 10 mil. Es decir, es una de las tantas con un crecimiento poblacional negativo. Además de lo anterior, es preciso señalar que exhibe un altísimo porcentaje de población bajo la línea de la pobreza. Y otro dato: el analfabetismo asciende allí a 8,1 por ciento, el doble del promedio nacional.



Dentro de la comuna se encuentra la localidad de Quilacahuín, un poblado ubicado en la confluencia de los ríos Bueno y Rahue, en un sector conocido como “La Junta”, registrándose una población, netamente rural, de alrededor de 3 mil 500 habitantes. Y allí se ha crecido y subsistido -hay que decirlo- gracias a la loable labor de la Fundación Misión Quilacahuín, organizada inicialmente por hermanos católicos holandeses y continuada en la actualidad por sacerdotes chilenos, en especial por el Padre Williams San Martín Bello.



La situación en ese poblado, señor Presidente, es realmente dramática y constituye, quizás, una de las mejores expresiones de lo que se ha dado en llamar “los dos Chiles” que conviven en nuestro territorio.



En el centro de Quilacahuín se hallan emplazados un hospital, un liceo forestal, una iglesia y dos cementerios, por lo que allí converge gran parte de esos 3 mil 500 habitantes, por motivos de salud, educación, comercio y actividades religiosas. Sin embargo, el sector no cuenta con los más mínimos recursos que permitan un traslado seguro, tanto por tierra como por los ríos que rodean el lugar.



Para llegar, muchos pobladores deben cruzar los ríos Rahue y Bueno en botes y otras embarcaciones menores, en condiciones de extrema inseguridad, lo que se agrava en los meses de invierno, cuando el rigor del clima produce anegamientos por el crecimiento de las aguas.



Así, y sin luz ni recursos que otorguen seguridad, los habitantes cruzan los ríos de la zona con abierto riesgo para sus propias vidas. En los últimos años, señor Presidente, se han producido más de 30 muertes por inmersión debido a embarcaciones que han naufragado sin posibilidad alguna de salvamento.



Consecuentemente con lo anterior, y con el fin de disminuir los riesgos y otorgar a la localidad de Quilacahuín la dignidad y el mejoramiento en calidad de vida que se merece, es urgente implementar un sistema de balseo o de pasarelas que permita cruzar dichos ríos en al menos tres puntos, por ser los de mayor aglomeración de población. Son sitios separados por un mínimo de 9 kilómetros, y en todos ellos el ancho de los ríos oscila entre 100 y 150 metros, por lo que se justifica plenamente la inversión.



Los puntos son;

1) El sector frente a Lololhue, sobre el río Rahue; 

2) El sector Llancacura, sobre el río Bueno, y

3) El sector Currimahuida, sobre el río Bueno, en conexión con Llancacura Bajo.



Pero lo anterior no es todo: la conectividad del sector denominado “La Junta” también se ve amenazada por la oscuridad de las vías, especialmente en los meses invernales. En efecto, el camino público que rodea el poblado de Quilacahuín no cuenta con iluminación de ningún tipo, lo que ocasiona grandes riesgos para los niños, jóvenes y adultos que a diario transitan por el lugar en dirección a la escuela, el hospital y otros destinos.


En concreto, personas que me contactaron han logrado identificar a lo menos nueve cruces peligrosos, donde es fundamental implementar algún tipo de alumbrado público: camino hacia Trinidad, por Lololhue, desde el puente La Misión; cruce de Trinidad hacia Cantiamo; cruce de Trinidad hacia Cofalmo; cruce de Trinidad hacia Currimahuida; cruce de Cantiamo con camino vecinal hacia la posta y la escuela; cruce de Cantiamo Alto con Quilquilco; cruce de Curaco con Huacahuencul; cruce de Huacahuencul con los Avellanos, y cruce Quillipulli, frente a la capilla católica.



En todos estos puntos resulta urgente encontrar una solución que permita a los habitantes transitar sin riesgos y a toda hora por los caminos rurales que rodean la localidad.



Por otro lado, la conectividad del lugar también se ve afectada por la muy mala recepción en la telefonía celular. Solo hay una señal, de la compañía ENTEL, que funciona en condiciones de alta precariedad.



A lo anterior se agrega la grave situación del agua en el sector. En rigor, ella no es apta para el consumo humano, incluido el uso en el hospital. En días recientes se detectó que su nivel de contaminación está muy por sobre lo permitido. En el hecho, en algunos casos contiene 46 partes por millón de coliformes fecales, cuando el límite permitido es apenas de 2 partes por millón.



Y, como si fuera poco, todas las muestras tomadas demostraron que el agua que circula por las cañerías no contiene cloro en las condiciones requeridas.



Por último, quiero decir un par de palabras con respecto a las falencias que pueden apreciarse en el hospital de Quilacahuín, las que se observan tanto con relación a su infraestructura como al equipamiento e insumos.



La verdad es que la crisis hospitalaria en el país llega a todos los rincones. Partamos por decir que el establecimiento no tiene un sitio apto para vacunatorio, ni habilitada una sala de procedimiento adecuada para realizar suturas y procedimientos menores.



Además, hace dos meses que no se dispone de un servicio de laboratorio clínico, el que fue trasladado al hospital de una comuna vecina. Ello implica que los profesionales solo pueden tomar muestras a sus pacientes dos veces a la semana.



También se observan carencias con respecto a radiografías, pues nunca se ha contado con un equipo de imagenología básica. Asimismo, el equipo de electrocardiograma está en reparaciones desde el verano, y existe una conexión precaria de Internet, absolutamente limitada.



Aparte de lo anterior, se carece de los fármacos mínimos para tratar las enfermedades prevalecientes en la población. Se han ido acabando los analgésicos, el oxígeno y los antibióticos, es decir, todo lo que uno pudiera considerar como elementos de una atención médica básica.



En consecuencia, señor Presidente, solicito que se envíen los siguientes oficios, incluido, además, el contenido de mi intervención:



-Al Intendente de la Región de Los Lagos y al Gobernador de la provincia de Osorno, para que tomen conocimiento de las situaciones expuestas y procedan a adoptar las medidas que correspondan;



-Al Ministerio de Obras Públicas, a fin de que conozca lo relativo a la poca conectividad que se vive en el sector de La Junta, y en particular, para que considere expresamente la petición de la comunidad de solucionar el problema del cruce de los ríos Bueno y Rahue, ya sea a través de un sistema de balseo o de construcción de pasarelas;



-Al Alcalde de San Pablo, a la Cooperativa Rural Eléctrica de Osorno (CREO) y a las empresas de servicios eléctricos TELECSA y SAESA, para poner en su conocimiento la imperiosa necesidad de la localidad de contar con iluminación eléctrica en los puntos más críticos;



-Al señor Subsecretario de Transportes, para que se imponga de la escasa capacidad de comunicación vía celular que afecta al sector y se puedan adoptar las medidas que terminen con la grave situación de conectividad;



-A la CONAMA y a los organismos pertinentes del Ministerio de Salud, en cuanto al grave estado de contaminación del agua potable del sector, a fin de que pueda solucionarse igualmente esa dificultad;



-Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, con el fin de que adopte las medidas correspondientes;



-Y, por último, al Ministerio de Salud y al Secretario Regonal Ministerial de Salud para que se hagan cargo de los severos problemas existentes en el hospital de Quilacahuín.



Pido que se adjunten a los oficios los planos que preparamos específicamente con la ubicación exacta de los distintos puntos en que deben emplazarse los sistemas de balseo o de pasarelas y los lugares en que es más crítica la falta de alumbrado eléctrico.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el tiempo correspondiente al Comité Independientes, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a diversas materias.


GASTO EN ARRIENDO PARA APARATO ESTATAL Y SEDES DIPLOMÁTICAS, Y EN ADQUISICIÓN DE EMBAJADAS. OFICIOS


Señor Presidente, pido oficiar a la totalidad de los ministerios, servicios públicos, subsecretarías, secretarías regionales ministeriales, intendencias, gobernaciones, a fin de reiterar mi solicitud de conocer cuánto está gastando el Fisco en arriendo de sedes para el funcionamiento del aparato estatal.



El año pasado, cuando discutimos el Presupuesto para 2008, el Ministro señor Andrés Velasco comprometió una evaluación sobre la adquisición de bienes raíces que permitieran dar formalidad, continuidad, institucionalidad al sector público, dado que, en muchos casos, el arriendo llega a superar en menos de cinco años el valor del inmueble. Y toda la inversión en mejoras se pierde una vez que este se entrega.



Asimismo, pido que se oficie también a los Ministerios de Hacienda y de Relaciones Exteriores, a objeto de que nos informen sobre la adquisición de sedes para embajadas de Chile en el mundo entero.



Hemos dicho que existen recursos suficientes y que, cuando se llevó a cabo tal proceso con las de Washington, París, México y muchas otras, ello se hizo en momentos económicos adecuados, tanto a nivel nacional como internacional. Fue un gran avance.



Al realizarse una somera revisión, en algunos casos se constata que, con arriendos de 10 mil, 15 mil dólares mensuales, es posible, en el plazo de diez años, mediante el sistema de leasing, adquirir la sede y tornarla más amigable para las necesidades del servicio exterior.



Este fue un compromiso del Ministro de Hacienda.



Solicito que el Ministerio de Relaciones Exteriores nos entregue un análisis pormenorizado de la situación de arriendos y adquisiciones de bienes de las embajadas de Chile en el mundo.



También quisiera que se proporcionara el mismo análisis con relación al Estado, a nivel nacional, respecto de cada una de esas operaciones.



Le pedimos al Gobierno que nos cuente cuánto está gastando por concepto de arriendos.


SITUACIÓN DE VIÑATEROS DE ITATA. OFICIOS


Señor Presidente, solicito al Ministerio de Agricultura un detallado informe en cuanto a la situación de los viñateros del valle de Itata. Son alrededor de 900 personas dedicadas a plantar uva.



Habiéndose efectuado diversos estudios sobre el particular, los cuales se encuentran en poder de INDAP, pido que ese organismo nos haga llegar todos aquellos tendientes a promover y mejorar dicho cultivo, que está en una situación muy crítica.



El año anterior, el precio fue escandaloso. La Viña Concha y Toro pagó 20 pesos por el kilogramo de uva, lo que, en verdad, se encuentra cinco veces por debajo del mínimo para hacer sustentable la actividad.



Solo por concepto de insumos, cabe consignar que el salitre importa 28 mil pesos el saco, y la urea, 30 mil pesos el saco.



Claramente, la posibilidad de que se continúe con estas labores se encuentra en riesgo.



En 2006 se produjeron 19 millones de litros de vino, a partir de 25 millones de kilos de uva. Si bien esa es una parte pequeña de la producción nacional, tal antecedente revela que se trata de un sector de enorme potencialidad respecto al uso de la uva.



Cuando se instaló Celulosa Itata, se afectó la llamada “denominación de origen”. Se dijo que era necesario reorientar la uva hacia otras acciones con mayor valor agregado, como los jugos, o como componente de un destino distinto.



De ese modo, las investigaciones desarrolladas debieran ser de carácter público, a fin de que se garantice, a través del Ministerio de Agricultura, un apoyo real y directo a quienes allí laboran. Veintisiete mil personas ganan el ingreso mínimo durante la vendimia.



Si bien se están llevando a cabo otras experiencias con olivos y paltos -con apoyo de CELCO, en este caso- en el valle del Itata, ello no es suficiente.



La vendimia dura hasta el 15 de mayo. Estamos impulsando la instauración del “Día del Vino Tradicional Chileno”, como una manera de brindar mayor cobertura a la actividad de la vendimia y de la elaboración de vinos.



Pido oficiar al Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), al Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), a la Seremía de Agricultura de la Octava Región y al Instituto de Investigaciones Agropecuarias (INIA) -que preside el ex Diputado señor Leopoldo Sánchez-, a fin de que nos hagan llegar toda la información disponible sobre transferencia tecnológica e inversiones desarrolladas en el rubro vitivinícola de la Región del Biobío, particularmente, cuántos de esos proyectos se ejecutan: el nombre, el monto, las perspectivas y, en especial, el apoyo brindado a los viñateros de la zona.
CAPACITACIÓN DE CONDUCTORES PARA SISTEMA LICITADO DEL GRAN CONCEPCIÓN. OFICIO


En otro orden de cosas, señor Presidente, debo señalar que una de las preocupaciones esenciales del empresariado del transporte público de la Octava Región es dotar a esa actividad de conductores calificados. Ello, porque, lamentablemente, muchos de estos deben trabajan entre diez y doce horas diarias, por la falta personal idóneo.



De las 34 líneas licitadas (en la actualidad rige el decreto supremo  N° 2.246), que prestan servicio en las comunas de Hualqui, Chiguayante, Concepción, San Pedro de la Paz, Hualpén, Talcahuano y Penco, todas presentan, en mayor o menor medida, falencias a la hora de evaluar el desempeño de los choferes y la oferta de estos en el mercado laboral. ¡No hay conductores suficientes!



A principios del año en curso y con el objeto de mejorar la calidad del servicio, se planteó al SENCE la posibilidad de realizar un curso de capacitación masivo, dado que los empresarios del transporte colectivo de Concepción garantizaron a la Presidenta Michelle Bachelet la creación de 500 empleos. Es decir, claramente este sector puede brindar 500 puestos de trabajo de manera inmediata. Para ello, resulta obligatorio, sí, capacitar a los conductores en cursos dictados por instituciones idóneas y profesionales. 



Ello aún sigue pendiente. 


Al respecto, se ha realizado un esbozo muy pequeño. Todavía existe un gran cupo. De acuerdo con los registros de que se dispone, sobre la base de los datos de la capacitación efectuada, hay aproximadamente 2 mil 500 conductores en el sistema, cantidad que es insuficiente si se tiene presente que en el Gran Concepción se requieren 3 mil choferes profesionales.


En consecuencia, se puede dar empleo directo a 500 conductores, pudiendo llegar a 700 si se consideran los turnos.



En esa realidad no se incluyen las comunas de Coronel, Lota y Tomé, pues aún no se encuentran licitadas ni regidas por el decreto señalado. 



Por lo tanto, pido oficiar al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE), con el propósito de que nos informe, de manera detallada, sobre los recursos que ha destinado a la capacitación de conductores con licencia A-3 y, en especial, respecto de la propuesta que presentamos, hace ya seis meses, a la Dirección de ese organismo.



Se puede iniciar un proyecto nuevo, con 300 ó 500 alumnos, a fin de contar con alrededor de igual número de choferes.



Ese dato nos fue proporcionado en forma directa por los empresarios del transporte colectivo, quienes buscan profesionalizar una tarea que es dura y que implica gran interrelación con la comunidad.



En el año 2007 se llevó a cabo un plan piloto de 60 becas otorgadas por el SENCE. Y estamos muy agradecidos por ello. Entonces dijimos -lo han reconocido estudiantes y conductores- que profesionales más capacitados y mejor pagados brindan un mejor trato al usuario.


Dicho plan fue parte de los compromisos contraídos para que, en muchos casos, los empresarios pudieran resignar el alza de las tarifas estudiantiles.



En el presente año se inició un plan de inducción directamente con las líneas de transporte público, para que hagan llegar postulantes a ese tipo de cursos. Hay una larga lista de jóvenes inscritos interesados en transformarse en conductores profesionales. Sin embargo, se encuentran con que las becas del SENCE son limitadas.


Señor Presidente, reitero mi petición de oficio al Servicio de Capacitación y Empleo, con el objeto de que nos informe acerca de los puntos indicados y, además, sobre cuántos recursos va a destinar a este tipo de capacitación. Recordemos que se trata de un compromiso presidencial. Mientras ello no se materialice, el déficit de choferes va a continuar.



No parece creíble que, pese a la gran cesantía que se registra en la Región del Biobío, no se entregue la capacitación indicada, cuyos beneficiarios tienen empleo asegurado.

CONTINUIDAD DE GIRO DE BELLAVISTA OVEJA TOMÉ. OFICIOS



Señor Presidente, la Gerencia de Normalización del BancoEstado informó a la Sociedad Textil del Pacífico que el financiamiento necesario para poner en funcionamiento la planta textil Bellavista Oveja Tomé enfrenta dificultades. Los más de 700 trabajadores que laboraban en ella se encuentran en espera del resultado de esa gestión. 


Una empresa hindú ha depositado 500 mil dólares en la cuenta abierta por el Síndico de Quiebras, quien el 6 de mayo decidirá si acepta la propuesta presentada por Textil del Pacífico o la de la firma hindú, que busca desarmar, desguazar la industria Bellavista Oveja Tomé. 



Los trabajadores han anunciado a quien los ha querido escuchar que van a impedir que ello ocurra y que ocuparán la fábrica si es necesario. Ello, porque más de cien años de tradición -en su momento esta empresa textil fue calificada como  la mejor de Sudamérica- no se pueden disolver de un rato para otro. Es posible ofrecer empleo allí. 


Confío en que las gestiones que hemos realizado junto con el Senador señor Sabag y con usted, señor Presidente, tengan éxito y en que la industria logre la continuidad de giro, no solo por el problema social que involucra, sino también por lo que yo he dicho: si cae Bellavista Oveja Tomé, una de las compañías de mayor inversión en desarrollo tecnológico y de gestión -ha enfrentado problemas con el dólar-, será muy difícil que nuevos empresarios se atrevan a instalarse en la Octava Región.


Se está en espera de la resolución pertinente. 


Hemos conversado con el Ministro de Hacienda sobre la materia.



Por lo tanto, solicito remitir un oficio a dicho Secretario de Estado para reiterarle la necesidad de evaluar este tipo de iniciativas, y otro a la Corporación de Fomento de la Producción con el objeto de que informe  respecto del apoyo que ha prestado al referido proyecto y a los demás planes de emprendimiento en la Región del Biobío, en especial, los que dan continuidad de giro a Bellavista Oveja Tomé; o sea, que esta industria no se desguace, sino que siga funcionando gracias a la compra de ella por parte de alguna empresa.
CREACIÓN DE BANCO GENÉTICO EN CHILE. OFICIOS



Señor Presidente, en otro ámbito, el pasado 11 de abril las agencias periodísticas del mundo difundieron una noticia que llamó poderosamente la atención. El titular decía: “Chile realizará un banco genético de sus habitantes”.



Más adelante, la nota señalaba que tanto la Subsecretaría de Salud como el Servicio Médico Legal “se encuentran tomando muestras de ADN del fluido bucal de mil hombres chilenos mayores de edad” en las quince Regiones; o sea, en el país completo.



A continuación se citaban declaraciones de la Subsecretaria de Salud, señora Jeannette Vega, quien expresaba que “el objetivo es crear un banco de datos genéticos de la población chilena”.



Según las agencias de noticias, esa toma de muestras “forma parte de la campaña ‘Chile construye su identidad contigo’”, agregando que este proyecto “tomará muestras genéticas de todas las etnias” del territorio nacional.



Por su parte, el Director del Servicio Médico Legal indicó que el objetivo de tal iniciativa es “crear un banco de datos genéticos que permita conocer el grado de mestizaje entre sus ciudadanos e identificar a detenidos desaparecidos”. Y añadió que “las muestras serán identificadas con un código de barras, que indicará solamente el lugar donde fueron tomadas”.



Finalmente, se ha comunicado que las muestras serán enviadas a un laboratorio en Estados Unidos y luego, destruidas.



Ese estudio se inició el miércoles 9 de abril pasado en Santiago, Iquique, Concepción, Temuco y Punta Arenas. Es decir, en esas ciudades andan investigadores tomando muestras de saliva a hombres mayores para formar un banco genético.



Señor Presidente, he querido abordar el tema hoy en la Sala, porque me preocupan los alcances y la seguridad existente de dicho banco genético.


Actualmente, como señaló la doctora María Isabel Manzur en su libro “Acceso a recursos genéticos. Chile en el contexto mundial”, en el planeta existen patentes sobre 161.195 genes humanos o secuencias de genes. Las mayores compañías propietarias de los patentamientos son Genset, con 36.083 patentes sobre secuencias de genes, e Incyte, con más de 50 mil genes humanos individuales. Es decir, los genes están pasando a la propiedad privada.



A partir de esa realidad, se han conocido casos como lo ocurrido con las células de la sangre de una mujer de la etnia guaymí, de Panamá, donde en 1993 se recibió el registro, por parte de la Oficina de Patentes de Estados Unidos, con la aprobación de derechos sobre esas células una vez que se descubrió que los integrantes de esa etnia poseían características únicas que los protegían contra la leucemia. A raíz de una reclamación que hizo el pueblo guaymí, que contó con fuerte apoyo internacional, el país del Norte revocó dicha patente.



Más tarde, en 1998, se tomaron muestras de sangre a 24 personas del pueblo hagahai, de Nueva Guinea, y se descubrió que también eran resistentes a un tipo de virus asociado a la leucemia. El Departamento de Salud de Estados Unidos patentó dichas líneas celulares. Sin embargo, también en este caso la patente debió ser revocada ante la protesta internacional que surgió a raíz de ese hecho.



Señor Presidente, nuestro país no ha estado al margen de las “bioprospecciones”. Ellas son realizadas, tanto sobre recursos genéticos como bioquímicos, por laboratorios, centros de estudios, universidades, farmoquímicas y empresas del área a lo largo del territorio.



Chile es una nación rica en material genético de alto potencial de uso. Sin embargo, este no está siendo debidamente valorado ni conservado. 


Resulta indispensable frenar la fuga de recursos genéticos producida tanto por la realización de actividades de bioprospección, como por la aprobación de derechos de propiedad intelectual sobre ese material.


Por lo expuesto, señor Presidente, solicito oficiar a los Ministerios de Salud y de Agricultura, y a la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el propósito de que nos informen si ya existen estudios de proyectos de ley que permitan avanzar en lo relativo a la protección o al patentamiento de los genes de nuestros recursos naturales.



Necesitamos ese antecedente especialmente ahora, cuando estamos a pocos días de una nueva reunión de los Estados Partes de la Convención sobre la Biodiversidad y, en particular, de un encuentro de los países que han ratificado el Protocolo de Bioseguridad, entre los cuales, lamentablemente, aún no está Chile.



Solicito que se oficie a la CONAMA y al Ministerio de Relaciones Exteriores para consultar acerca de los motivos por los cuales nuestro país no ha ratificado -esperamos que lo haga a la brevedad- el mencionado Protocolo. Interesa que nos informen si Chile va a concurrir con su voto favorable a la referida Convención, de lo cual estaríamos muy contestes y muy conformes.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:50.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

A  n  e  x  o  s
DOCUMENTOS
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA AUTORIZACIÓN DE PERMANENCIA EN HAITÍ, DE TROPAS Y MEDIOS NACIONALES

(S 1057-05)

DE
:
PRESIDENTA DE LA REPUBLICA 

A
:
SEÑOR PRESIDENTE DEL H. SENADO
1.
Como es de su conocimiento, el Gobierno de Chile ha definido una política de participación nacional en operaciones de paz, bajo el mandato de la Organización de Naciones Unidas.

2.
Mediante Resolución citada en 3) de los antecedentes, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), y 1743 (2007), hasta el 15 de octubre de 2008, con la intención de renovarlo nuevamente”.
3. 
Por Oficio citado en 4) de los antecedentes, el Honorable Senado de la República autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de junio de 2007.
4.
Como es de su conocimiento, la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable, se materializa a la fecha en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades haitianas, como de la Organización de Naciones Unidas.

5.
Por lo anterior, y considerando indispensable continuar con nuestra contribución nacional en Haití, se solicita al H. Senado prorrogar la autorización de la permanencia de tropas y medios en dicho país, por el plazo de un año.

6.-
Finalmente, se adjunta minuta con los antecedentes y fundamentos para la extensión de la presente Misión, conforme lo establecido en el Proyecto de ley para Operaciones de Paz.

7.
En uso de la facultad que me confiere el inciso segundo del número 5) del Artículo 53 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho del acuerdo que recabo.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 7° DE LA LEY N° 18.525, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE IMPORTACIÓN DE MERCANCÍAS AL PAÍS, EN MATERIA DE SALVAGUARDIAS

(5363-03)




Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 31, de 2005, del Ministerio de Hacienda:

1. Modifícase el inciso cuarto, del siguiente modo:

a) Reemplázase la expresión “un año” por “dos años”.


b) Elimínase la siguiente frase: “por un período que no exceda de un año, y por una sola vez,”.


c) Sustitúyese la oración ”La prórroga de la sobretasa deberá contemplar un calendario de desmantelamiento gradual, salvo circunstancias excepcionales debidamente calificadas por la Comisión.”, por la siguiente: ”El período total de vigencia de la medida, incluido el período de aplicación provisional, la medida inicial y su prórroga, no podrá exceder de tres años.”.

2. Intercálase a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así correlativamente:

“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso séptimo del artículo 9°, cuando la vigencia de una sobretasa sea superior a un año, incluido el período de aplicación provisional de la misma, la Comisión deberá analizar anualmente la medida en vigor, teniendo en consideración la situación de la rama de la producción afectada así como las normas establecidas en los tratados internacionales vigentes.”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIAN ALVAREZ ALVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados
3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE IMPORTACIÓN DE MERCANCÍAS AL PAÍS

(5343-01)




Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.-  Sustitúyese el artículo 10 de la ley N° 18.525, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado lo fija el decreto con fuerza de ley N° 31, de 2005, del Ministerio Hacienda, por el siguiente:

“Artículo 10.-  Establécense derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América por unidad arancelaria y rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero que podrán afectar la importación de azúcar y derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América por unidad arancelaria que afectarán a las importaciones de trigo y harina de trigo, en la forma prevista en este artículo.

En el caso de la importación de azúcar, el monto de tales derechos y rebajas será fijado en la forma establecida en este artículo por el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, doce veces por cada período anual comprendido entre el 1 de diciembre y el 30 de noviembre del año siguiente, en términos que, aplicados a los niveles de precios que alcance en los mercados internacionales, permitan dar estabilidad al mercado nacional.

Para la determinación de los derechos y rebajas a la importación de azúcar hasta el período anual que finaliza el año 2007, se considerarán los valores piso y techo utilizados en la elaboración del decreto exento del Ministerio de Hacienda Nº 268, publicado en el Diario Oficial con fecha 16 de mayo de 2002, expresados en términos FOB en dólares de los Estados Unidos de América por tonelada.  Deberán establecerse, por una parte, derechos específicos cuando el precio de referencia sea inferior al valor piso de 310 dólares, y, por la otra, rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero, cuando el precio de referencia sea superior al valor techo de 339 dólares.

Para la determinación de los derechos y rebajas a la importación de azúcar desde el período anual que finaliza el año 2008 y hasta el año 2014, los valores piso y techo establecidos en el inciso anterior, se ajustarán anualmente multiplicando los valores vigentes en el período anual anterior por el factor 0,980 hasta el año 2011 y por el factor 0,940 a partir del período anual que finaliza el año 2012.

Los derechos y rebajas aplicables a la importación de azúcar, corresponderán a la diferencia entre los valores piso o techo determinados en los incisos precedentes y un precio de referencia FOB, multiplicado por el factor uno (1) más el arancel ad valórem general vigente.  El precio de referencia FOB estará constituido por el promedio de los precios internacionales diarios del azúcar refinada y del azúcar cruda, registrados en los mercados de mayor relevancia durante un período de un mes calendario contado desde la fecha que para cada decreto fije el reglamento.

Los derechos y rebajas que se determinen para el azúcar refinada se aplicarán a las mercancías cuyas características cumplan con los requisitos de los grados 1 y 2 de la Norma Chilena Oficial NCh 1242 del Instituto Nacional de Normalización.  En el caso de las demás importaciones de azúcar refinada, al precio de referencia determinado de conformidad al inciso precedente, se le restará el monto correspondiente al 60% del valor de la prima de refinación vigente, la que corresponderá a la diferencia entre los precios de referencia calculados para el azúcar refinada y el azúcar cruda.

Los derechos y rebajas aplicables determinados para cada operación de importación de azúcar, serán los vigentes a la fecha del manifiesto de carga del vehículo que transporte las correspondientes mercancías.

El Presidente de la República, mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Agricultura, establecerá, en conformidad a lo señalado en este artículo, las épocas de dictación y los períodos de aplicación de derechos específicos y rebajas al arancel para el azúcar.  Asimismo, establecerá los mercados de mayor relevancia, los procedimientos y fechas para el cálculo de los precios de referencia y otros factores metodológicos que sean necesarios.

En el caso de la importación de trigo y harina de trigo, clasificadas en las posiciones arancelarias 1001.9000 y 1101.0000 respectivamente, establécese un derecho específico de 30 dólares de los Estados Unidos de América por tonelada para el trigo y de 47 dólares de los Estados Unidos por tonelada para la harina de trigo.

El año 2014 el Presidente de la República evaluará las modalidades y condiciones de aplicación de este artículo, considerando las circunstancias de los mercados internacionales, las necesidades de los sectores industriales, productivos y de los consumidores, así como las obligaciones comerciales de nuestro país vigentes a esa fecha.

Los derechos que resulten de la aplicación de este artículo, sumados al derecho ad valórem, no podrán sobrepasar el nivel del arancel tipo consolidado por Chile ante la Organización Mundial del Comercio, considerando cada operación de importación individualmente y teniendo como base de cálculo el valor CIF de las mercancías comprendidas en la respectiva operación.  Las rebajas establecidas que resulten de la aplicación de este artículo, en ningún caso podrán exceder a la suma que corresponda pagar por concepto de derecho ad valórem en la importación de las mercancías.  El Servicio Nacional de Aduanas deberá adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo señalado en este inciso.”.


Artículo 2°.-  El Presidente de la República sólo podrá otorgar, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el marco de la profundización de acuerdos comerciales, para las mercancías clasificadas en las posiciones arancelarias 1001.9000 y 1101.0000, el tratamiento señalado en el artículo 1° de la presente ley, o en su reemplazo, el establecimiento de un derecho de importación ad valorem único, determinado sobre el precio de importación FOB de las mercancías, conforme al cuadro siguiente:


Trigo (1001.9000)
	FOB (US$/TON)
	Derecho Ad Valorem

	< 102
	31,5%

	≥ 102 < 110
	27,0%

	≥ 110 < 115
	22,0%

	≥ 115 < 120
	17,0%

	≥ 120 < 126
	13,0%

	≥ 126 < 147
	6,0%

	≥ 147 < 158
	3,0%

	≥ 158
	0,0%



Harina de trigo (1101.0000)

	FOB (US$/TON)
	Derecho Ad Valorem

	< 159
	31,5%

	≥ 159 < 172
	27,0%

	≥ 172 < 179
	22,0%

	≥ 179 < 187
	17,0%

	≥ 187 < 197
	13,0%

	≥ 197 < 229
	6,0%

	≥ 229 < 246
	3,0%

	≥ 246
	0,0%



En caso de aplicarse el derecho de importación ad valorem establecido en el presente artículo, no se podrá establecer un arancel máximo aplicable a las importaciones de estas mercancías, para cada año calendario, que sea inferior al señalado en el cuadro siguiente:
	Año
	Arancel

	2008
	28,90 %

	2009
	26,30 %

	2010
	23,70 %

	2011
	21,00 %

	2012
	15.80 %

	2013
	10,50 %

	2014
	  5,30 %

	2015
	  0,00 %”



Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIAN ALVAREZ ALVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN SOBRE DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y SU PROTOCOLO FACULTATIVO

(5738-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.-
  Apruébanse la "Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad" y su Protocolo Facultativo, adoptados  el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, durante su 61° Periodo Ordinario de Sesiones, celebrada en Nueva York.".

****

Me permito hacer presente a V.E. que el proyecto de acuerdo fue aprobado con el voto favorable de 66 Diputados, de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIAN ALVAREZ ALVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados
5

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 52 DE LA LEY N° 18.962, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE ENSEÑANZA, Y CONSAGRA LOS TÍTULOS DE CONSTRUCTOR CIVIL E INGENIERO CONSTRUCTOR COMO TÍTULOS UNIVERSITARIOS

(2769-04)




Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Modifícase el inciso tercero del artículo 56 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio de Educación, que contiene el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, en los siguientes términos:
1) Sustitúyense en la letra p) la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a las palabras “Licenciado en comunicación Social”, por un punto y coma (;).
2) Sustitúyese en la letra q) el punto final (.) por un punto y coma (;).
3) Agréganse las siguientes letras r) y s):

“r) Título de constructor civil: licenciado en ciencias de la construcción, y

s) Título de ingeniero constructor: licenciado en ciencias de la ingeniería en construcción.”.
Artículo transitorio.- Los institutos profesionales que se encuentren impartiendo la enseñanza de la carrera de construcción civil, e ingeniería en construcción, sólo podrán otorgar el título respectivo, hasta un plazo máximo de cinco años contado desde la fecha de la publicación de esta ley.


Las instituciones a las que se refiere el inciso anterior, no podrán ingresar nuevos alumnos a la carrera de construcción civil o ingeniería en construcción, a contar de la fecha de publicación de esta ley.”.

***


Hago presente a V.E. que el número 3) del artículo único y el artículo transitorio del proyecto fueron aprobados en general y en particular con el voto a favor de 68 Diputados, en ambos casos, de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIAN ALVAREZ ALVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE SISTEMA DE COMPENSACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE INSTRUMENTOS FINANCIEROS

(5407-05)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Para efectos de lo dispuesto en la presente ley, se entenderá por:


1. Sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, en lo sucesivo “sistema”: el conjunto de actividades, acuerdos, participantes, normas, procedimientos y mecanismos que tengan por objeto compensar y liquidar órdenes de compensación.


2. Normas de funcionamiento: las normas que regulan la adhesión a cada sistema y la operación del mismo, dictadas por su administrador y aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, en conformidad a la presente ley.


3. Administrador: persona jurídica a cargo de la dirección y operación de un sistema, cuya constitución y operación se rige por la presente ley y por las normas del mismo.


4. Participantes: personas jurídicas autorizadas por ley o por la Superintendencia para ser miembros de un sistema.



5. Orden de compensación: instrucción comunicada a un sistema, de acuerdo a sus normas de funcionamiento, para la compensación de obligaciones emanadas de transacciones sobre instrumentos financieros.


6. Instrumentos Financieros: valores de conformidad a lo establecido en el artículo 3° de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores y, en general, cualquier título, derecho, acto, contrato, factura, producto o moneda extranjera, negociables en mercados nacionales o extranjeros. En todo caso, se excluye la moneda nacional.


7. Compensación: procedimiento efectuado de acuerdo a las normas de funcionamiento de un sistema, por el cual se determinan los saldos acreedores netos y deudores netos respecto de las órdenes de compensación aceptadas por dicho sistema dentro de un período determinado por éste.


8. Liquidación: procedimiento efectuado de acuerdo a las normas de funcionamiento de un sistema, por el cual se extinguen definitivamente los saldos acreedores y deudores netos resultantes de la compensación, a través de:


a) pagos en dinero efectuados mediante transferencias de fondos depositados en cuentas abiertas en el Banco Central de Chile o en empresas bancarias, y


b) transferencias de instrumentos financieros, cuando así lo requieran las transacciones que hubieren dado origen a las órdenes de compensación.


9. Procedimiento concursal: procedimiento judicial o administrativo incoado en virtud de una declaración de quiebra, liquidación forzosa o presentación de proposiciones de convenio judicial preventivo y, en general, cualquier procedimiento ejecutivo patrimonial de carácter universal y colectivo que regule la administración y, o liquidación de los bienes de un deudor insolvente, así como el pago a los acreedores, conforme a la prelación legal.


Las expresiones anteriores tendrán el significado que se les asigna en el presente artículo sea que se expresen en singular o en plural.


Artículo 2°.- Las disposiciones de la presente ley se aplicarán a los sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros y, asimismo, a sus administradores y participantes, a las garantías otorgadas por estos últimos y a las órdenes de compensación comunicadas de conformidad con las normas de funcionamiento de dichos sistemas. No obstante lo anterior, las cámaras compensadoras autorizadas por el Banco Central de Chile de conformidad con el número 8 del artículo 35 de la ley N° 18.840, quedarán excluidas de la aplicación de esta ley.


La compensación podrá efectuarse a través de procedimientos bilaterales o multilaterales, los cuales se sujetarán a las disposiciones de la presente ley y a las normas de funcionamiento del sistema respectivo.

La liquidación de los saldos acreedores y deudores netos de instrumentos financieros se perfeccionará mediante anotaciones en cuenta en el registro correspondiente en caso de valores emitidos desmaterializadamente, o bien de conformidad con las normas que resulten aplicables a los instrumentos financieros de que se trate.


Toda liquidación consistente en el pago de sumas de dinero deberá realizarse con el menor riesgo de crédito o liquidez posible, de conformidad con las normas de funcionamiento del sistema. Asimismo, toda liquidación de sumas de dinero que, de conformidad con las normas de funcionamiento del respectivo sistema, deba efectuarse a través de cualquier sistema de pagos regulado por el Banco Central de Chile, se sujetará a la correspondiente reglamentación dictada o que dicte dicho organismo en el ejercicio de sus potestades legales. Sin perjuicio de lo anterior, y con el exclusivo objeto de permitir que dichas liquidaciones se efectúen mediante transferencias de fondos entre cuentas mantenidas en el Banco Central de Chile, este organismo estará facultado para abrir una o más cuentas corrientes a las entidades de contrapartida central o cámaras de compensación de instrumentos financieros a que se refiere la presente ley, actuando de conformidad con los términos y condiciones establecidos por el artículo 55 de su ley orgánica constitucional. Lo anterior no implicará, en ningún caso, el otorgamiento de facilidades de financiamiento o refinanciamiento, ni la garantía del Banco Central de Chile, respecto de las obligaciones a liquidar.


Corresponderá a la Superintendencia velar por el cumplimiento de esta ley y de las normas que la complementen, y fiscalizar a los administradores, para lo cual se estará a las normas de la presente ley y a lo previsto en el decreto ley Nº 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.

TÍTULO II

DE LOS ADMINISTRADORES Y PARTICIPANTES

Capítulo I

Normas Generales sobre los Administradores


Artículo 3°.- Los administradores tendrán como giro  exclusivo la dirección y operación de sistemas y podrán desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia por norma de carácter general.


Sólo podrán ejercer las funciones de administrador las entidades de contrapartida central y las cámaras de compensación de instrumentos financieros constituidas de conformidad a las normas de la presente ley.


Artículo 4°.- El administrador de un sistema podrá hacerse cargo de la dirección y operación de otros sistemas, debiendo en todo caso observar las instrucciones que imparta la Superintendencia con la finalidad de propender a la mejor gestión de riesgos y a la eficiencia de los sistemas respectivos.


Artículo 5°.- Los administradores se constituirán como sociedades anónimas especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 126 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, y se regirán por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas en lo que no fuere contrario a la presente ley.


Las solicitudes de autorización de existencia de los administradores deberán acompañar los siguientes antecedentes:


1. Copia autorizada de su escritura de constitución.


2. Copia de los antecedentes que den cuenta del capital pagado mínimo.


3. Plan general de funcionamiento, describiendo los elementos operacionales del sistema o sistemas a administrar.


4. Modelo de contrato de adhesión al sistema que pretenda celebrar con sus participantes.


5. Un estudio tarifario de conformidad con lo señalado en el inciso siguiente.


6. Los demás que determine la Superintendencia a través de normas de carácter general.


Para pronunciarse sobre la autorización de existencia de un administrador, la Superintendencia dispondrá del plazo de 90 días hábiles bancarios contado desde la fecha de la presentación de los documentos señalados. Dicho plazo se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite. Vencido el plazo de 90 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


Artículo 6°.- Una vez obtenida la autorización de existencia a que se refiere el artículo anterior, el administrador deberá contar con normas de funcionamiento para cada sistema, que establezcan los resguardos necesarios para que la compensación y liquidación se efectúen oportunamente. Tales normas serán aprobadas por la Superintendencia de conformidad a lo establecido en los incisos siguientes y deberán regular, a lo menos, las siguientes materias:


1. Los requisitos que deberán cumplir los participantes del sistema, los que deberán ser de carácter general, objetivo y no discriminatorio, no pudiendo establecer diferencias en el tratamiento de los participantes según sean o no accionistas del administrador.


2. Los medios y sistemas de comunicación que permitan la interconexión del sistema con sus participantes, con el sistema de pagos y en general con cualquier persona, natural o jurídica, nacional o extranjera, a fin de hacer expedita y segura la ejecución de las órdenes de compensación.


3. Los instrumentos financieros que podrán ser objeto de compensación en el sistema.


4. El momento, requisitos y condiciones conforme a los cuales se comunicarán y se entenderán aceptadas las órdenes de compensación ingresadas al sistema. Dicha aceptación no podrá tener lugar después de la fecha de la transacción.


5. Los plazos y procedimientos a través de los cuales se llevará a cabo la compensación por parte del sistema y la posterior liquidación.


6. La política de gestión de riesgos operacionales, financieros o de cualquier tipo.


7. Los procedimientos necesarios para asegurar que la liquidación final de los resultados netos de cada ciclo de compensación pueda llevarse a cabo de forma oportuna.


8. Las garantías que deberán ser proporcionadas por los participantes, las que serán fácilmente liquidables; así como la forma y casos en que se procederá a la asignación y realización de dichas garantías.


Las garantías referidas en los artículos 28 a 35 siguientes, más los fondos de reserva definidos en el artículo 11, deben ser los adecuados para mitigar los riesgos del sistema. El reglamento de esta ley establecerá normas mínimas sobre los bienes susceptibles de ser otorgados en garantía y su valorización.


9. Las medidas que se adoptarán en caso de incumplimiento de las obligaciones por parte de los participantes, incluyendo las sanciones que serán aplicadas en caso de infracción de las normas de funcionamiento y el procedimiento para aplicarlas.


10. La organización y funcionamiento de los comités señalados en el artículo 7°.


11. La forma en que se resguardará la continuidad operacional del sistema.


12. Las demás que establece la presente ley o que determine la Superintendencia a través de normas de carácter general.


Artículo 7°.- Las normas de funcionamiento deberán contemplar, a lo menos, la organización y funcionamiento de los siguientes comités:


1. Un comité de auditoría, encargado de supervisar el cumplimiento de las normas de funcionamiento en sus aspectos operativos;


2. Un comité disciplinario, encargado de proponer o aplicar las sanciones por las infracciones a las normas de funcionamiento, el que estará integrado por personas que ofrezcan garantía de imparcialidad;


3. Un comité de riesgos, encargado de evaluar y proponer mejoras a las políticas de gestión y control de riesgos del sistema. Este comité estará integrado mayoritariamente por representantes designados por los participantes, sean o no accionistas del mismo. El derecho de los participantes a elegir a sus representantes se otorgará según los riesgos en que aquéllos incurran por la liquidación en el sistema. El procedimiento de elección se determinará en las normas de funcionamiento.


Los comités estarán integrados por un mínimo de 3 miembros cada uno y presentarán sus propuestas, evaluaciones e informes al directorio. Las normas de funcionamiento contemplarán los requisitos de independencia, idoneidad y experiencia profesional que deberán cumplir los miembros de cada comité, además de precisar su número y si serán o no directores.


El directorio del administrador determinará un presupuesto de gastos de funcionamiento de los comités, que será aprobado por la junta ordinaria de accionistas del administrador. Los comités podrán requerir la contratación de asesorías de profesionales externos para el desarrollo de sus labores, conforme al referido presupuesto.


Artículo 8°.- La política de gestión de riesgos de cada sistema será establecida por el directorio del administrador, considerando la propuesta del comité de riesgos señalado en el artículo anterior, la que será pública. El directorio deberá enviar al comité de riesgos respuesta escrita a la propuesta de éste.

Artículo 9°.- La Superintendencia aprobará las normas de funcionamiento y sus modificaciones, en forma previa a su entrada en vigencia. Para efectos de lo anterior, la Superintendencia consultará al Banco Central de Chile y a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, quienes podrán informar respecto de los efectos que las normas de funcionamiento puedan producir para el normal funcionamiento de los pagos internos y externos o la estabilidad del sistema financiero, o para la estabilidad y solvencia de los bancos e instituciones financieras, respectivamente, conforme al plazo que para este efecto determine la Superintendencia, el cual no podrá ser inferior a 30 días hábiles bancarios.


Para pronunciarse sobre las normas de funcionamiento, la Superintendencia dispondrá del plazo de 90 días hábiles bancarios contado desde la fecha de la presentación de los documentos señalados. Dicho plazo se suspenderá si la Superintendencia solicita información adicional, realiza observaciones o instruye alguna modificación por no ajustarse a las disposiciones legales o administrativas aplicables, reanudándose el transcurso del plazo cuando se haya cumplido dicho trámite. Vencido el plazo de 90 días anterior sin que la Superintendencia hubiere rechazado la solicitud presentada, y subsanados los defectos o atendidas las observaciones formuladas, en su caso, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


Artículo 10.- Obtenida la autorización de existencia y la aprobación de las normas de funcionamiento a que se refieren los artículos anteriores, la Superintendencia comprobará si el administrador se encuentra preparado para iniciar sus actividades y, especialmente, si cuenta con las instalaciones, los recursos profesionales y tecnológicos, y con los procedimientos y controles necesarios para emprender adecuadamente sus funciones.


La Superintendencia deberá pronunciarse respecto de la solicitud de que trata este artículo, en la forma y dentro del plazo de 90 días establecido en el artículo 9° de la presente ley, procediendo, en iguales términos y condiciones, lo señalado en relación con el Banco Central de Chile y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Cumplidos los requisitos señalados en el inciso anterior, la Superintendencia, dentro de un plazo de 30 días, concederá la autorización de funcionamiento y podrá fijar un plazo no superior a 180 días para que el administrador inicie sus actividades, lo que lo habilitará para dar comienzo a sus operaciones y le conferirá las facultades e impondrá las obligaciones establecidas en esta ley.


Artículo 11.- Los administradores deberán cumplir con las siguientes normas especiales:


1. Contabilizarán las operaciones relativas a su patrimonio separadamente de las que efectúen con los patrimonios de los sistemas que administren, en la forma que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.


2. Los estatutos sociales determinarán libremente la forma en que se distribuirán los dividendos, aplicándose en su silencio las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas.


3. Su directorio estará integrado por un número mínimo de nueve miembros.


4. Sin perjuicio de las inhabilidades e incapacidades generales, no podrán ser directores de un administrador los gerentes o ejecutivos principales de sociedades que sean accionistas de la entidad o de sus personas relacionadas; de bolsas de valores, de bolsas de productos, de agentes de valores o corredores de bolsas de productos o de valores, de empresas de depósito de valores, o de otros administradores.


5. Deberán mantener las normas de funcionamiento actualizadas y en conformidad con la normativa vigente. Asimismo, mediante resolución fundada, la Superintendencia podrá instruir la modificación de las normas de funcionamiento.


6. Deberán constituir, por cada sistema que administren, fondos de reserva para responder frente a los participantes del o los sistemas por el correcto y cabal cumplimiento de sus obligaciones. El reglamento de esta ley determinará la forma de constitución y los montos de los fondos de reserva en relación con los riesgos asumidos por los administradores, los que como máximo equivaldrán al mayor saldo deudor neto de los participantes del sistema.


7. Deberán cumplir, y hacer cumplir a los participantes del sistema, la presente ley y las demás disposiciones que sean dictadas conforme a ésta, así como las normas de funcionamiento respectivas.


8. Informarán a la Superintendencia, en la forma y plazo que ésta determine mediante norma de carácter general, de cualquier incumplimiento de las disposiciones señaladas en el número anterior o de cualquier situación anómala que se produzca en las operaciones de las cámaras.


9. Responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a los participantes por incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones.

Capítulo II

De las Entidades de Contraparte Central

§ 2. 1. De su definición, objeto y constitución


Artículo 12.- Las entidades de contraparte central, en adelante las contrapartes centrales, tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas, efectuar la compensación como contraparte central de las órdenes de compensación aceptadas por un sistema y la liquidación de dichas órdenes y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia por norma de carácter general.


Una vez producida la aceptación de las órdenes de compensación de conformidad a las normas de funcionamiento de un sistema, las contrapartes centrales se constituirán irrevocablemente en acreedoras y deudoras de los derechos y obligaciones que deriven de tales órdenes, tanto frente a terceros como respecto de las partes de las transacciones que las hubieren originado, quienes a partir de ese momento dejarán de estar jurídicamente vinculadas entre sí. Lo anterior no regirá para los efectos de la aplicación de los impuestos que graven las transacciones respectivas y las obligaciones tributarias de las partes, sin perjuicio de que la entidad deba informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, las transacciones en que intervenga en calidad de entidad de contraparte central.


Artículo 13.- Para el desarrollo de su objeto, las contrapartes centrales podrán realizar las siguientes actividades:


1. Administrar sistemas de acuerdo a las normas de funcionamiento.


2. Requerir, recibir, administrar y realizar garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes, de conformidad a esta ley y a las normas de funcionamiento del sistema.


3. Efectuar la liquidación de los saldos netos resultantes de la compensación en la forma establecida en las normas de funcionamiento y en el contrato de adhesión al sistema.


4. Efectuar aquellas operaciones de compraventa de instrumentos financieros, de préstamo de valores y de financiamiento, que sean necesarias para el cumplimiento de sus funciones.


5. Certificar los actos que realicen en el ejercicio de sus funciones, el incumplimiento de las obligaciones resultantes de la compensación efectuada por el sistema que administren, y los demás hechos, actos o contratos que se realicen en el cumplimiento de esta ley y las normas de funcionamiento del sistema.


6. Establecer acuerdos con otras entidades nacionales o extranjeras, así como con otro tipo de administradores de sistemas, o adquirir participación en la propiedad de ellos. La Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, criterios que deberán cumplir los mencionados acuerdos o las contrapartes de los mismos.


7. Las demás que autorice la Superintendencia a través de normas de carácter general.


Los apoderados de los administradores que den certificaciones falsas sufrirán las penas establecidas en el artículo 59 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.


Artículo 14.- Las contrapartes centrales estarán sujetas a las siguientes reglas especiales:


1. En su nombre deberán incluir la expresión “Contraparte Central”. Se reserva el uso de la expresión “Contraparte Central” a aquellas sociedades constituidas de conformidad a las normas del presente Capítulo.


2. Deberán tener como objeto exclusivo el señalado en el artículo precedente.


3. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 150.000 unidades de fomento, y mantener permanentemente un patrimonio mínimo no inferior al monto mencionado, el que se incrementará en razón del volumen y la naturaleza de las operaciones de la contraparte central y los riesgos involucrados en éstas, de conformidad a las normas de carácter general que establezca la Superintendencia. Asimismo, la Superintendencia establecerá la forma de determinación del patrimonio correspondiente.


4. Deberán contemplar la existencia de uno o más fondos de garantía de los referidos en el Título IV de la presente ley.


Artículo 15.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6° de esta ley, las normas de funcionamiento de las contrapartes centrales podrán establecer los casos en los cuales la contraparte central podrá determinar unilateralmente el cese de sus operaciones como tal respecto de ciertos participantes, y la forma de notificar dicha decisión a los demás participantes.


La decisión adoptada de conformidad a lo establecido en el inciso anterior deberá ser comunicada en forma inmediata a la Superintendencia, además de informarse en carácter de hecho esencial. A partir de ese momento se entenderá que son actualmente exigibles todas las obligaciones recíprocas de plazo pendiente entre la contraparte central y el participante afectado por dicha decisión.

§ 2. 2. De su regularización


Artículo 16.- Si durante su existencia el patrimonio de la contraparte central se redujere a cifras inferiores al mínimo señalado en el número 3 del artículo 14 precedente, el Gerente General de la entidad, o quien haga sus veces, deberá informar a la Superintendencia tan pronto como tenga conocimiento de este hecho. Dentro de los 2 días hábiles siguientes de efectuada tal comunicación, deberá acompañar un informe de las razones que dieron lugar a la situación descrita y de las medidas dispuestas para subsanar el déficit producido en un plazo no superior a 20 días hábiles contado desde el día en que se tuvo o debió tener conocimiento de éstos.


Transcurrido el plazo establecido en el inciso anterior sin que se hubiere regularizado el déficit patrimonial, el directorio de la sociedad deberá convocar en única citación a una junta extraordinaria de accionistas para aprobar el aumento de capital necesario para cumplir el requerimiento legal. La junta, que deberá celebrarse dentro de los 50 días hábiles de producido el déficit, se constituirá con las acciones que se encuentren presentes o representadas, cualquiera sea su número, y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de las acciones presentes o representadas con derecho a voto. En caso de aprobarse el aumento de capital, éste deberá enterarse en dinero efectivo y en un plazo no superior a 20 días hábiles contado desde la fecha del acuerdo.


Artículo 17.- A partir del momento en que tome conocimiento del déficit patrimonial en que hubiere incurrido una contraparte central, la Superintendencia podrá ordenar, mediante resolución fundada, que aquélla no actúe en calidad de contraparte central sino como cámara de compensación de instrumentos financieros.


La resolución que al efecto dicte la Superintendencia será comunicada a todos los participantes del sistema respectivo a través de los medios que al efecto establezcan las normas de funcionamiento.


Mientras dicha resolución se mantenga vigente, para el desarrollo de su giro la contraparte central deberá utilizar la expresión “Contraparte Central en Regularización”.


Artículo 18.- Vencidos los plazos establecidos en los artículos anteriores sin que se haya subsanado el déficit patrimonial, la Superintendencia podrá disponer que la contraparte central continúe operando en calidad de cámara de compensación de instrumentos financieros por un plazo no superior a un año.


Durante dicho período, la administración de la contraparte central será realizada por el Superintendente o por la o las personas que éste determine.


Artículo 19.- En caso que la Superintendencia no otorgue la autorización establecida en el artículo anterior, o una vez vencido el plazo otorgado, ésta decretará la revocación de la autorización de existencia de la contraparte central y se procederá a su liquidación de acuerdo a lo establecido en el Título V de esta ley.

Capítulo III

De las Cámaras de Compensación de Instrumentos Financieros


Artículo 20.- Las cámaras de compensación de instrumentos financieros, en adelante las cámaras de compensación, tendrán como objeto exclusivo administrar sistemas que efectúen la compensación de órdenes de compensación sin constituirse en contraparte central de las mismas, y desarrollar las demás actividades complementarias que autorice esta ley o la Superintendencia mediante norma de carácter general.


A las cámaras de compensación les serán aplicables las normas establecidas en esta ley para las  contrapartes centrales, salvo por lo siguiente:


1. En su nombre deberán incluir la expresión “Cámara de Compensación de Instrumentos Financieros”. Se reserva el uso de la expresión “Cámara de Compensación de Instrumentos Financieros” a aquellas sociedades constituidas de conformidad a las normas del presente Capítulo.

2. Deberán constituirse con un capital pagado mínimo equivalente a 100.000 unidades de fomento, y mantener permanentemente un patrimonio mínimo no inferior al monto mencionado, determinado de conformidad a las normas que establezca la Superintendencia al efecto.


3. Las normas de funcionamiento del sistema que administren podrán contemplar la existencia de los fondos de garantía referidos en el Título IV de la presente ley.


4. Si las normas de funcionamiento del sistema así lo establecieran, podrán gestionar la liquidación de los saldos netos derivados de la compensación de órdenes de compensación. En tal caso, podrán presentar una solicitud para liquidar en las empresas de depósito de valores, o ante el Banco Central de Chile de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2° de esta ley, según corresponda.


5. Sólo en caso que las normas de funcionamiento contemplen que la cámara de compensación gestionará la liquidación de conformidad a lo establecido en el número 4 anterior, podrán certificar el cumplimiento o incumplimiento de la liquidación.

Capítulo IV

De los Participantes


Artículo 21.- Podrán ser participantes de un sistema los agentes de valores, los corredores de bolsas de valores, los corredores de bolsas de productos, los bancos y las demás personas o entidades que autorice la Superintendencia a través de normas de carácter general.


Adicionalmente, para poder ser participantes, las entidades anteriormente citadas deberán cumplir los requisitos o estándares mínimos patrimoniales, financieros, tecnológicos o de recursos humanos que se establezcan mediante norma de carácter general adoptada conjuntamente por la Superintendencia y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en relación a los volúmenes transados y a los riesgos que asuman en el sistema.


Artículo 22.- Los participantes presentarán las órdenes de compensación al sistema a nombre propio, aun cuando éstas sean por cuenta ajena.


Artículo 23.- Las obligaciones que contraiga una empresa bancaria, en su calidad de participante de un sistema, se considerarán como obligaciones a plazo para efectos de lo dispuesto en los artículos 65, 123 y 132 de la Ley General de Bancos.


Artículo 24.- Los participantes de todo sistema quedarán sujetos a las normas de funcionamiento del mismo, así como, a las disposiciones de la presente ley y sus normas complementarias.

TÍTULO III

DEL PRINCIPIO DE FIRMEZA


Artículo 25.- El ingreso de una orden de compensación a un sistema implicará su sujeción a las normas de funcionamiento del mismo, a las normas de la presente ley y a las instrucciones de carácter general que al efecto imparta la Superintendencia.


A partir del momento en que sean aceptadas por un sistema de acuerdo a sus normas de funcionamiento, las órdenes de compensación ingresadas a dicho sistema serán irrevocables, y no podrán ser dejadas sin efecto o modificadas por las partes de las transacciones que las hubieren originado.


Asimismo, una vez aceptada una orden de compensación, tanto la mencionada orden como su compensación y las obligaciones a que ésta diere lugar serán firmes, esto es, legalmente exigibles y oponibles frente a terceros, y no podrán ser declaradas nulas, inoponibles o ineficaces, impugnadas, suspendidas o dejadas sin efecto a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa,  pudiendo los acreedores del participante afectado ejercer sus derechos sobre el resultado de la liquidación.


En todo caso, lo establecido en el inciso anterior debe entenderse sin perjuicio de las indemnizaciones a que pudiere haber lugar y que se originaren en cualquier hecho, omisión, acto o contrato contrario a la ley o a derechos de terceros.


Artículo 26.- Las resoluciones judiciales, arbitrales o actos administrativos que tengan por finalidad o efecto declarar el desasimiento, nulidad, inoponibilidad o ineficacia, o imponer cualquier tipo de embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio respecto de las órdenes de compensación o de los bienes a los cuales éstas se refieren, deberán ser notificadas personalmente al representante legal del administrador del sistema respectivo, y sólo podrán producir los efectos correspondientes sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, sobre las órdenes de compensación ingresadas a partir del día hábil siguiente a la fecha en que tales resoluciones hubieren sido notificadas de conformidad a lo anterior.


Una vez efectuada la notificación a que se refiere el inciso anterior, el sistema quedará impedido de aceptar cualquier orden de compensación impartida por el participante afectado por dicha notificación así como cualquier constitución, modificación o retiro de garantías por el mismo. El administrador será responsable civilmente de los perjuicios causados a terceros por el incumplimiento de lo establecido en este inciso, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales que pudieren caberle al respecto.


El administrador deberá informar inmediatamente a los participantes del sistema, acerca de las notificaciones que reciba de conformidad a lo señalado en el presente artículo, a través de los medios previstos al efecto en las normas de funcionamiento.  Asimismo, y dentro del mismo plazo, deberá informar de ello a la Superintendencia, por los medios que ésta determine a través de norma de carácter general.

TÍTULO IV

DE LAS GARANTIAS Y LOS FONDOS DE GARANTÍA

Capítulo I

De las garantías


Artículo 27.- Los administradores deberán requerir garantías a los participantes para asegurar el cumplimiento de las obligaciones que éstos asuman o que deriven del ingreso de órdenes de compensación al sistema, de conformidad a esta ley y a las normas de funcionamiento del sistema que administren.


Las garantías se constituirán mediante contratos de prenda, de venta de instrumentos financieros con pacto de retrocompra, la que en ningún caso podrá ser considerada como una prenda, o a través de los demás actos o contratos establecidos en las normas de funcionamiento.


La constitución, alzamiento o modificación de dichas garantías podrá efectuarse de conformidad con el artículo 14 de la ley N° 18.876, que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y  custodia de valores. Las prendas sobre valores depositados en empresas de depósito de valores regidas por la citada ley, se entenderán irrevocablemente constituidas con el solo mérito de las comunicaciones electrónicas que al efecto el administrador del sistema realice por cuenta de los participantes respectivos, a la empresa de depósito de valores correspondiente. Las empresas de depósito de valores no tendrán responsabilidad por las anotaciones de garantía que realizaren en virtud de lo dispuesto en este inciso, las cuales sólo podrán ser alzadas por el propio administrador del sistema o por resolución judicial ejecutoriada.


Artículo 28.- Los actos o contratos en virtud de los cuales se constituyan, acepten, modifiquen o sustituyan garantías para asegurar el cumplimiento de las órdenes de compensación aceptadas por un sistema, de los saldos deudores netos resultantes de la compensación, así como de otras obligaciones previstas por las normas de funcionamiento del sistema para asegurar el cumplimiento de las órdenes de compensación aceptadas, serán irrevocables desde el momento en que así lo determinen las normas de funcionamiento de dicho sistema, y, a partir de entonces, no podrán ser declarados nulos, inoponibles o ineficaces, resciliados, revertidos, modificados, resueltos, impugnados, suspendidos o dejados sin efecto a consecuencia de un procedimiento concursal o por cualquier otra causa.


Los bienes que hayan sido dados en garantía para asegurar el cumplimiento de las obligaciones referidas en el inciso anterior constituirán un patrimonio de afectación exclusiva para tales fines, y no serán susceptibles de reivindicación, embargo, medida prejudicial o precautoria u otras limitaciones al dominio por causa alguna ni podrán estar sujetos a otros gravámenes o prohibiciones que los establecidos por las normas de funcionamiento del sistema.


Artículo 29.- El administrador del sistema deberá llevar un registro de los actos o contratos referentes a las garantías y a los bienes otorgados en garantía en la forma establecida en las normas de funcionamiento.


Para efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, todo certificado emitido al efecto por el administrador constituirá plena prueba, tanto entre las partes como frente a terceros, respecto de los bienes dados en garantía, su fecha de constitución, las obligaciones que garantizan así como el monto de las mismas.


Artículo 30.- Una vez emitido el certificado a que se refiere el artículo anterior, el administrador procederá a realizar las garantías respectivas en la forma que establezcan las normas de funcionamiento, sin necesidad de trámite judicial alguno.


En lo demás, y en lo que no resulte incompatible con lo establecido en las normas precedentes, las garantías a que se refiere este artículo se sujetarán al Título XXII de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.


En caso que de la realización de las garantías a que se refiere este artículo resultare algún remanente, éste será puesto a disposición del síndico o de quien corresponda.

Capítulo II

De los fondos de garantía


Artículo 31.- Los fondos de garantía tendrán por finalidad cubrir las obligaciones de los participantes, de acuerdo a lo establecido en las normas de funcionamiento, cuando las garantías otorgadas individualmente por aquellos resulten insuficientes. Las entidades de contraparte central deberán constituir al menos un fondo de garantía, lo que será facultativo para las cámaras de compensación de instrumentos financieros.


Los fondos de garantía serán patrimonios integrados por los aportes que, de conformidad a las normas de funcionamiento, efectúen los participantes o el administrador del sistema, por el producto de la rentabilidad que genere la inversión de los recursos de los fondos y por los demás bienes que determinen las normas de funcionamiento.

Las normas de funcionamiento deberán establecer un nivel mínimo que los fondos de garantía mantendrán permanentemente y la forma en que los participantes efectuarán los aportes a los fondos que fueren necesarios para restituir dicho nivel cuando éste se redujere por debajo del mínimo. En caso de producirse un déficit en el nivel de los fondos de garantía, los administradores informarán a la Superintendencia tan pronto como tengan conocimiento de este hecho.


Artículo 32.- Estos fondos constituirán patrimonios separados del de los administradores respectivos y las operaciones de cada uno serán efectuadas por el administrador a nombre y por cuenta y riesgo de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes e inversiones a ellos aportados.


La inversión de los recursos que integren los fondos de garantía será realizada de conformidad a las normas de funcionamiento. En todo caso, sólo podrá realizarse en los bienes señalados en el reglamento referido en el número 8. del artículo 6°, de la presente ley.


Los bienes que integren el fondo de garantía serán custodiados en una empresa de depósito de valores de las regidas por la ley Nº 18.876 que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores, ya sea directamente o a través de entidades reguladas que autorice la Superintendencia mediante norma de carácter general.


Artículo 33.- Los administradores deberán llevar contabilidad separada por cada uno de los fondos de garantía que estuvieren bajo su gestión, de conformidad a las normas que determine la Superintendencia.


Artículo 34.- Mientras integren fondos de garantía, los bienes respectivos formarán patrimonios de afectación exclusivamente destinados a asegurar el cumplimiento de las obligaciones de los participantes establecidas en las normas de funcionamiento, y no serán susceptibles de medida cautelar, embargo, prohibición o gravamen alguno, ni reconocerán privilegios o preferencias de ninguna especie a favor de terceros.

TÍTULO V

DE LA LIQUIDACIÓN Y QUIEBRA DE LOS ADMINISTRADORES


Artículo 35.- Disuelto un administrador por cualquier causa, la liquidación del administrador, y de los fondos de garantía que éste gestione, será practicada por el Superintendente o por la o las personas que éste designe.

Para tales efectos, el Superintendente, o la persona que éste designe, contarán con todas las facultades y deberes que la ley N° 18.046, de sociedades anónimas, les confiere a los directores y gerentes de tales sociedades.


Los gastos de liquidación serán de cuenta del administrador en liquidación.


Artículo 36.- En caso que algún acreedor solicitare la quiebra de un administrador, el juzgado competente deberá dar aviso a la Superintendencia, a fin que ésta informe acerca de la solvencia de aquél. Si la Superintendencia comprobare que el administrador puede responder a sus obligaciones, propondrá las medidas conducentes para que prosiga sus operaciones. En caso contrario, así lo informará al tribunal dentro de un plazo de veinte días hábiles, contado desde la fecha de la notificación de la resolución. Si transcurrido este plazo la Superintendencia no hubiere informado al tribunal, éste continuará con el procedimiento de acuerdo a las normas generales.


Si el tribunal que conociere de la solicitud de quiebra resolviere que la entidad se encuentra en condiciones de continuar con sus operaciones, durante los 180 días siguientes a la resolución que así lo determinare, ningún tribunal podrá acoger a tramitación demanda alguna en contra de la entidad y quedarán suspendidas todas las tramitaciones judiciales de la quiebra. Vencido el plazo anterior, el tribunal determinará la continuación del procedimiento respectivo, de conformidad a las normas generales que resulten aplicables al efecto.


Artículo 37.- Toda proposición de convenio sujeto a las normas del Libro IV, Título XII del Código de Comercio, en que el administrador sea el deudor deberá contar con la aprobación de la Superintendencia con anterioridad a su aprobación por los acreedores. Para tales efectos, una vez que sea solicitada su aprobación, la Superintendencia contará con un plazo de 20 días hábiles contado desde la recepción de la mencionada solicitud. Si al vencimiento de dicho plazo la Superintendencia no se hubiere pronunciado, se entenderá que ha sido aceptada.


La celebración de la junta de acreedores respectiva se efectuará ante Notario y en ella podrá hacerse representar la Superintendencia. El convenio se considerará acordado si cuenta con la aprobación del deudor y de la mayoría de los acreedores concurrentes que representen a lo menos el sesenta por ciento del pasivo total. El convenio así acordado será obligatorio para todos los acreedores.


Propuesto un convenio el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de administrador con todas las facultades que le confiera el convenio o, en su caso, el mencionado Libro IV, en todo lo que no fueren incompatibles con las disposiciones de la presente ley.

Artículo 38.- Declarada la quiebra, el Superintendente, o la persona que éste designe, actuará en calidad de síndico, pudiendo citar a junta de acreedores, cuando lo estime necesario, para informar sobre el estado de los negocios del administrador fallido, sobre sus activos y pasivos, sobre la marcha del proceso de quiebra, y, en general, para proponer a la junta cualquier acuerdo que estime necesario para el más adecuado cumplimiento de las funciones que le competen.


En la realización del activo de la quiebra, el síndico dispondrá de las facultades previstas en el artículo 109 del Libro IV del Código de Comercio, sin sujeción a los límites que éste establece. La forma de realización de los bienes de la masa y las modalidades de la misma podrá ser propuesta por el síndico al tribunal de la quiebra, ateniéndose a la proposición efectuada o a lo que se resuelva en definitiva, en caso de objeción fundada del fallido o de cualquiera de los acreedores. Sobre esta objeción el tribunal resolverá a más tardar dentro del quinto día. En contra de la resolución que se pronuncie, no procederá recurso alguno.


Artículo 39.- En todo lo no previsto por los artículos precedentes, y en lo que no fuere incompatible con las normas establecidas en la presente ley, se aplicará el Libro IV del Código de Comercio.

TÍTULO VI

DEL PRÉSTAMO DE VALORES


Artículo 40.- Con el objeto de asegurar el correcto funcionamiento del sistema, las Cámaras de Compensación o de Contrapartes Centrales y las empresas de depósito de valores reguladas por la ley N° 18.876, podrán establecer un registro de préstamo de valores en el cual se anotarán los valores disponibles para ser prestados y las operaciones de préstamo de valores celebradas.


Los administradores podrán encargar a las empresas de depósito de valores regidas por la ley Nº 18.876, el registro establecido en el inciso anterior.


Artículo 41.- Para los efectos de esta ley, el préstamo de valores es un contrato en virtud del cual una persona, llamada prestamista, transfiere valores de su propiedad a otra, llamada prestatario, quien asume la obligación de restituir al primero, al vencimiento del plazo pactado, valores del mismo emisor, género, cantidad, clase y serie y de pagar una suma de dinero, denominada premio.


Artículo 42.- Los sistemas establecerán normas para la realización de operaciones de préstamo de valores, las cuales contendrán a lo menos las siguientes materias:


1. Los valores que podrán ser objeto de tales operaciones, los cuales deberán encontrarse libres de todo tipo de gravamen, carga, embargo o prohibición.


2. El plazo máximo para la restitución de los valores prestados, el cual no podrá ser superior al día hábil anterior a la fecha de vencimiento de los valores respectivos.


3. Las garantías que serán exigidas para asegurar el cumplimiento de la obligación de restitución de los valores prestados; así como, las demás obligaciones que resulten de estas operaciones, el monto mínimo de aquellas y la forma en que las mismas serán valorizadas. En todo caso, el monto mínimo a garantizar en ningún momento podrá ser inferior a la suma del precio de los valores dados en préstamo y del premio pactado. Asimismo, sólo podrán ser objeto de tales garantías los bienes señalados en el reglamento referido en el número 8 del artículo 6° de la presente ley.


4. La forma y plazo en que el prestatario rembolsará al prestamista, el monto de los intereses, dividendos o cualesquiera otros derechos económicos que se hayan devengado en dicho lapso.

5. Los derechos políticos que puedan emanar de los valores objeto de préstamo no podrán ser ejercidos por ninguna de las partes.


Sólo podrán prestar valores u otorgar garantías respecto de tales operaciones quienes sean los titulares de los valores respectivos.

TÍTULO VII

DISPOSICIONES ADICIONALES


Artículo 43.- La Superintendencia podrá suspender el funcionamiento de un sistema cuando su administrador no cumpla con las disposiciones de esta ley, la normativa o las normas de funcionamiento o cuando el funcionamiento del sistema ponga en riesgo  el correcto funcionamiento del mercado de valores.


Artículo 44.- Para efectos de la aplicación  del inciso primero del artículo 69 del Título IV del Código de Comercio, serán conexas las obligaciones derivadas de la aceptación de transacciones por un sistema  así como las demás obligaciones originadas al amparo de las normas de funcionamiento correspondientes. Para tales efectos, una vez notificada, de conformidad a lo previsto en el artículo 27 de esta ley, la resolución que dé inicio a un procedimiento concursal respecto de un participante, el administrador del sistema respectivo determinará el saldo neto acreedor o deudor que el fallido tenga con cada uno de los participantes del sistema, y eventualmente con el propio administrador, como consecuencia de las órdenes de compensación de dicho participante que hayan sido aceptadas por el sistema con anterioridad a dicha notificación, y lo informará al síndico, detallando las obligaciones que hubieren sido compensadas. Las certificaciones que al efecto emita el administrador del sistema harán plena fe para todos los efectos legales a que hubiere lugar.


Artículo 45.- Derógase el Título XIX, de la Cámara de Compensación, de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.


Artículo 46.- Derógase el Título IV, de la cámara de compensación, de la ley Nº 19.220, que regula establecimiento de bolsas de productos agropecuarios.


Artículo 47.- Agrégase, en el artículo 23 del decreto ley N° 3.500, de 1980, sobre el sistema de pensiones, en su inciso vigésimo, después del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente texto:


“Asimismo, cada Administradora podrá adquirir directa o indirectamente hasta un cuatro por ciento de las acciones suscritas de una sociedad anónima que tenga como giro la liquidación y compensación de instrumentos financieros, y que cumpla con los requisitos que establezca la Superintendencia mediante una norma de carácter general.”.


Artículo 48.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.876, que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores:

1) Incorpórase el siguiente inciso final en el artículo 5°:


“Cualquier embargo, medida prejudicial o precautoria u otra limitación al dominio sólo tendrá lugar respecto de valores depositados en la empresa, en la medida que afecte directamente al depositante, sólo por los valores que éste detente por cuenta propia, o bien a sus mandantes, sólo por los valores que éstos mantengan en cuentas de valores identificadas por la empresa a nombre de éstos. En los demás casos, el solicitante del embargo o medida respectiva deberá dirigirse a los depositantes correspondientes.”.

2) Agrégase en el artículo 14, a continuación de su inciso final, los siguientes incisos:


“Para constituir, alzar o modificar prendas o derechos reales sobre los valores depositados en el contexto de un sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, el depositante a cuyo nombre se encuentren abonados los valores respectivos enviará una solicitud a la empresa a través de los medios previstos en el reglamento interno de la misma. Dicha solicitud podrá estar referida a todos los valores que mantenga en depósito o sólo a una parte de ellos. Con el solo mérito de tal solicitud, la empresa efectuará una anotación en cuenta que, de conformidad al reglamento interno, dé cuenta de la constitución de la prenda o derecho real sobre los valores respectivos, y a partir de ese momento se entenderán constituidos tales derechos para todos los efectos legales. Las garantías así constituidas se regirán por el Título XXII de la ley N° 18.045, aun cuando se trate de prendas sin desplazamiento.


Las anotaciones que la empresa realice de conformidad a lo señalado en el inciso anterior podrán ser realizadas por cuenta del depositante, o bien, de sus mandantes, según éste le indique. Para efectos de constituir válidamente prendas u otros derechos reales por cuenta de estos últimos, el depositante deberá contar con una autorización general o especial al efecto, la cual deberá constar por escrito y ser entregada a la empresa. Cualquier modificación o revocación de tales autorizaciones será inoponible a la empresa mientras no le fuere comunicada por escrito. Las autorizaciones, así como sus modificaciones o revocaciones, deberán cumplir los requisitos establecidos en el reglamento interno.

La empresa, a solicitud de cualquier interesado, deberá certificar la constitución de los derechos referidos en este artículo, especificando los valores sobre los cuales recayeren, la fecha en que hubieren sido constituidos, el titular de los valores respectivos, así como el derecho de que se tratare.”.


3) Intercálase en el artículo 17, entre las palabras “mantenga en la empresa” y el punto final, la siguiente frase, precedida por una coma (,): “de conformidad al inciso final del artículo 5°, de esta ley".


Artículo 49.- Lo dispuesto en esta ley no alterará la facultad concedida a las empresas bancarias para compensar obligaciones de pago de conformidad con las normas impartidas o que imparta el Banco Central de Chile de acuerdo a lo dispuesto en el número 8 del artículo 35 de su ley orgánica constitucional.


Artículo 50.- Agrégase en la letra c) del inciso primero del artículo 14 del decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, entre la expresión “custodia de valores” y el punto aparte (.), la siguiente oración “y por aprobación de normas de funcionamiento de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros y sus modificaciones”.

TÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- El sistema establecido en esta ley entrará en vigencia el día primero del mes siguiente a aquél en que se dicte el reglamento mencionado en el número 8 de su artículo 6°.


Articulo segundo.- Sin perjuicio de lo anterior, lo dispuesto en los artículos 45 y 46 de esta ley, entrará en vigencia después de un año contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

***


Hago presente a V.E. que el inciso cuarto del artículo 2° y los artículos 9° y 10 del proyecto fueron aprobados tanto en general como en particular por 82 votos a favor, en ambos casos, de 118 Diputados en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

JUAN BUSTOS RAMÍREZ
Presidente de la Cámara de Diputados

ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ 

Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ESPINA, ALLAMAND, GARCÍA, PROKURICA Y ROMERO, QUE ESTABLECE OBLIGACIÓN DE OTORGAR DEFENSA PENAL Y ASESORÍA JURÍDICA A PERSONAS NATURALES QUE HAN SIDO VÍCTIMAS DE DELITOS Y QUE NO PUEDEN PROCURÁRSELAS POR SÍ MISMAS

(5408-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de reforma constitucional de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado por moción de los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero, José García Ruminot, Baldo Prokuriça Prokuriça y Sergio Romero Pizarro.



A la sesión en que se estudió este proyecto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, el Jefe de la División Jurídica del Servicio Nacional de la Mujer, señor Marco Rendón, y la abogada asesora de dicha repartición, señora Alicia Candia.


A la fecha de su despacho por la Comisión y a la de elaboración de este informe, el proyecto no tenía urgencia para su discusión y aprobación.

- - - - - - 

QUÓRUM DE APROBACIÓN

Se deja constancia de que este proyecto de reforma constitucional requiere, para ser aprobado, el voto conforme de tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo con el  artículo 127, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
- - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de que la única indicación formulada al artículo único del proyecto fue rechazada. 

- - - - - - 

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO
1.- Objetivo fundamental de la iniciativa


La finalidad de este proyecto es establecer en la Constitución Política de la República una obligación para el Estado consistente en asegurar asesoría y defensa jurídica a las personas naturales que hayan sido víctimas de hechos que revistan caracteres de delito y que no puedan procurárselas por sí mismas.

2.-Estructura del Proyecto
 
Un artículo único, que agrega una oración al inciso segundo del artículo 83 de la Constitución Política de la República.

- - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO

Están relacionados con el proyecto informado los siguientes cuerpos normativos:

· Constitución Política de la República: artículo 19, Nº 3º, que establece el derecho a la igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos de las personas. Para ello, la Carta Fundamental garantiza el acceso a la defensa jurídica en la forma que la ley señale y prohíbe cualquier acto de la autoridad o de particulares que intente impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado que hubiere sido requerida. También está directamente relacionado con el proyecto el artículo 83, inciso segundo, que establece que el ofendido por el delito y las demás personas que señale la ley podrán ejercer la acción penal.

· Código Procesal Penal: artículos 6º, que establece la obligación de proteger a las víctimas; 7º, que señala que se entenderá por imputado y por primera actuación del procedimiento; 8º, que señala el derecho del imputado a defensa jurídica, desde la primera actuación del procedimiento en su contra; 93, que establece los derechos y garantías del imputado; 102, que contempla el derecho del imputado a designar libremente a un defensor y garantiza asesoría jurídica gratuita a quien no pueda proporcionársela por si mismo; 108, que establece el concepto de víctima y su calidad de parte en el proceso penal y, 109, que señala los derechos de la víctima.

· Ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público.

· Ley Nº 19.718, que creó la Defensoría Penal Pública.

· Artículo 55 del Código Civil, que define quienes son personas naturales.
- - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Con fecha 2 de abril del presente año la Sala del Senado aprobó en general el proyecto de la suma, por 29 votos favorables, y abrió un plazo de indicaciones que venció el día 7 de abril de 2008. Dentro de dicho lapso se presentó una única indicación, por el Honorable Senador señor Pedro Muñoz Aburto. A continuación se reseña la discusión y el acuerdo sobre esa indicación.

ARTÍCULO ÚNICO



Inserta una oración final en el artículo 83, inciso segundo, de la Constitución Política de la República. El inciso primero de esa disposición establece que el Ministerio Público es el único órgano público facultado para investigar los hechos constitutivos de delito y las circunstancias que acrediten la participación punible o la inocencia de los imputados. Agrega que, si las circunstancias de la investigación lo ameritan, este órgano público podrá ejercer la acción penal contra el o los imputados en los hechos investigados.


El inciso segundo de la disposición señala que el ofendido por el ilícito y los otros titulares que establezca la legislación también podrán ejercer la acción penal.


La modificación consiste en agregar una oración final al inciso segundo, del siguiente tenor: “Para este efecto, la ley señalará los casos y establecerá la forma en que se otorgará asesoramiento y defensa jurídica a las personas naturales víctimas de delitos que no puedan procurárselas por sí mismas.”.

Indicación Nº 1)


Del Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, para reemplazar la oración propuesta por otra, que repite la idea del texto aprobado en general y agrega que el derecho a asesoramiento y defensa procederá incluso antes de la formalización
, y que los titulares de este derecho serán los hombres y mujeres víctimas de delitos, cualquiera sea su edad.


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Nacional de la Mujer, abogado señor Marco Rendón, expresó que el proyecto en discusión es una oportunidad cierta para mejorar la protección de los derechos de las mujeres en el ámbito de la justicia penal. 


El funcionario observó que la formulación aprobada en general especifica que serán las personas naturales víctimas de delitos quienes tendrán el derecho a asesoramiento y defensa jurídica. Introducir por esta vía en la Constitución el concepto de “persona natural” generará, de manera indirecta, problemas de interpretación constitucional, porque algún hermeneuta de nuestra ley fundamental puede extrapolar esta situación, indicando que en este caso el legislador constitucional quiso hacer la salvedad de que el derecho contenido en este proyecto se otorgaba sólo a las personas naturales, pero en los demás casos, al no haber hecho dicha especificación, puede concluirse que otros derechos y prerrogativas que reconoce la Constitución también son aplicables a las personas jurídicas. Por esta razón, es mejor reemplazar la expresión “personas naturales” por la frase “mujeres y hombres, cualquiera sea su edad”, porque así se salva el problema antes mencionado y se reconoce, constitucionalmente, que los hombres y las mujeres son víctimas de hechos delictivos de distinta especie que, a veces, no reciben el mismo grado de atención por parte del Ministerio Público.


En relación con la parte de la indicación que especifica que el derecho a asesoramiento y defensa jurídica corresponderá  a las víctimas, cualquiera sea su edad, el funcionario expresó que esta idea resuelve el problema de los menores de edad que son victimizados por sus representantes legales. Al efecto, el artículo 19 de la ley que creó los tribunales de familia regula pormenorizadamente la situación
, estableciendo una forma de nombrar un representante judicial al menor, en caso de que exista conflicto de intereses con quien le corresponde ser su representante legal. En el Código Procesal Penal no hay una norma de ésta índole y los jueces de garantía, ocupando los principios generales que obligan a dar protección a la víctima, han aplicado, por analogía, la legislación de familia, pero es mucho mejor que este tema quede zanjado en la norma constitucional.


El Honorable Senador señor Espina indicó que este proyecto es parte del Acuerdo Político Legislativo en materia de Seguridad Ciudadana, firmado por el Ejecutivo y representantes de todos los partidos con representación parlamentaria. Según los calendarios tentativos allí convenidos, la tramitación de esta iniciativa está muy atrasada. Agregó que el texto aprobado en general por la Sala del Senado fue discutido y concordado latamente en la Comisión, cuyos miembros pertenecen a partidos que representan casi la totalidad del espectro político del Senado, y con el señor Ministro de Justicia. Por otra parte, las modificaciones planteadas en la indicación son netamente reglamentarias, no aportan ningún elemento nuevo y pasan por alto el hecho de que el texto aprobado en general establece que la ley señalará los casos y establecerá la forma en que se ejercerá el derecho a la asesoría y defensa de las víctimas. Argumentó que será en la discusión de esa ley donde deberán plantearse las regulaciones propuestas en la indicación.


El Honorable Senador señor Vásquez agregó que si se hacen las distinciones que propone la indicación sería menester agregar a los ancianos, a los indígenas y a otros subconjuntos de la población. Proceder de esa forma sería abandonar el concepto genérico de “persona”, que ocupa el enunciado del artículo 19 de la Constitución Política de la República, opción técnico legislativa de dudosa utilidad. Por otra parte, el artículo 55 del Código Civil
 define qué se entiende por persona natural, por lo que, habiendo una definición legal, no es necesario entrar en ningún tipo de interpretación.


La Honorable Senadora señora Alvear anunció su voto en contra, dejando expresa constancia de que la disposición aprobada en general señala con claridad que será la ley la que determinará los casos y la forma en que se va a otorgar la asesoría y la defensa jurídica, y cualquiera especificación que se quiera hacer deberá contemplarse en esa ley. Los demás miembros de la Comisión hicieron suya la constancia señalada por Su Señoría.


La indicación fue rechazada por la unanimidad de los presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Vásquez.

- - - - - - -


En consecuencia, la Comisión propone aprobar el proyecto de reforma constitucional en los mismos términos consignados en nuestro primer informe, que a continuación se transcriben:

"PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Agrégase al final del inciso segundo del artículo 83 la siguiente oración, en punto seguido: “Para este efecto, la ley señalará los casos y establecerá la forma en que se otorgará asesoramiento y defensa jurídica a las personas naturales víctimas de delitos que no puedan procurárselas por sí mismas.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesión efectuada el día 9 de abril de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guillermo Vásquez Úbeda (Presidente accidental), señora María Soledad Alvear Valenzuela y señores Andrés Chadwick Piñera y Alberto Espina Otero.


Valparaíso, 16 de abril de 2008.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PERFECCIONA LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA Y ADUANERA PARA FACILITAR EL CUMPLIMIENTO TRIBUTARIO DE LOS CONTRIBUYENTES

(5785-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Andrés Velasco, y el asesor, señor Héctor Lehuedé. 


Del Servicio de Impuestos Internos, el Director, señor Ricardo Escobar, y el asesor, señor Alberto Cuevas.


La Tesorera General de la República, señora Pamela Cuzmar.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley pretende dar mayor flexibilidad a los requerimientos exigidos para que los exportadores y otros contribuyentes, en similares circunstancias, sean autorizados a llevar su contabilidad en moneda extranjera, operar en la plataforma Internet del Servicio de Impuestos Internos y declarar y pagar sus impuestos en moneda extranjera.
Introduce, por otra parte, una norma que aclara el sentido y alcance de la entrada en vigencia de la rebaja a las tasas del impuesto de timbres y estampillas.

Amplía, además, de manera excepcional y transitoria el plazo fijado para concurrir al pago de las obligaciones tributarias que indica.

- - -
ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS
- Código Tributario.





- Ley sobre Impuesto a la Renta.

- Decreto con Fuerza de Ley Nº 30, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que aprobó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas.

- Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 1994, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías.

- Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2002, del Ministerio de Hacienda, que establece asignación de estímulo al personal del Servicio de Tesorerías.

- Ley Nº 18.634, que establece un sistema de pago diferido de derechos de aduana, crédito fiscal y otros beneficios de carácter tributario.

- Ley Nº 20.259, que establece rebaja transitoria del impuesto a las gasolinas automotrices y modifica otros cuerpos legales.
- Decreto Ley Nº 3.475, de 1980, sobre impuesto de timbres y estampillas.
- Ley Nº 20.221, que amplía el plazo para otorgar facilidades para el pago de impuestos.

- Ley Nº 20.130, que introduce modificaciones al Decreto Ley Nº 3.475.





B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, de 31 de marzo 2008, señala que para la consecución de los estándares de modernización internacional y flexibilización, es imprescindible adaptar los sistemas informáticos a los requisitos legales y normativos necesarios para autorizar a las empresas, principalmente las exportadoras, a llevar su contabilidad en moneda extranjera. 
Añade que, a esta fecha, para acceder a la autorización relativa a la contabilidad, la ley vigente exige demostrar que el capital fue aportado en moneda extranjera o que la mayor parte del movimiento se llevó a cabo en dicha moneda. La normativa que se propone pretende modificar estos requisitos, de manera de facilitar la incorporación, principalmente de las empresas exportadoras, a este sistema. 

Asimismo, el proyecto pretende actualizar los procedimientos para que las empresas autorizadas a llevar su contabilidad en moneda extranjera y a declarar y pagar en esa moneda, puedan hacerlo en forma electrónica, con los mismos estándares informáticos disponibles para los contribuyentes que declaran en pesos, de manera de modificar la situación actual, en que el procedimiento es manual y los pagos deben realizarse en las oficinas de Tesorería. 

Pretende, por otra parte, modificar la plataforma electrónica para permitir que las empresas autorizadas a llevar contabilidad en moneda extranjera y a declarar y pagar en esa moneda, puedan hacer todas sus declaraciones de impuestos vía Internet.

De igual forma, y con la finalidad de hacer más expedita la participación de inversionistas extranjeros en Chile, la iniciativa propone extender las hipótesis según las que los contribuyentes no domiciliados ni residentes en Chile quedan exentos de la obligación de presentar una declaración jurada, tanto de sus rentas como del hecho de haber iniciado actividades. Para estos efectos, se otorga al Servicio de Impuestos Internos la facultad de determinar cuáles serán las rentas que gozarán de estas exenciones.

Junto con la anterior, se introduce una norma declarativa que aclara el sentido y alcance de la reforma efectuada por el artículo 2º de la ley N° 20.259, que adelantó la entrada en vigencia de la rebaja de tasa del impuesto de timbres y estampillas y que, de conformidad a lo establecido por la ley N° 20.130, debía empezar a regir el día primero de enero de 2009. En tal sentido, y ante las dudas que se han planteado respecto de su vigencia, se aclara que la rebaja rige desde la fecha de publicación de la ley N° 20.259.

Finalmente, el proyecto de ley propone modificar la ley Nº 20.221, que contiene la ampliación excepcional y transitoria del plazo que rige a los convenios de pago contenidos en el artículo 192 del Código Tributario, teniendo en consideración que una medida de este tipo permitiría la regularización de la deuda morosa de una gran cantidad de contribuyentes, beneficiando directamente a un importante número de micro, pequeñas y medianas empresas, ya que el actual artículo único de dicha ley sólo permite convenir o repactar las deudas tributarias hasta el día 31 de marzo de 2008.
- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL


El Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, expresó que lo que el presente proyecto persigue es perfeccionar la administración tributaria, elevar los estándares para hacer más competitivo el país a nivel internacional y otorgar mayor certeza en cuanto a la forma en que los contribuyentes deben cumplir sus obligaciones tributarias. 


La principal reforma al efecto, indicó, dice relación con la incorporación de normas legales que permitirán ampliar el número de contribuyentes que podrán acceder a llevar su contabilidad, declarar sus impuestos y pagarlos en moneda extranjera, lo que incidirá directamente en mejorar la competitividad de los sectores más expuestos a las variaciones del tipo de cambio y colaborará en evitar una mayor apreciación del peso frente al dólar. 


Las modificaciones, en concreto, son las siguientes:

1.
Autorizar la contabilidad, declaración y pago de impuestos en moneda extranjera.

Para ello, los cuerpos legales que se reforman son el Código Tributario (artículos 18, 38 y 47); la Ordenanza de Aduanas; el Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías; el DFL Nº 1, de 2002, del Ministerio de Hacienda, que establece una asignación de estímulo al personal del servicio de tesorerías; y la ley Nº 18.634, de 1987, que establece un sistema de pago diferido de derechos de aduana.

Al efecto, prosiguió, se propone:

- Flexibilizar y ampliar las causales que permiten llevar contabilidad en moneda extranjera. Actualmente, se permite sólo en caso que todo el capital se ha aportado o la mayor parte de las operaciones se han realizado en moneda extranjera.

- Facultar al SII para autorizar declaraciones en moneda extranjera y a que los contribuyentes puedan pagar los impuestos en moneda extranjera. 

- Permitir que los giros, sea que provengan de liquidaciones o declaraciones rectificatorias o se hayan emitido sin previa liquidación, se puedan expresar en la moneda extranjera respectiva.
- Permitir la devolución de impuestos en la misma moneda en que se efectuó su pago.

- Facultar a la Tesorería General de la República para autorizar el pago en circunstancias excepcionales que facilitan la operación de contribuyentes no residentes. Por ejemplo, en el caso del impuesto territorial cuando el propietario es un no residente, se le permitirá pagar dicho tributo con su tarjeta de crédito internacional. Asimismo, se le permite a esta entidad autorizar el pago en moneda extranjera de otras obligaciones.

Se trata, expuso, de una aspiración largamente sostenida por los exportadores, cuyas ventajas pasan por la reducción de sus costos de transacción y operación, pues si sus ingresos y gastos son en dólares, por ejemplo, resulta lógico que su contabilidad también lo sea; por la reducción de riesgos, dadas las variaciones que pueda experimentar el tipo de cambio desde que se cierra la contabilidad en moneda nacional; y por que si las empresas pagan en dólares aumenta la demanda de la moneda y, con ello, su valor, cuestión bastante positiva en la coyuntura actual por todos conocida.

De esta forma, se posibilitará que más empresas, y no sólo las veinticinco mineras más grandes, puedan pagar sus impuestos en moneda extranjera, y que también puedan hacerlo por medio digital.

2.
Simplificar el régimen tributario para inversionistas no residentes. 

Se modifican, a este respecto, el artículo 68 inciso segundo del Código Tributario, y los artículos 65, N° 1, y 68, inciso segundo, de la Ley sobre Impuesto a la Renta. La propuesta consiste en ampliar los contribuyentes sin residencia ni domicilio en Chile que se encuentran exentos de las obligaciones de declarar inicio de actividades, presentar declaración anual de impuesto a la renta y llevar contabilidad. Se busca incluir en este régimen simplificado otras rentas que determine el SII mediante resolución, además de las provenientes de la tenencia o enajenación de capitales mobiliarios, que ya se encuentran insertas.

Lo expuesto, manifestó, será válido sólo para aquellos contribuyentes sin residencia ni domicilio en Chile que celebren un contrato con un banco, corredora de bolsa o agente de valores constituido en Chile, en el cual se deje expresamente establecido que el agente intermediario se hace responsable de centralizar las operaciones asociadas, retener los impuestos y/o certificar el pago de los mismos. 

3.
Aclarar la vigencia del artículo 2° de la Ley N° 20.259.

En esta materia, explicó, se buscan resolver las dudas de interpretación que surgieron en relación al artículo 2° de la Ley 20.259, en el sentido que se aclara que las rebajas al impuesto de timbres y estampillas (al 1,2%), rigen a partir de la publicación de la referida ley, esto es, a contar del 25 de marzo de 2008. 

4.
Prorrogar las facultades especiales de condonación de Tesorería.

Se propone, en este sentido, modificar el artículo único de la ley Nº 20.221 que amplió el plazo para otorgar facilidades para pago de impuestos adeudados, con el objeto de extender su vigencia en 30 días más, con lo cual se permitirá la regularización de la deuda morosa de un gran número de micro, pequeñas y medianas empresas.

La ley en su oportunidad aprobada, consignó, incluía los impuestos girados hasta el 30 de junio de 2007, y el plazo original para acogerse al beneficio venció el 31 de marzo recién pasado. Si embargo, en consideración a las solicitudes recibidas, y el beneficio que esto significaría para la repactación de las deudas de muchos contribuyentes, el Ejecutivo se ha abierto a ampliar los tiempos, abarcando también las deudas giradas entre el 1 de julio de 2007 y hasta el 31 de marzo de 2008. La posibilidad de acogerse a este tratamiento, inicialmente de seis meses a contar del 1 de octubre de 2007 (fecha de publicación de la ley Nº 20.221), se aumenta ahora en uno más, con lo que dicha opción expira en el presente mes de abril de 2008.





La Tesorera General de la República, señora Pamela Cuzmar, agregó que, hasta el mes de abril de 2008, se han recibido sobre tres mil solicitudes al respecto.





Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, indicó que para la Tesorería resulta imposible, desde un punto de vista físico y tecnológico, extender el beneficio en análisis hasta el mes de mayo, pues se hallará llevando a cabo la operación renta correspondiente al presente año. 

Enseguida, hizo uso de la palabra el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar.


Respecto de la autorización para llevar contabilidad, declarar y pagar impuestos en moneda extranjera, expresó que, si bien se conserva el sentido del actual artículo 18 del Código Tributario, en el sentido de que la regla general es llevar la contabilidad en moneda nacional, se afina la redacción de los dos casos ya previstos para hacerlo en moneda extranjera (volumen de las operaciones y aporte de capital desde el exterior), y se agregan otros dos: cuando una determinada moneda extranjera influya de manera fundamental en los precios, y cuando el contribuyente sea una sociedad filial o establecimiento permanente de otra que determine sus resultados en moneda extranjera. En todos los casos, se requerirá de autorización, mediante resolución fundada, por parte del Servicio.


 La Honorable Senadora señora Matthei consultó si para dicha autorización por parte del SII, se requiere que las operaciones involucradas alcancen determinados montos.


El Director del SII respondió que no se plantea una regla especial al respecto en la ley, pero sí corresponderá al Servicio dictar resoluciones con los criterios que se adoptarán para su aplicación.

Añadió que las cuatro hipótesis a que se ha hecho alusión son plenamente concordantes con los nuevos principios internacionales contables, que hacen necesarios, muchas veces, que se lleve la contabilidad en moneda extranjera.


Por otra parte, hizo ver que los contribuyentes que se acojan al sistema en análisis, deberán permanecer al menos durante dos años comerciales consecutivos en él, no pudiendo cambiarse a su libre arbitrio de una moneda a otra.

Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, explicó que la revocación que el SII realice de la autorización conferida, también por resolución fundada, se puede reclamar de acuerdo con las reglas generales de los actos administrativos, de conformidad a la ley Nº 19.880 que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado, y en sede jurisdiccional, vía recurso de protección. 


No obstante lo expuesto, agregó, el proyecto de ley, actualmente en tramitación en el Senado, que crea los tribunales tributarios, contempla el reclamo sobre estos asuntos ante un tribunal de primera instancia. 


El numeral 3) del nuevo artículo 18, prosiguió, faculta al SII para autorizar a los contribuyentes que llevan contabilidad en moneda extranjera a declarar sus impuestos en dicha moneda, pero pagando en moneda nacional; y para autorizar a que determinados contribuyentes o grupos de contribuyentes paguen en moneda extranjera, a diferencia de lo que ocurre hoy, donde las autorizaciones son más bien individuales.


Hizo hincapié en que el sistema funciona en base a autorizaciones, por cuanto la regla general es que la contabilidad, la declaración y el pago de impuestos se hagan en moneda nacional. De manera que si alguien quiere hacerlo en moneda extranjera, debe cumplir con los requisitos que se establecen y contar con el consentimiento del SII. Para ello, por cierto, la iniciativa en análisis se hace cargo de todas las modificaciones que se requieren para que el contribuyente que opera en moneda extranjera lo haga con los mismos estándares que el que lo hace en pesos chilenos, sin que sea más o menos ventajoso operar en una u otra moneda. Igual cosa acontece, en lo pertinente, respecto de la operatoria vigente en la Ordenanza de Aduanas.


El señor Ministro de Hacienda acotó que no se condice con el espíritu de la norma propuesta el que algún contribuyente haga uso del sistema para especular al elegir una moneda u otra, apostando a que, por ejemplo, el dólar va a ser más barato.  


El Director del SII hizo referencia, a continuación, al cobro de ciertos impuestos que corresponde a la Tesorería General de la República, como el impuesto territorial, a la que se entregan facultades para exigir o autorizar su pago en moneda extranjera.   


Aludió, asimismo, a las devoluciones de impuestos que fueren procedentes, que también podrán ser efectuadas en moneda extranjera si el interesado así lo solicita.


La Honorable Senadora señora Matthei consultó, respecto del alcance que resulta de la adecuación prevista al artículo 38 del Código Tributario por el literal b) del numeral 2) del artículo 1º del proyecto, si significa que igualmente hay un costo para el Fisco en caso de pago de impuestos a través de tarjetas de débito, crédito o similares.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que, efectivamente, hay un costo financiero adicional para el Fisco, pero solamente cuando las respectivas tarjetas son emitidas en el extranjero, pues debe pagarse una comisión al banco emisor, que se encuentra ya pactada con Transbank.


Refiriéndose a las modificaciones a la Ley sobre Impuesto a la Renta, el Director del SII expresó que estas se enmarcan dentro de la situación en que, cuando el SII lo haya autorizado, se puedan evitar los trámites de iniciación de actividades para inversionistas extranjeros que invierten en cierto tipo de instrumentos. Tal innovación se justifica, destacó, por no haber sido incluida oportunamente cuando se legisló reformando el mercado de capitales. 


Con su introducción se facilita la actuación de contribuyentes que no tienen residencia en Chile y a los que resulta engorroso, por ejemplo, llevar contabilidad por invertir en ciertos valores. Deben, no obstante, designar un corredor de valores (un banco) en nuestro país, que actúa como representante especial y retenedor de impuestos.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Héctor Lehuedé, acotó que el reseñado es un sistema actualmente en pleno vigor, por el que la institución bancaria que opera en el país actúa como mandatario de su mandante extranjero, pagando sus impuestos. Sin embargo, la actual norma sólo lo permite para capitales mobiliarios, quedando el resto, como algunas operaciones de derivados, excluidos, cuestión que el presente proyecto de ley viene a subsanar.


Enseguida, la señora Tesorera General de la República explicó que el artículo 4º del proyecto realiza una adecuación al Estatuto Orgánico de la Tesorería, consistente en que las declaraciones en moneda extranjera, llevadas por la División de Finazas Públicas, pasen ahora al área de recaudación normal de la entidad, pues al ser masivas deben pasar al proceso de coordinación habitual con los bancos.


El artículo 5º, agregó, sólo adecua unas asignaciones de estímulo que estaban establecidas en moneda nacional, y que ahora, en virtud de las modificaciones precedentemente expuestas, podrán ser también en moneda extranjera. Algo similar ocurre con el artículo 6º, que contiene adecuaciones aduaneras vinculadas al pago de derechos diferidos, que también se prevé puedan hacerse en moneda extranjera. 

En votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García.

- - -
INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 1 de abril de 2008,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. El presente Proyecto de Ley, modifica normas del Código Tributario, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, de la Ordenanza de Aduanas y del Estatuto Orgánico de Tesorerías con el objetivo central de  permitir a más contribuyentes llevar su contabilidad en moneda extranjera y/o pagar sus impuestos en tales monedas, lo que se hace extensivo igualmente a los gravámenes aduaneros, a sus pagos diferidos y de otros créditos fiscales.

Respecto de los referidos contribuyentes, se propone modificar los procedimientos de declaración y pago de impuestos, incorporándolos al sistema electrónico en aplicación.

Finalmente, se introducen dos normas de carácter tributario orientadas a aclarar la aplicación y tasas del impuesto de timbres y a ampliar el plazo para que los contribuyentes morosos puedan acogerse a las facilidades de pago autorizados por el Código Tributario y la Ley Nº 20.221.

2. El impacto financiero de las medidas relativas a la ampliación del régimen de contabilidad y/o pago de impuestos a moneda extranjera no es posible medirlo teniendo presente que opera a solicitud de los contribuyentes, y, en todo caso, que la autorización sólo podrá ser otorgada siempre que no se disminuya o desvirtúe la base sobre la cual deban pagarse los impuestos.

Derivado de lo anterior, tampoco se advierte la existencia de un costo financiero, considerando, además, que los pagos se efectuarán a los tipos de cambio vigentes a sus respectivas fechas.

3. Como consecuencia de lo antes expuesto, se considera que la presente iniciativa no implica costo fiscal.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, el texto del proyecto de ley es del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el texto del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:

1) Sustitúyase el artículo 18, por el siguiente: 

“Artículo 18.- Establécense para todos los efectos tributarios, las siguientes reglas para llevar la contabilidad, presentar las declaraciones de impuestos y efectuar su pago:

1) Los contribuyentes llevarán contabilidad, presentarán sus declaraciones y pagarán los impuestos que correspondan, en moneda nacional.

2) No obstante lo anterior, el Servicio podrá autorizar, por resolución fundada, que determinados contribuyentes o grupos de contribuyentes lleven su contabilidad en moneda extranjera, en los siguientes casos:

a) Cuando la naturaleza, volumen, habitualidad u otras características de sus operaciones de comercio exterior en moneda extranjera lo justifique.

b) Cuando su capital se haya aportado desde el extranjero o sus deudas se hayan contraído con el exterior mayoritariamente en moneda extranjera.

c) Cuando una determinada moneda extranjera influya de manera fundamental en los precios de los bienes o servicios propios del giro del contribuyente.

d) Cuando el contribuyente sea una sociedad filial o establecimiento permanente de otra sociedad o empresa que determine sus resultados para fines tributarios en moneda extranjera, siempre que sus actividades se lleven a cabo sin un grado significativo de autonomía o como una extensión de las actividades de la matriz o empresa.

Dicha autorización regirá desde el primer ejercicio del contribuyente, cuando éste lo solicite en la declaración a que se refiere el artículo 68, o a partir del año comercial siguiente a la fecha de presentación de la solicitud, en los demás casos.

Los contribuyentes que se acojan a lo dispuesto en este numeral deberán llevar su contabilidad de la forma autorizada por a lo menos dos años comerciales consecutivos, pudiendo solicitar su exclusión de dicho régimen, para los años comerciales siguientes al vencimiento del referido período de dos años. Dicha solicitud deberá ser presentada hasta el último día hábil del mes de octubre de cada año. La resolución que se pronuncie sobre esta solicitud regirá a partir del año comercial siguiente al de la presentación y respecto de los impuestos que corresponda pagar por ese año comercial y los siguientes.

El Servicio podrá revocar, por resolución fundada, las autorizaciones a que se refiere este número, cuando los respectivos contribuyentes dejen de encontrarse en los casos establecidos en él. La revocación regirá a contar del año comercial siguiente a la notificación de la resolución respectiva al contribuyente, a partir del cual deberá llevarse la contabilidad en moneda nacional.

Esta autorización será otorgada siempre que, además de cumplirse con las causales contempladas por este número, en virtud de ella no se disminuya o desvirtúe la base sobre la cual deban pagarse los impuestos.

3) Asimismo, el Servicio estará facultado para:

a) Autorizar que los contribuyentes a que se refiere el número 2), declaren todos o algunos de los impuestos que les afecten en la moneda extranjera en que llevan su contabilidad. En este caso, el pago de dichos impuestos deberá efectuarse en moneda nacional, de acuerdo al tipo de cambio vigente a la fecha del pago.

b) Autorizar que determinados contribuyentes o grupos de contribuyentes paguen  todos o algunos de los impuestos, reajustes, intereses y multas, que les afecten en moneda extranjera. Tratándose de contribuyentes que declaren dichos impuestos en moneda nacional, el pago en moneda extranjera deberá efectuarse de acuerdo al tipo de cambio vigente a la fecha del pago. 

No se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 53 a los contribuyentes autorizados a declarar determinados impuestos en moneda extranjera, respecto de los impuestos comprendidos en dicha autorización.

El Tesorero General de la República podrá exigir o autorizar que los contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile paguen en moneda extranjera el impuesto establecido por la ley N° 17.235, y en su caso los reajustes, intereses y multas que sean aplicables. También podrá exigir o autorizar el pago en moneda extranjera de los impuestos u otras obligaciones fiscales, que no sean de competencia del Servicio de Impuestos Internos, y de las obligaciones municipales recaudadas o cobradas por la Tesorería.  Las obligaciones a que se refiere este inciso deberán cumplirse en moneda extranjera aplicando el tipo de cambio vigente a la fecha del pago.

Con todo, el Servicio podrá exigir a los contribuyentes autorizados en conformidad al número 2), el pago de determinados impuestos en la misma moneda en que lleven su contabilidad. También podrá exigir a determinados contribuyentes o grupos de contribuyentes el pago de los impuestos en la misma moneda en que obtengan los ingresos o realicen las operaciones gravadas.

Las resoluciones que se dicten en conformidad a este número determinarán, según corresponda, el período tributario a contar del cual el contribuyente quedará obligado a declarar y, o pagar sus impuestos y recargos conforme a la exigencia o autorización respectiva, la moneda extranjera en que se exija o autorice la declaración y, o el pago y los impuestos u obligaciones fiscales o municipales a que una u otra se extiendan.

En el caso de los contribuyentes que lleven su contabilidad, declaren y paguen determinados impuestos en moneda extranjera, conforme a este número, el Servicio practicará la liquidación y, o el giro de dichos impuestos y los recargos que correspondan en la respectiva moneda extranjera. En cuanto sea aplicable, los recargos establecidos en moneda nacional se convertirán a moneda extranjera de acuerdo al tipo de cambio vigente a la fecha de la liquidación y, o giro.

En el caso de los contribuyentes que lleven su contabilidad y declaren determinados impuestos en moneda extranjera pero deban pagarlos en moneda nacional, sin perjuicio de que los impuestos y recargos se determinarán en la respectiva moneda extranjera, el giro se expresará en moneda nacional, según el tipo de cambio vigente a la fecha del giro. 

Respecto de aquellos contribuyentes a quienes se exija o autorice sólo el pago de determinados impuestos en moneda extranjera, sin perjuicio de que los impuestos, y recargos que correspondan se determinarán en moneda nacional, el giro respectivo se expresará en la moneda extranjera autorizada o exigida según el tipo de cambio vigente a la fecha del giro. 

En los casos en que el impuesto haya debido pagarse en moneda extranjera, las multas establecidas por el inciso primero del número 2° y por el número 11 del artículo 97, se determinarán en la misma moneda extranjera en que debió efectuarse dicho pago.

El Servicio o el Tesorero General de la República, según corresponda, podrán revocar, por resolución fundada, las exigencias o autorizaciones a que se refiere este numeral, cuando hubiesen cambiado las características de los respectivos contribuyentes que las han motivado. La revocación regirá respecto de las cantidades que deban pagarse a partir del período siguiente a la notificación al contribuyente de la resolución respectiva.

Con todo, el Servicio o el Tesorero General de la República, en su caso, sólo podrán exigir o autorizar la declaración y, o el pago de determinados impuestos en las monedas extranjeras respectivas, cuando con motivo de dichas autorizaciones o exigencias no se afecte la administración financiera del Estado. Esta circunstancia deberá ser calificada mediante resoluciones de carácter general por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

4) En caso que de conformidad a este artículo se hubieren pagado los impuestos en cualesquiera de las monedas extranjeras autorizadas, las devoluciones que se efectúen en cumplimiento de los fallos de los reclamos que se interpongan de conformidad a los artículos 123 y siguientes, como las que se dispongan de acuerdo al artículo 126, se llevarán a cabo en la moneda extranjera en que se hubieren pagado, si así lo solicitare el interesado. De igual forma se deberá proceder en aquellos casos en que, habiéndose pagado los impuestos u otras obligaciones fiscales o municipales en moneda extranjera, se ordene la devolución de los mismos en virtud de lo establecido en otras disposiciones legales. Cuando el contribuyente no solicite la devolución de los tributos u otras obligaciones fiscales o municipales, en moneda extranjera, éstos serán devueltos en moneda nacional considerando el tipo de cambio vigente a la fecha de la resolución respectiva.

Para estos efectos no se aplicará reajuste alguno que se calcule sobre la base de la variación del Índice de Precios al Consumidor.

5) Para los fines de lo dispuesto en este artículo, se considerará moneda extranjera cualquiera de aquellas cuyo tipo de cambio y paridad es fijado por el Banco Central de Chile para efectos del número 6. del Capítulo I del Compendio de Normas de Cambios Internacionales o el que dicho Banco establezca en su reemplazo. Cuando corresponda determinar la relación de cambio de la moneda nacional a una determinada moneda extranjera y viceversa, se considerará como tipo de cambio, el valor informado para la fecha respectiva por el Banco Central de Chile de acuerdo a la norma mencionada.”.

2) Modifícase el artículo 38, de la siguiente manera: 

a) Agrégase en el inciso primero, entre la expresión “Tesorería” y “por medio” la frase “en moneda nacional o extranjera, según corresponda de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 18,”.

b) Agrégase en el inciso segundo, entre la expresión “Fisco” y el punto seguido (.), la frase “, limitación que no se aplicará a tarjetas de débito, crédito u otras de igual naturaleza emitidas en el extranjero”.

3) Intercálase en el artículo 47, a continuación de la palabra “pago”, la primera vez que aparece en la norma, la frase “de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 38,”, antecedida de una coma (,).

4) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 68, entre las palabras “enajenación,” y “aun”, la siguiente frase: “o rentas de aquellas que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución,”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

1) Intercálase en el número 1) del artículo 65, entre las palabras “títulos,” y “aun”, la siguiente frase: “o rentas de aquellas que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución,”. 

2) Intercálase en el inciso segundo del artículo 68, entre las palabras “mobiliarios” y “aun”, la siguiente frase: “o rentas de aquellas que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución,”. 

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 30, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que aprobó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas:

1) Reemplázase el inciso tercero del artículo 58 por el siguiente: “El valor de la suma a pagar se liquidará al tipo de cambio que se encuentre vigente a la fecha del pago que para este efecto fije con carácter general el Banco Central de Chile. Los contribuyentes obligados o autorizados a pagar sus impuestos u otras obligaciones fiscales en moneda extranjera conforme a lo dispuesto en el artículo 18 del Código Tributario, pagarán en dicha moneda las sumas a que se refiere este artículo, de acuerdo al tipo de cambio vigente a la fecha del pago, cuando corresponda, determinado por el referido Banco.”.

2) Reemplázase el artículo 95 por el siguiente: “Las sumas que deben pagarse se determinarán con el tipo de cambio vigente a la fecha del pago que para este efecto, con carácter general, fije el Banco Central de Chile. Los contribuyentes obligados o autorizados a pagar sus impuestos u otras obligaciones fiscales en moneda extranjera conforme a lo dispuesto en el artículo 18 del Código Tributario, pagarán en dicha moneda las sumas a que se refiere el presente artículo, de acuerdo al tipo de cambio vigente a la fecha del pago, cuando corresponda, determinado por el referido Banco.”.

3) Agrégase en el artículo 100, a continuación del punto a parte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “En el caso de los contribuyentes obligados o autorizados a pagar sus impuestos u otras obligaciones fiscales en moneda extranjera conforme a lo dispuesto en el artículo 18 del Código Tributario, los documentos de pago morosos, una vez reliquidados, serán expresados en la moneda extranjera que corresponda, de acuerdo al tipo de cambio vigente a la fecha de reliquidación.”.

4) Reemplázase el inciso primero del artículo 101 por el siguiente: “El pago de los derechos, impuestos, tasas, tarifas, recargos, multas y otros gravámenes en moneda nacional se hará en dinero efectivo, vale vista, cheque, letra bancaria u otro medio autorizado por la ley, ante el Servicio de Tesorerías o ante cualquier entidad bancaria o institución que señale el Ministerio de Hacienda. Asimismo, en el caso de los contribuyentes autorizados u obligados a pagar sus impuestos u otras obligaciones fiscales en moneda extranjera conforme al artículo 18 del Código Tributario, el pago a que se refiere este artículo se efectuará en la moneda extranjera que corresponda, o mediante vale vista, cheque, letra bancaria u otro medio autorizado por la ley, expresado en dicha moneda, de acuerdo al tipo de cambio vigente a la fecha del pago, cuando corresponda.”.

5) Agrégase el siguiente artículo 135 bis: 

“Artículo 135 bis.- En caso que, conforme al artículo 95, se hubieren pagado los derechos aduaneros en cualesquiera de las monedas extranjeras autorizadas, las devoluciones que se efectúen en cumplimiento de los fallos de los reclamos que se interpongan conforme al artículo 117 y siguientes de esta Ordenanza, como las que se dispongan de acuerdo a los artículos 130 a 135  precedentes, se ordenarán pagar en la moneda extranjera en que se hubieren pagado los derechos aduaneros si así lo solicitare el interesado. De igual forma se deberá proceder en aquellos casos en que, habiéndose pagado los derechos aduaneros respectivos en moneda extranjera, se ordene la devolución de los mismos en virtud de lo establecido en un acuerdo comercial o conforme a facultades ejercidas por la autoridad aduanera en conformidad a la ley.”.

Artículo 4°.- Elimínase el número 3) de la letra f) del artículo 9° del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías.

Artículo 5°.- Elimínanse, en los artículos 1°, 2° y 3° del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2002, del Ministerio de Hacienda, que establece una asignación de estímulo al personal del Servicio de Tesorerías, las expresiones “en moneda nacional”.

Artículo 6°.- Introdúcese las siguientes modificaciones en la ley N° 18.634, que establece un sistema de pago diferido de derechos de aduana, crédito fiscal y otros beneficios de carácter tributario que indica:

1) En la letra a) del inciso primero del artículo 10, a continuación del punto a parte que pasa a ser punto seguido, se agrega la siguiente frase: “No obstante lo anterior, respecto de los contribuyentes obligados o autorizados a pagar sus impuestos u otras obligaciones fiscales en moneda extranjera conforme a lo dispuesto en el artículo 18 del Código Tributario, dichas cuotas se pagarán en la moneda extranjera respectiva, según el tipo de cambio vigente a la fecha del pago, cuando corresponda.”.

2) Modifícase el artículo 16, de la siguiente manera:

a) En el inciso segundo, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, agrégase la siguiente frase: “En el caso de los contribuyentes obligados o autorizados a pagar sus impuestos u otras obligaciones fiscales en moneda extranjera conforme a lo dispuesto en el artículo 18 del Código Tributario, dichos pagarés se expresarán en la moneda extranjera respectiva, al tipo de cambio vigente a la fecha de factura, más el interés señalado.”.

b) En el inciso tercero, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, agrégase la siguiente frase: “En  el caso de los contribuyentes obligados  o autorizados  a pagar sus impuestos u otras obligaciones fiscales en  moneda extranjera conforme a lo dispuesto en el  artículo 18 del  Código  Tributario, los pagarés y el interés penal en caso de mora se pagarán en la moneda extranjera respectiva, al tipo de cambio vigente a la fecha de vencimiento.”.

Artículo 7°.- Interprétase el artículo 2° de la ley N° 20.259, en el sentido que, a contar de la fecha de su publicación, las tasas proporcionales que establecen los artículos 1°, N° 3), 2°, y 3° del decreto ley N° 3.475, de 1980, son y han sido de 0,1% por cada mes o fracción de mes, con una tasa máxima de 1,2%, respecto de aquellos documentos u operaciones con plazo de vencimiento, y de 0,5% respecto de aquellos documentos a la vista o sin plazo de vencimiento. Dichas tasas son y han sido aplicables respecto de los documentos y operaciones que se emitan, suscriban, otorguen, prorroguen, renueven, o, en general, cuyos impuestos se devenguen a contar del 25 de marzo de 2008. Asimismo, reemplázase en los números 1), 2) y 3) del artículo único de la ley N° 20.130, a contar de la fecha de publicación de la ley N° 20.259, la frase “1 de enero del año 2009”, por la siguiente “25 de marzo de 2008”.

Artículo 8º.- Modifícase el artículo único de la ley Nº 20.221 que amplió el plazo para otorgar facilidades para pago de impuestos, como se indica a continuación:

1) Sustitúyese la frase “30 de junio de 2007” por la siguiente: “31 de marzo de 2008”.

2) Modifícase la segunda vez que aparece en el texto la expresión “seis meses” por la siguiente: “siete meses”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Los contribuyentes podrán solicitar autorización para llevar contabilidad en moneda extranjera conforme a lo dispuesto en el número 2) del artículo 18 del Código Tributario, con aplicación al año comercial 2008, hasta el último día hábil del mes de mayo de 2008.

Artículo segundo transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 8° de esta ley, comenzará a regir el 1 de abril de 2008.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 28 de abril de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor José García Ruminot. 


Sala de la Comisión, a 29 de abril de 2008.

ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE OTORGA BONO ESPECIAL PARA SECTORES DE MENORES INGRESOS

(5821-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el señor Vicepresidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.





A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Sabag.

Asimismo, en calidad de invitados asistieron, el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco; el Director de Presupuestos, señor Alberto Arenas; y el Subdirector de Racionalización y Función Pública de dicha repartición, señor Julio Valladares.

- - -
Cabe hacer presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Otorgar un bono especial a las familias de menores ingresos a fin de mitigar los efectos transitorios de la inflación. 
- - -
ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley N° 18.020 que establece subsidio familiar para personas de escasos recursos y modifica normas que indica.

- Decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

- Artículo 2° de la ley N° 18.987 que incrementa asignaciones, subsidio y pensiones que indica.

· El artículo 4º de la ley N° 20.232, Ley de Presupuestos para el Sector Público, correspondiente al año 2008.

· El artículo 22 de la ley N° 20.233, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje de S. E. el señor Vicepresidente de la República expone que el reciente incremento en la inflación, producto de shocks de oferta, ha afectado de manera especial a los hogares de menores ingresos. Indica que, en efecto, son precisamente dichos hogares los que están más desprotegidos frente a aumentos en sus costos de vida y, por ende, requieren del apoyo activo del Estado. 

Continúa manifestando que la situación actual lo ha llevado a proponer una medida de efectos inmediatos, que consiste en el otorgamiento de un bono especial para las familias de menores ingresos, los más necesitados, para ayudarlos a sortear este período de precios transitoriamente altos. 
Señala que se otorgó un bono similar en junio de 2006. Esta fórmula progresista, por su focalización en los que cuentan con menos recursos, sigue los principios de equidad, eficiencia y solidaridad. 
Expresa que con este nuevo beneficio se favorece a más de 1 millón cuatrocientas mil familias, esto es, al 40% de los chilenos y chilenas con menores ingresos.
Adicionalmente, expone que se efectuará un esfuerzo especial a favor de los adultos mayores, complementando el beneficio de $36.956 que estableció el artículo 22 de la ley N° 20.233, en $13.044. 
La entrega de estos beneficios será, por tanto, plenamente consistente con el compromiso de disciplina fiscal, que garantiza un marco estable para el uso responsable y eficiente de los recursos públicos.
En cuanto al contenido del proyecto de ley, comienza señalando que contempla el otorgamiento de un  bono especial, de $20.000 pagadero por una sola vez. Éste no constituye remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no es imponible ni tributable ni está afecto a descuento alguno, su  forma y momento de pago será en una sola cuota en el mes siguiente al de publicación de la presente ley. 
Respecto de la cobertura del bono señala que se pagará a las familias registradas en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario” al 31 de marzo del año 2008; a las familias  beneficiarias del subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020; y a los trabajadores señalados en las letras a), b) y c) del artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que perciban el beneficio de asignación familiar establecido en el referido decreto con fuerza de ley y cuya renta mensual a marzo de 2008 sea igual o inferior a $ 250.000, entendiendo que para estos efectos se considerarán ingresos mensuales los señalados en el artículo 2° de la ley N° 18.987. 
Asimismo, manifiesta que se pagará a quienes tengan alguna de las calidades señaladas precedentemente al 31 de marzo de 2008. El referido pago se efectuará por el Instituto de Normalización Previsional. En el caso de los trabajadores beneficiarios de asignación familiar, el bono será pagado por el respectivo empleador, aplicándose las normas sobre pago y recuperación de las asignaciones familiares establecidas en el citado decreto con fuerza de ley N°150.
Con relación a la incompatibilidad del referido bono, expresa que cada beneficiario tendrá derecho sólo a un bono especial, aun cuando revista más de alguna de las calidades indicadas para acceder al mismo. Si tuviere más de una calidad de beneficiario y una de ellas fuera ser una familia registrada en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario”, se le otorgará el bono como beneficiario de dicho Sistema de Protección. Además, informa que a quienes perciban maliciosamente el bono especial que se otorga, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. 
Por otra parte, indica que se concederá, por una sola vez, a los beneficiarios del artículo 22 de la ley N° 20.233 un bono complementario de $13.044, el que se pagará en el mes de mayo conjuntamente con el beneficio establecido en el artículo 22 de dicha ley.
Finaliza señalando que el proyecto contiene las normas de imputación de mayor gasto fiscal que irroga durante el 2008, la presente iniciativa.
- - -

DISCUSIÓN 

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, efectuó una exposición del siguiente tenor:

 Asumiendo la necesidad de ir en apoyo de las familias de menores ingresos a fin de que éstas puedan mitigar los efectos transitorios de la inflación, se otorgará, por una sola vez, un bono especial de $20.000 que se pagará en una sola cuota en el mes siguiente al de la publicación de la ley que lo otorgue.

I. BENEFICIARIOS.

Con este bono beneficiaremos a más de 1.400.000.- familias de menores ingresos, desglosados de la siguiente manera:

1. A las familias pertenecientes al Sistema de Protección Social “Chile Solidario”.

2. A las familias perceptoras  del subsidio familiar establecido en la ley Nº 18.020.

3. A las familias perceptoras de asignación familiar y cuya renta mensual a marzo de 2008 sea igual o inferior a $250.000.

En suma, el bono beneficiará al conjunto de familias del 40 % de menores ingresos, según el siguiente desglose: 

	Beneficiarios
	N°

	Familias registradas en el Programa Chile Solidario al 31 de marzo de 2008
	            300.390 familias

	Familias perceptoras del SUF
	            515.628 familias

	Familias que perciben asignación familiar y cuya renta mensual a marzo de 2008 es igual o inferior a $250.000.- 
	            614.558 familias


El bono se pagará a quienes tengan alguna de las calidades precedentes al 31 de marzo de 2008.

II. MONTO Y PAGO DEL BONO.

El bono será de cargo fiscal  y su monto asciende a $20.000.- pagaderos por una sola vez. Éste no constituye remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no es imponible ni tributable ni está afecto a descuento alguno. 
El bono será pagado en el mes siguiente al de publicación de la ley conjuntamente con los beneficios, subsidios o remuneraciones de dicho mes.
El bono será pagado respecto de los beneficiarios de los numerales 1 y 2 precedentes por el Instituto de Normalización Provisional. 
Respecto de los beneficiarios del  numeral 3 el bono será pagado por los respectivos empleadores quienes deducirán el monto pagado por concepto del bono de las cotizaciones e impuestos que deban enterar en las instituciones de previsión con las que compensan las asignaciones familiares. De producirse saldos a favor de los empleadores, éstos  les deberán ser pagados dentro del mes calendario en que se enteraron las respectivas cotizaciones o impuestos.
Por otra parte, indicó que se concederá, por una sola vez, a los beneficiarios del llamado bono de invierno del artículo 22 de la ley N° 20.233 un bono complementario de $13.044, el que se pagará en el mes de mayo conjuntamente con el beneficio establecido en el artículo 22 de dicha ley, totalizando un monto de $50.000.
El Honorable Senador señor Gazmuri observó que el bono mencionado precedentemente se otorga a los pensionados mayores de 70 años que reciben la pensión mínima, y consultó cuántas son esas personas.

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, expresó que se trata de 700.000 personas que reciben una pensión mínima de 105.000 pesos.

El Honorable Senador señor Frei consultó cómo se define el universo de pensionados que se ve favorecido por el referido bono.

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, señaló que se trata de quienes reciben pensiones asistenciales y pensiones mínimas de $105.000 correspondientes a personas de 70 o más años.
El Honorable Senador señor Gazmuri inquirió por el costo de los mencionados bonos.

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, indicó que el bono de $20.000 cuesta 62 millones de dólares y el bono complementario al de invierno 18 millones de dólares.

El Honorable Senador señor García manifestó no estar de acuerdo en que no se incluya a los beneficiarios de las pensiones asistenciales (PASIS) dentro de los beneficiarios del bono especial de 20.000 pesos, recibiendo solamente el suplemento del bono de invierno.

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, señaló que algunos de los pensionados recibirán ambos bonos, además que los pensionados se verán beneficiados a partir del 1 de julio por el aumento introducido por la Pensión Básica Solidaria. Agregó que el espíritu del proyecto es entregar un bono a las personas que no lo tienen perteneciendo al programa Chile Solidario. Adicionalmente, se sube el monto de lo que se entiende por bajos ingresos a 250.000 pesos.

El Honorable Senador señor García sugirió aprobar la presente iniciativa y si se presenta alguna situación de injusticia que deba ser revisada se haga en los próximos días, como en su opinión ocurre con las personas que reciben pensiones asistenciales.

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, manifestó su conformidad con lo precedentemente planteado.
Sometido el proyecto a votación en general resultó aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Gazmuri.
Artículo 1°

Concede, por una sola vez, un bono especial de $20.000, que se pagará en una sola cuota, el mes siguiente al de publicación de esta ley en el Diario Oficial, junto con los subsidios, beneficios o remuneraciones, según corresponda, a las familias registradas en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario” al 31 de marzo del año 2008; a los beneficiarios de subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020; y a los trabajadores señalados en las letras a), b) y c) del artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que perciban el beneficio de asignación familiar establecido en el referido decreto con fuerza de ley y cuyo ingreso mensual a marzo de 2008 sea igual o inferior a $250.000. Para estos efectos, se considerarán ingresos mensuales los señalados en el artículo 2° de la ley N° 18.987.  

El bono especial establecido en este artículo será de cargo fiscal y se pagará a quienes tengan alguna de las calidades señaladas en el inciso precedente al 31 de marzo de 2008. 

El referido bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 

El pago de este bono especial se efectuará por el Instituto de Normalización Previsional. En el caso de los trabajadores beneficiarios de asignación familiar, el bono será pagado por el respectivo empleador, aplicándose las normas sobre pago y recuperación de las asignaciones familiares establecidas en el citado decreto con fuerza de ley N°150.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un bono especial, aun cuando revista más de alguna de las calidades indicadas para acceder al mismo. Si tuviere más de una calidad de beneficiario y una de ellas fuera ser una familia registrada en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario”, se le otorgará el bono como beneficiario de dicho Sistema de Protección.

A quienes perciban maliciosamente el bono especial que otorga este artículo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. 

Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Gazmuri.
Artículo 2°
Concede, por una sola vez, a los beneficiarios a que se refiere el artículo 22 de la ley N° 20.233 un bono complementario de $13.044.- que se pagará en el mes de mayo de 2008 conjuntamente con el beneficio contemplado en el artículo 22 de dicha ley. El bono a que se refiere este artículo será de cargo fiscal, no constituirá renta ni remuneración para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Gazmuri.
Artículo único transitorio

Dispone que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2008, se financiará mediante transferencias de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la ley de presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de la ley N° 20.232.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Gazmuri.
- - -
INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 14 de abril de 2008,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“Asumiendo la necesidad de ir en apoyo de las familias de menores ingresos a fin de que éstas puedan mitigar los efectos transitorios de la inflación, se otorgará, por una sola vez, un bono especial de $20.000.

El bono especial no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. El bono especial se pagará en una sola cuota, el mes siguiente a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, junto con los subsidios, beneficios o remuneraciones, según corresponda.

El referido bono beneficiará a:

1. Familias registradas en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario” al 31 de marzo del año 2008; 
2. Beneficiarios de subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020; 
3. Trabajadores señalados en las letras a), b) y c) del artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que perciban el beneficio de asignación familiar establecido en el referido decreto con fuerza de ley y cuyo ingreso mensual a marzo 2008 sea igual o inferior a $250.000. 
Se estima que el universo de personas a beneficiar alcanzará a más de 1.400.000 familias, lo que singnificará un costo fiscal para 2008 de $ 28.610 millones.

4. Adicionalmente, se otorgará un bono completamentario de $13.044 a los $36.956 que estableció el artículo 22 de la Ley N° 20.233. 
Se estima que el universo de personas a beneficiar por el bono complementario alcanzará a más de 700.000 personas, lo que significará un costo fiscal para 2008 de $9.130 millones.

El mayor gasto que represente la aplicación de este proyecto de ley durante el año 2008, se financiará con cargo al incremento de los ingresos provenientes de rentas de inversiones en activos financieros y se imputará al item respectivo de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.-  Concédese, por una sola vez, un bono especial de $20.000, que se pagará en una sola cuota, el mes siguiente al de publicación de esta ley en el Diario Oficial, junto con los subsidios, beneficios o remuneraciones, según corresponda, a las familias registradas en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario” al 31 de marzo del año 2008; a los beneficiarios de subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020, y a los trabajadores señalados en las letras a), b) y c) del artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que perciban el beneficio de asignación familiar establecido en el referido decreto con fuerza de ley y cuyo ingreso mensual a marzo de 2008 sea igual o inferior a $250.000. Para estos efectos, se considerarán ingresos mensuales los señalados en el artículo 2° de la ley N° 18.987.  

El bono especial establecido en este artículo será de cargo fiscal y se pagará a quienes tengan alguna de las calidades señaladas en el inciso precedente al 31 de marzo de 2008. 

El referido bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 

El pago de este bono especial se efectuará por el Instituto de Normalización Previsional. En el caso de los trabajadores beneficiarios de asignación familiar, el bono será pagado por el respectivo empleador, aplicándose las normas sobre pago y recuperación de las asignaciones familiares establecidas en el citado decreto con fuerza de ley N°150.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un bono especial, aun cuando revista más de alguna de las calidades indicadas para acceder al mismo. Si tuviere más de una calidad de beneficiario y una de ellas fuera ser una familia registrada en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario”, se le otorgará el bono como beneficiario de dicho Sistema de Protección.

A quienes perciban maliciosamente el bono especial que otorga este artículo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. 

Artículo 2°.-  Concédese, por una sola vez, a los beneficiarios a que se refiere el artículo 22 de la ley N° 20.233, un bono complementario de $13.044.- que se pagará en el mes de mayo de 2008 conjuntamente con el beneficio contemplado en el artículo 22 de dicha ley. El bono a que se refiere este artículo será de cargo fiscal, no constituirá renta ni remuneración para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

Artículo único transitorio.-  El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2008, se financiará mediante transferencias de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de la ley N° 20.232.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 16 de abril de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores José García Ruminot  y Jaime Gazmuri Mujica. 


Sala de la Comisión, a 16 de abril de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES CHADWICK, ESPINA, GÓMEZ Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO CIVIL CON EL OBJETO DE ESTABLECER MECANISMOS CORRECTIVOS PARA EL CASO DE RECONOCIMIENTOS DE PATERNIDAD INDEBIDOS

(5825-07)

Honorable Senado:

La opinión pública ha conocido, por medio de programas periodísticos difundidos por la televisión nacional abierta, el caso de una madre cuyo hijo fue reconocido, de forma indebida e inconsulta, por un hombre que no tenía vínculo alguno con el niño. 

Esta situación ha colocado la atención de la ciudadanía en el mecanismo actual de reconocimiento voluntario de paternidad.

Al respecto, el artículo 184 del Código Civil establece una presunción de paternidad respecto de los hijos de mujeres casadas o recientemente separadas o viudas, que regula y protege de forma eficaz a los niños y niñas nacidos en alguno de estos casos.

Pero la situación de los niños y niñas nacidos fuera del matrimonio es muy distinta, ya que, por regla general, en esos casos sólo está establecido a ciencia cierta el vínculo materno, toda vez que la mayor parte de los nacimientos en Chile cuentan con la intervención de profesionales de la salud, que para estos efectos son ministros de fe.

Al respecto, hay que tener en cuenta que, según datos aportados por el Profesor de Derecho Civil de la Universidad de Chile, señor Mauricio Tapia, hasta el 54% de los hijos nacidos anualmente en nuestro país lo son fuera del matrimonio. Estos niños y niñas no gozan de la presunción de paternidad establecida para los hijos nacidos en el matrimonio y, muchas veces, sus madres deben forzar tal reconocimiento, persiguiendo judicialmente al padre biológico para obtener, en una sentencia, la determinación de la filiación y el cumplimento de los deberes y cargas patrimoniales y personales que el estado civil impone a los padres a favor de sus hijos.

En este esquema, históricamente la ley ha facilitado el reconocimiento voluntario de los niños y niñas nacidos fuera del matrimonio, ya que mediante este reconocimiento voluntario el padre que lo hace asume voluntariamente, a favor del niño o niña, importantes y extensos deberes y cargas patrimoniales y personales, que sólo van en beneficio de los menores. Por ello, y tal como señala el profesor Tapia, la ley chilena y la doctrina comparada consideran al reconocimiento voluntario como un acto jurídico unilateral que requiere sólo una declaración formal por parte del padre ante el funcionario público que señale la ley (oficial del registro civil o notario), e incluso admite que dicha declaración se haga en el testamento de quien la otorga. Este reconocimiento permite mejorar la situación afectiva, personal y material del menor, integra a otro adulto a las personas que están obligadas a velar por su bienestar y, a la larga, permite que el reconocido participe de la herencia de quien hizo el reconocimiento.

Como todo derecho establecido en la legislación, puede darse un uso abusivo del mismo, que en este caso ocurre cuando un tercero, sin tener relación alguna con el menor en cuestión, lo reconoce, movido por fines torcidos. Por ello, el legislador ha contemplado un mecanismo correctivo consistente en la acción de repudiación, que, según lo señalado por el profesor Tapia, consiste en el derecho del menor de rechazar la filiación reconocida a su favor, una vez que haya alcanzado la edad adulta, mediante una escritura pública que no requiere expresión de causa y produce efectos desde que se subinscribe al margen de la inscripción de nacimiento. Este derecho también puede ser ejercido por los herederos del menor, si muere antes de ser mayor de edad.

El inconveniente de este mecanismo es que requiere que el menor reconocido alcance la mayoría de edad para revertir el reconocimiento espurio efectuado, por lo que es necesario establecer algún mecanismo que permita resolverlo con la oportunidad necesaria. 

Con todo, no hay que perder de vista que en la inmensa mayoría de los casos el reconocimiento voluntario de paternidad va en directo beneficio del niño o niña reconocido. Al respecto, el artículo 3, 
Nº 1, de la Convención de los Derechos del Niño, publicada en el Diario Oficial el 27 de septiembre de 1990, expresamente señala que:

“Artículo 3

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño.”.
La disposición antes citada implica, para el caso en comento, que no corresponde establecer más requisitos que dificulten el reconocimiento voluntario, como sería exigir una prueba biológica al que lo formula, porque dicha prueba sólo puede apreciarse debidamente en sede judicial. Tampoco corresponde tornar la naturaleza jurídica del reconocimiento en un acto jurídico bilateral, que requiera la participación de la madre o del menor, por las siguientes razones:

· Respecto de la madre, no debe olvidarse que estos reconocimientos se dan fuera del matrimonio, por lo que puede que no exista vínculo alguno entre los progenitores o incluso ellos pueden ser de naturaleza conflictiva.

· Respecto del menor, no hay ningún fundamento que justifique que un incapaz para celebrar actos y contratos y para disponer patrimonialmente, sea capaz de aceptar o rechazar un reconocimiento de paternidad, que tiene efectos mucho más profundos y delicados que los actos que le están vedados.

Por esto, impulsar alguna medida que torne en bilateral el reconocimiento de paternidad no es conveniente, ya que provocaría, en definitiva, una disminución del número de hijos reconocidos voluntariamente, contradiciendo una larga tradición del derecho civil, que ha tendido progresivamente a facilitar y volver más expedito el trámite del reconocimiento voluntario.

Para solucionar entonces el inconveniente planteado con el mecanismo actual de la repudiación, el presente proyecto propone mantener el carácter de acto unilateral del reconocimiento voluntario de paternidad pero, en caso que éste sea hecho con fines espurios, por quien no es el padre biológico del menor, se otorga el derecho a repudiar el reconocimiento de paternidad dentro del año siguiente a que se tenga noticia de él, a quien sea el primer progenitor que reconoció al menor, que, como antes se señaló, es en la gran mayoría de los casos la madre. Paralelamente, quien hizo el reconocimiento de paternidad y se ve enfrentado a esta repudiación tendrá derecho a exigir que se mantenga su reconocimiento, demandado en los tribunales mediante las acciones comunes de reclamación de filiación, que establecen los artículos 205 y siguientes del Código Civil. Finalmente, el uso abusivo de este derecho hará responsable a su autor de todos los perjuicios que su acto haya causado.

En consideración de lo anterior los autores de la moción proponemos el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

Agréguese el siguiente inciso quinto  al artículo 191 del Código Civil, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo, a ser sexto, séptimo y octavo, respectivamente:
“El padre o madre que ha reconocido al hijo menor podrá, extraordinariamente, repudiar en su nombre la nueva filiación que pretenda establecerse conforme al artículo 187, invocando la ausencia de vínculo biológico de quién hace el nuevo reconocimiento con el niño o niña reconocido. Esta repudiación deberá efectuarse dentro de un año contado desde que el padre o madre que repudia haya tenido conocimiento del reconocimiento. En tal caso, la filiación repudiada podrá ser reclamada por el padre o madre que había reconocido voluntariamente al hijo, aplicándose las disposiciones contenidas en las acciones de reclamación previstas en el párrafo 2 del Título VIII de este Libro Primero del Código Civil. El ejercicio manifiestamente abusivo o injustificado de esta repudiación hará responsable al padre o madre que repudió de los perjuicios que de ello se deriven.”.
(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Pedro Muños Aburto, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA ACTIVIDAD DE LOS INVESTIGADORES PRIVADOS

(5826-07)

Honorable Senado:

I. Introducción

Investigador privado es toda persona que individualmente o asociada a otra u otras, o asignando a éstas sueldo fijo o participación, efectúe por sí o por medio de aquéllas, investigaciones, o cualquier otro trabajo encaminados a proporcionar informes comerciales o sobre la solvencia, antecedentes familiares o sociales, conducta, actividades, etc., de una persona y la localización de personas o cosas
. 

Su actividad es similar a la de las policías, pero ejercida por personas sin investidura pública, por lo que su regulación legal es urgente, dado que constituyen una “tierra de nadie”. 

La prensa ha hecho desfilar en su crónica roja, así como en las páginas de economía y política, casos de homicidio, espionaje industrial y político en los cuales han estado involucrados “investigadores privados”

II. Actividades de Investigadores Privados: 
Los Investigadores privados se dedican especialmente a indagar: 

· Infidelidades

· Protección

· Vigilancia

· Infiltramiento
· Búsqueda de objetos

· Búsqueda de personas
· Misiones especiales

En estos momentos, se contratan investigadores privados para revisar los historiales de aspirantes, empleados y clientes de todo tipo por varias razones que varían dependiendo del tipo de trabajo. Entre las informaciones más buscadas encontramos: 

	Historial de crédito
	Educación
	Nivel de ingreso

	Historial automovilístico
	Vehículos
	Historial criminal

	Bancarrota
	Referencias
	Historial médico

	Propiedades
	Historial militar
	Licencias

	Exámenes antidoping
	Empleos pasados
	Referencias personales

	Historial de acoso sexual
	Platicas con vecinos
	


III. Legislación relevante: 

La labor del investigador privado no es una actividad prohibida. Se encuentra amparada en la misma Constitución, en el artículo 19 Nº 21, que consagra el derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen. Justamente, las limitaciones a este derecho son las que fundamentan cada una de las disposiciones de este proyecto de ley.

Cabe señalar que en Chile no hay legislación específica sobre investigadores privados, y es por eso que sólo podemos acudir al derecho comparado para indagar en la normativa relevante para esta actividad. 

IV. Investigadores y Reforma Procesal Penal
: 

a) Razones de su inclusión: Investigadores privados son contratados por la Defensoría Pública o abogados particulares. 

La Defensoría Pública, considera que toda persona imputada tiene derecho a contar con una investigación propia. La víctima de los delitos tiene la suya. 

Los Investigadores, bajo el mando de la Defensoría, tratan de equilibrar la balanza de la justicia en un sistema donde la batuta investigativa la lleva el fiscal.

No obstante, sigue existiendo una desigualdad evidente: Por ejemplo, la defensa no tiene ninguna autoridad para obligar a alguien a comparecer como testigo, que es distinta a la persecución penal [fiscalía y policía] que sí pueden obtener forzadamente la declaración de un testigo al citarlo a declarar al tribunal.
b) Rol procesal: La responsabilidad de los investigadores no termina en las diligencias. Además deben testificar en los juicios, por lo que algunos se han convertido en verdaderos peritos. 
c) Nº de casos en que han intervenido: En el año 2004, la Defensoría Pública asumió la representación de 45 mil 20 imputados y de ellos, sólo en el 1,5% de los casos [654] tuvo la necesidad de contratar a un investigador privado. En ellos, consiguieron pruebas para rebajar las penas o absolver a los acusados
.

d) Listado de peritos: En la Defensoría Penal cuentan con un listado confidencial de peritos [569 nombres] que se han ido registrado en su base de datos a través de internet. Esta es la única fuente oficial de especialistas para cooperar con la defensa de los imputados. Algunos de ellos, no se sabe cuantos, son investigadores privados. 
De esta nómina, los defensores pueden elegir a quienes les ayudarán a recabar datos y elaborar una investigación propia para rebatir a los fiscales
. 
Como los expertos son escasos, la lista tiene carácter nacional. Por ejemplo, si en Coyhaique requieren de un investigador les aparece que el más cercano está en Puerto Montt.

e) Requisitos para ser perito investigador-privado: 
La Defensoría Penal exige requisitos mínimos para la participación de los investigadores privados en el proceso penal.

· el más importante es la experiencia, 

· estudios de criminalística, 

· conocimiento forense 

· buenas calificaciones en sus trabajos anteriores. 

· Generalmente son ex carabineros o ex detectives.
f) Controles: Uno de los controles actuales más importantes son las mismas normas de la prueba procesal. El Código Penal establece que si se contravienen ciertas normas esas pruebas pueden ser excluidas dado que provienen de actuaciones ilícitas. Además, hay una instancia que se llama audiencia de preparación de juicio oral en donde se permite la posibilidad de excluir pruebas cuando provienen de actuaciones ilícitas o si son obtenidas con inobservancias de garantías fundamentales
. 

g) Costos: Los costos económicos de las investigaciones son generalmente altos. Con la experiencia de estos cuatro años de reforma en varias regiones del país se han ido estandarizando los precios de las pericias. 
V. Conductas de Investigadores Privados reñidas con la Ley: 
La actividad del investigador privado se desarrolla en la peligrosa frontera entre la ley y la ilegalidad. Un detective privado por desconocimiento o negligencia podría cometer varios ilícitos, como por ejemplo: 
· porte ilegal de armas

· intervención de teléfonos

· usurpación de nombres y de profesiones

· invadir bases de datos confidenciales (delitos informáticos).

· Extorsión o chantaje

· Fraude

VI. Propuesta para Chile: 
En virtud de los casos que aporta la prensa, creemos que los investigadores privados deben ser contratados con mucho criterio, a efectos de su incluso su cliente no se vea envuelto en actividades ilícitas. Primero veremos recomendaciones de criterio para su contratación, y luego recomendaciones para normar su actividad. 
1. Recomendaciones de criterio: 

a) No contratar a personas que se anuncian sin proporcionar un domicilio o cuyo único contacto es a través de un teléfono celular.

b) Nunca proporcionar datos personales, a menos que sea estrictamente necesario para la investigación.

c) Desconfiar de aquellos investigadores que ofrecen sus servicios a precios muy bajos. Un investigador privado confiable cobra la cantidad de dinero suficiente para los gastos elementales cuando se sigue a una persona
.
2. Propuesta de legislación: 
A nuestro juicio, estas son las principales propuestas que podemos ver en materia de legislación reguladora: 

a) Quórum: La legislación reguladora de garantías constitucionales debe aprobarse por ley de quórum calificado (50% + 1 de los votos de los parlamentarios). Si agregamos las normas que impliquen la regulación de órganos públicos, tenemos que estas deben ser aprobadas como leyes orgánicas constitucionales (4/7 de los votos del Congreso).
b) Órgano regulador y fiscalizador: Creemos que ya existe un sistema se control probado en el mundo, que es similar al de la Ley de Vigilantes Privados D.L. 3607, Ley de Vigilantes Privados. Los vigilantes privados y guardias de seguridad, tiene un régimen de autorización de funcionamiento, supervigilancia y regulación a manos del OS-10 de Carabineros de Chile. En algunos países, los guardias de seguridad y los vigilantes privados son regulados incluso en una misma ley. Por ejemplo, ello ocurre con la Ley de Vigilancia y Seguridad Privada de Ecuador No. 2003-12, de 22 de Julio del 2003
, regula a los vigilantes e investigadores privados en una misma ley. Lo mismo ocurre en Costa Rica, mediante el Decreto Legislativo Nº8395 sobre servicios de seguridad privados
.

Proponemos: 

· Sólo podrán ejercer la actividad quienes se encuentren autorizados por la autoridad pública, la cual será concedida por decreto que llevará las firmas de los Ministros del Interior y de Defensa Nacional, previo informe favorable de la respectiva Prefectura de Investigaciones. 

· En la autorización se fijarán las condiciones de desarrollo de la actividad de acuerdo a la ley y al reglamento.

· Ejercer la actividad sin los permisos correspondientes, constituirá delito penal.  Cualquier infracción a las condiciones impuestas por la autorización de funcionamiento y operación, así como a instrucciones de procedimiento, se deberá sancionar con una multa respectiva. Si estas infracciones, además, constituyen delitos, se sancionará la conducta penalmente en conjunto con la multa. 

Lamentablemente, las funciones de los servicios públicos sólo pueden regularse por Ley presentada por el Ejecutivo. Ante tal inhibición constitucional, no nos queda más que cercenar el proyecto en lo que requiera de la función pública de supervigilancia, en la espera que durante la tramitación de este proyecto el Ejecutivo presente la indicación que corresponda. 
c) Requisitos de las empresas de Investigadores privados: 

i.    Contar con personalidad jurídica. 

ii.   Contar con las autorizaciones respectivas. 
iii.  Ingresar al Registro respectivo (de empresas como de investigadores privados)

iv.  Acreditar la idoneidad cívica, moral y profesional de sus dueños y personal.
v.   Contratar un seguro de vida en beneficio del personal.

vi.  Disponer de las instalaciones físicas y técnicas propias suficientes para el desarrollo de su actividad y de las capacitaciones respectivas.
viii. Cumplir las instrucciones sobre de procedimiento impartidas por la respectiva Prefectura de Investigaciones (por ejemplo, reportes periódicos)
d) Inhabilidades: 

· No podrán ejercer la actividad ex funcionarios de Carabineros e Investigaciones por delitos de cohecho, narcotráfico, ni procesados o condenados con pena aflictiva (3 años y un día). 

· Tampoco podrán ejercer de investigadores privados los ex-miembros de la Fuerza Pública que hayan sido dados de baja por la comisión de infracciones debidamente comprobadas por los órganos competentes, y que comprometan gravemente su idoneidad moral, de acuerdo al Reglamento.

· Tampoco podrán sostener estas empresas ni ser sus socios las autoridades del Poder Legislativo, Judicial y Ejecutivo, ni miembros en servicio activo de las FFAA y de Orden e Investigaciones de Chile. 

e) Normas de procedimiento y prohibiciones:

Un Reglamento determinará, con carácter obligatorio, los requisitos y modalidades a que deberá sujetarse la organización y el funcionamiento de dicho servicio (por ejemplo, notificar cambios de personal, inspección de instalaciones, uso de credenciales y de útiles y artefactos electrónicos de investigación).

En estas normas se contemplará una lista de derechos y obligaciones (respetar la ley y la intimidad de las personas, colaborar con la justicia y las policías, denunciar delitos de que tenga noticia, etc.) del investigador privado y de las empresas. 
f) Delitos específicos y agravantes especiales:

· Delito de desarrollar la actividad sin los permisos respectivos.

· Delitos contra la privacidad, seguridad, libertad y honor de las personas (Detener, aprehender, interrogar, requisar o, de cualquier manera, privar de la libertad a una persona de manera ilegal; Poseer, portar o usar armas y municiones prohibidas por el ordenamiento jurídico, así como portar armas permitidas sin inscribir o sin el permiso correspondiente; Violentar el derecho al honor, la intimidad personal y la integridad física, así como la propia imagen; Interceptar o captar el contenido de comunicaciones sean postales, telefónicas, telegráficas, radiofónicas, por télex, facsímil o cualquier otro medio de transmisión de cosas, voces, imágenes o datos a distancia; Aparentar o suplantar la función que desempeñe la autoridad judicial o administrativa, o interferir en tal función, etc.)

Por tanto, propongo el siguiente ,

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1: Investigador privado es toda persona que individualmente o asociada a otra u otras, o asignando a éstas, efectúe por sí o por medio de aquéllas, investigaciones, o cualquier otro trabajo encaminados a proporcionar informes comerciales o sobre la solvencia, antecedentes familiares o sociales, conducta, actividades, u otros, de una persona, la localización de personas o cosas, y que en general, deba indagar en la vida privada de terceros para ello
. 
Artículo 2: Todo investigador privado deberá cumplir los siguientes requisitos:
a)
Ser mayores de 18 años 

b)
Ser egresados de la Enseñanza media.

c)
No haber sido condenados a pena aflictiva. 

d)    Demostrar idoneidad moral para desempeñar el cargo, de acuerdo al Reglamento. 

e)
Aprobar el curso básico de capacitación impartido por una entidad competente. 
f)
Aprobar el respectivo examen psicológico emitido por un profesional competente.

  g)    Obtener autorización de la autoridad competente, previa solicitud formal, si pretende actuar en solitario.
Las mismas obligaciones, salvo las de la letra g), deberá cumplir el personal administrativo de las empresas de investigación privada.
Artículo 3
: Cuando dos o más personas naturales pretendan desempeñar la  actividad de investigación privada permanentemente, deberán constituir una persona jurídica con fines de lucro. 

Las personas jurídicas se dediquen a estas actividades deberán cumplir los siguientes requisitos: 

a)  Contar con la autorización por la autoridad competente, que fijará las condiciones de funcionamiento. 
b) Establecer y llevar un registro del personal, armas, municiones y equipos para desarrollar la labor investigativa, sean de su propiedad o de los investigadores y su personal administrativo, los que deberán ser permanentemente actualizados, debiendo dar aviso de sus modificaciones dentro del plazo de 10 días como máximo.  Estos registros serán públicos. La obligación establecida en esta letra, también se aplicará a los investigadores personas naturales.

c)
Notificar en el mismo plazo de la letra anterior, cualquier cambio en su personal, oficinas, sucursales e instalaciones.

d)
Informar de inmediato a la autoridad competente, sobre los actos ilegales que cometa el personal en el desempeño de su actividad. 

e) Reportar por escrito y de inmediato a la autoridad competente, todo hecho delictivo del cual tengan conocimiento.  
f) Asegurar y mantener la idoneidad cívica, moral y profesional, de su personal, de acuerdo al Reglamento;  
g) Contratar un seguro de vida en beneficio del personal investigador, en la forma que establezca el reglamento; 
h) Disponer de las instalaciones físicas y técnicas propias para capacitación y adiestramiento; 
i)  Identificar ante la autoridad judicial y administrativa que lo inquiera, los lugares donde el investigador o investigadores cumplan su cometido, el número asignado a los mismos, su identidad, y fines.
Los investigadores privados tendrán la calidad de trabajadores dependientes de la entidad en que presten sus servicios de tales y se regirán por el Código del Trabajo, cualquiera sea la naturaleza jurídica del organismo que los contrate. 
Artículo 4: No podrán desempeñar la actividad de investigador privado: 

a) Ex funcionarios de las Fuerzas de Orden y Seguridad Públicas, condenados por delitos de cohecho, narcotráfico, violencia innecesaria, apremios, ni procesados, formalizados o condenados a pena aflictiva.

b) Ex funcionarios de las Fuerzas de Orden y Seguridad Públicas, que hayan sido dados de baja por la comisión de infracciones a sus reglamentos institucionales, debidamente comprobadas por los órganos competentes, y que comprometan gravemente su idoneidad moral, de acuerdo al Reglamento.

c) Autoridades, dependientes de autoridades, y funcionarios o dependientes del Poder Legislativo, Judicial y Ejecutivo, ni miembros en servicio activo de las FFAA y de Orden e Investigaciones de Chile. 
Artículo 5: Las personas nombradas en el inciso final del artículo anterior estarán inhabilitadas de tener la calidad de socios o miembros de una persona jurídica dedicada a prestar servicios de investigaciones privadas. 

Artículo 6: 
Los investigadores privados deberán:

a)
Auxiliar a las fuerzas de policía, previo requerimiento expreso de la autoridad competente, sea administrativa o judicial.  

b)
Denunciar ante la policía, a los fiscales, o a la autoridad judicial competente, la comisión de los hechos punibles que conozcan en el ejercicio de sus labores.

c)
Exhibir la credencial que los identifica como investigadores privados de acuerdo al Reglamento. En la credencial deberá consignarse el nombre completo, el cargo ostentado y una fotografía. 

d)
Inscribirse en el registro de agentes de seguridad privados.

Artículo 7: Las personas naturales o jurídicas que presten los servicios descritos en el artículo 1, deberán presentar una solicitud de autorización ante la autoridad competente, con el siguiente contenido:

a)
En el caso de las personas naturales, contendrá todos los antecedentes para su perfecta identificación.


En el caso de las personas jurídicas, la solicitud contendrá la razón o denominación social, el RUT de la persona jurídica y el domicilio, así como el todos los datos necesarios para identificar a su representante legal. También deberán presentar una presentar el registro de accionistas vigente, y que el objeto social es compatible con las actividades de seguridad privada.

b)
Indicar el tipo de servicios que prestará el solicitante.

c)
El programa de capacitación y adiestramiento que recibirá el personal.

  d)
Nómina del personal de seguridad y administrativo con sus calidades, así como el inventario del armamento y del equipo de seguridad con que se cuenta en ese momento.

e)
Adjuntar constancia de antecedentes penales del personal administrativo y de seguridad, así como de los accionistas si se trata de una empresa.

f)
Acreditar el pago de los derechos provisionales y las cotizaciones de salud de las personas sometidas a su dependencia, o el pago de los mismos en caso de que el solicitante sea una persona natural. 

La misma obligación deberán cumplir cada dos años las personas jurídicas que hayan sido autorizadas anteriormente.

Todos estos antecedentes deberían estar dispuestos a su exhibición a la autoridad competente en cada sede de las personas autorizadas.
Artículo 8: Prohíbese a las personas jurídicas y a los investigadores privados:

a)
Enajenar las acciones de las empresas autorizadas a personas no autorizadas.

b)
Privar de la libertad a una persona, salvo las hipótesis de arresto civil.  

c)
Realizar interrogatorios y ejercer coerción física o psicológica sobre las personas.

d)
Prestar el servicio de seguridad privada, aunque la autorización de funcionamiento se halle suspendida o cancelada.

e)
Violar el derecho al honor, a la libertad, la intimidad personal y la integridad física o psíquica, así como la propia imagen.

f)
Interferir en las funciones de la autoridad policial, judicial y la de los fiscales del Ministerio Público

Artículo 9: El que emprendiere la actividad de investigador privado, sin la autorización de la autoridad competente, será sancionado con la pena presidio menor en sus grados mínimo a medio, con multa de doscientas a mil Unidades Tributarias Mensuales, y con la pena accesoria de inhabilitación perpetua para desempeñar las labores que requieren de la autorización para ejercer la actividad. En el mismo delito incurrirán quienes debiendo operar como persona jurídica lo hacen como personas naturales, autorizadas o no. Este delito será de conocimiento de la justicia ordinaria. 

Quien viole lo dispuesto en los artículos 2, 3, 4 y 5, será sancionado con una multa de 5 a 500 UTM, a beneficio fiscal.

Artículo 10: El Reglamento respectivo abundará en los requisitos establecidos e esta ley para el ejercicio de la actividad, así como sobre el modus operandi de los investigadores privados en sus tareas investigativas. 

Las modalidades de investigación deben ser ajustadas a estándares de derechos humanos, y respetar las garantías fundamentales reconocidas en la Constitución Política, en especial las referidas al respeto al derecho a la intimidad, libertad, integridad física y psíquica, y a la inviolabilidad del hogar.

El Reglamento, como mínimo, fijará los criterios generales, con la participación de organismos académicos de derechos humanos, para considerar legítima o ilegítima la invasión a la intimidad de las personas sometidas a una investigación privada. 

La violación al Reglamento en este ámbito, será sancionada con una multa de 5 a 100 UTM, dobladas en caso de una segunda infracción, y cancelación de la autorización de ejercicio de la actividad, en la tercera falta.

Asimismo, el investigador que cometa alguno de los delitos establecidos en el Párrafo 8, del Título IV del Libro II del Código Penal, o de la Ley de Control de Armas, o que atente contra los bienes jurídicos intimidad, integridad física de las personas y su libertad, será sancionado con un grado más de pena,  e inhabilidad de 1 a 5 años en el ejercicio de la actividad, más la inhabilitación temporal de uno a 5 años, o perpetua en los casos más graves. 

Artículo 11: Toda otra infracción a la presente ley o su Reglamento no sancionada específicamente, será sancionada con una multa de 5 a 200 UTM, dobladas en caso de reincidencia y cancelación de autorización a la tercera infracción.

Si una persona natural o jurídica regulada por esta ley acumula tres infracciones en el plazo de un año, se le suspenderá su autorización por el lapso de seis meses. Si acumula seis, se le cancelará su personalidad jurídica.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, POR MEDIO DE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE DELITOS COMETIDOS RESPECTO DE MONUMENTOS NACIONALES 

(5827-04)

Honorable Senado:

1. La destrucción y robo del Patrimonio nacional: 

Los casos de robo, hurto, daño o alteración de monumentos nacionales no son extraños en sus diversas categorías como los monumentos públicos, las zonas típicas, los monumentos históricos, arqueológicos o los santuarios de la naturaleza. De hecho, ya en el año 2004 presentamos un proyecto de ley que endurecía el régimen aplicable a las penas ante estos delitos. 

a) Caso de febrero de 2004

El diario La Tercera del día Jueves 26 de febrero de 2004, señaló que el turista italiano Emanuelle Puntoni, de 32 años, “arriesga una pena de presidio de hasta cinco años y una multa de 15 UTM, tras ser sorprendido rayando un moai ubicado en la zona arqueológica de Rano Raraku, en Isla de Pascua”
. Fue sorprendido en dichos actos por los guardaparques de Conaf, por lo que debió presentarse ante el fiscal local, Oscar Santelices. Para evitar el juicio oral, el sistema judicial conmutó la pena aflictiva a cambio de que pida perdón público, a través de la señal de televisión isleña. 

Mientras el diario Las Ultimas Noticias  del día Sábado 28 de febrero de 2004, expuso que Puntoni adviertió “yo no soy un vándalo” y recalcó que nunca pensó que causaría tal escándalo, ya que en la zona no divisó alguna señalización que prohibiese constatar la dureza del material. Para el irresponsable turista “Este asunto se exageró demasiado, yo no escribí absolutamente nada, hice sólo una señal larga de 3 centímetros y medio milímetro de profundidad, una cosa muy poca que basta una lluvia y no se verá más”, Luego señaló que “Claramente éstas ya no son vacaciones, sino algo que me tiene intranquilo, estoy gastando dinero por nada, no estoy pasando bellos días acá”. 


Ante la consulta del periodista acerca de cuándo iba a redactar la carta de disculpa para el pueblo Rapa Nui, el turista declaró  “Aún no sé cuándo la escribiré, pienso que antes de partir el 6 de marzo, pero no sé si lo haré, porque pienso que el tema ya está resuelto”
.

b)
Caso diciembre de 2006

Enrique Shmidt Meier de 76 años, fue sorprendido golpeando con una piedra la espalda de uno de los Moais por un guía turístico en las cantera del volcán Ranu Raraku, en Isla de Pascua. Ante las autoridades, señaló que lo que hizo fue “una demostración hacia su señora del tallado que realizaban los antiguos rapa nui para realizar estas majestuosas esculturas”
. 

Se decretó un arraigo contra esta persona, y se le aplico el procedimiento de rigor por el delito de destrucción y alteración de monumentos nacionales, cuyas penas van de 541 días a cinco años de cárcel o el pago de 50 a 200 UTM. 

c)
 Caso marzo de 2008: 

A fines de marzo de 2008, la prensa informó que el turista finlandés Marko Kulju, de 26 años, fue detenido en la isla de Pascua por “haberle arrancado una oreja a un moai con la intención de llevarlo de recuerdo a su país, acción que puede significarle una condena debido a que viola la ley de Monumentos Nacionales” comparecerá este martes ante la justicia chilena, arriesgando pena de prisión y el pago de una multa por el hecho. 

El turista fue “sorprendido el pasado domingo por una lugareña cuando arrancaba la oreja al gigantesco moai situado en la playa Anakena, huyó sin la pieza, pero la mujer igualmente hizo la denuncia a la policía y Kulju fue detenido este lunes. "Él señaló que la estatua le pareció majestuosa y por eso quería llevarse un recuerdo a su país", explicó al diario el jefe policial
. 
2. La apropiación y destrucción de los bienes culturales 

El artículo 38 de la Ley 17.288, tipifica el delito de destrucción o perjuicios a monumentos nacionales. En la medida que el saqueo destruya o provoque perjuicios al sitio sería aplicable este tipo penal. Se establecen penas de cárcel, que van desde 61 días, hasta 5 años, dependiendo de la magnitud del daño. 

Tal como señalábamos en un proyecto de ley que presentamos el año 2004, “Lamentablemente, esta norma no ha sido suficientemente disuasiva para quienes cometen los delitos de robo, daño y destrucción o alteración de los monumentos nacionales”
. 

Los fiscales y los jueces tienden a ver a la destrucción de bienes culturales como un mal menor, un delito que protege un bien jurídico poco relevante, comparados con otros protegidos en el Código Penal. 

Como señala la página web del Consejo de Monumentos Nacionales, el valor de los bienes culturales es: 

“Valor Estético: incluye aspectos de percepción sensorial para lo cual se deben establecer criterios que pueden incluir consideraciones de forma, escala, color, textura y materialidad.


Valor Histórico: abarca la historia de la estética, de la ciencia o de la sociedad, por lo tanto, está relacionado con el resto de los valores. Un lugar u objeto puede tener valor histórico porque ha influido o ha sido objeto de la influencia de un evento o personaje destacado.


Valor Científico: el valor científico o potencial de investigación de un lugar u objeto dependerá de la importancia de la información que en él exista, de su rareza, su calidad y su capacidad representativa.

Valor Social: abarca las cualidades por las cuales un lugar u objeto se ha convertido en un foco de sentimientos espirituales, nacionales, políticos o culturales para un grupo humano”
.

Es por ello que las agravantes deben considerar esta perspectiva no pecuniaria, sino extra patrimonial colectiva, que compromete los valores materiales e inmateriales de la nación, y de las posibilidades de rastrear nuestro pasado. 

3. Propuesta legislativa: 

La Ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, sanciona los delitos de alteración y daño, así como la apropiación de un monumento nacional, constitutiva de los delitos de usurpación, hurto, robo con fuerza en las cosas, o robo con violencia o intimidación en las personas, así como su receptación. 

Pretendemos reeditar la idea de que estos delitos no sólo  tienen por fin proteger el bien jurídico propiedad, sino que la especificidad de los objetos involucra bienes jurídicos distintos, como la protección de la diversidad cultural, la preservación de la cultura en general, y eventualmente la libertad religiosa. 

Ello debe quedar en evidencia mediante agravantes especiales, las que no perjudicarán en lo más mínimo a las agravantes generales. Las especiales dirán relación con la salida al extranjero de los bienes sustraídos, así como a los valores religiosos o culturales que se hayan perjudicado. 

Asimismo, se prohibirá la aplicación de atenuantes calificadas, y se penarán como consumados los delitos nombrados, aunque hayan sido cometidos hasta el grado de tentativa. 

Las anteriores propuestas están incluidas en un proyecto más grande, que aborda por primera vez en Chile la existencia de patrimonio material e inmaterial indígena, pero queremos reponer aquí en el Senado, con la propuesta que viene a continuación.

Finalmente, para efectos de limitar la suspensión condicional del procedimiento penal (procedimiento en virtud del cual se suspende la pena mediante el cumplimiento de ciertos compromisos, lo que ha equivalido a reemplazar la pena por trabajos comunitarios, por ejemplo), se ha establecido un procedimiento especial de sometimiento de la decisión del fiscal a cargo a la decisión del fiscal regional, previa consulta al Consejo de Monumentos Nacionales o a la CONADI en su caso. Esto último parece razonable de estatuirse, en tanto creemos que existe una subvaloración de social y normativa de los monumentos nacionales, lo que ha resultado en una excesiva ligereza al aplicarse el procedimiento de las suspensiones condicionales.

Por tanto, vengo en proponer el siguiente,
PROYECTO DE LEY
Artículo 1: Agrégase el siguiente artículo 38 ter a la Ley N°17.288, sobre monumentos nacionales: 

“Constituirán agravantes especiales de los delitos relativos a los monumentos nacionales: 
a) Que el daño, alteración o sustracción recaiga en objetos o lugares utilizados para ceremonias religiosas, o sean considerados sagrados. 

b) Que los objetos sustraídos sean destinados a salir o salgan efectivamente del país a cualquier título. 

No será aplicable el artículo 68 bis del Código Penal en la determinación de fijar la pena en los delitos de que trata este artículo. 


Al aplicar el artículo 69 del Código Penal, el juez tendrá especial consideración a la especificidad del bien jurídico afectado, y no sólo a las meras consecuencias pecuniarias de los mismos. Así, deberá atender al impacto cultural del delito; a la pérdida de valores estéticos; a la pérdida de información científica o cultural; al eventual carácter único de la pieza u objeto destruido o sustraído; al sentimiento religioso afectado con ello; al eventual entorpecimiento de festividades o ceremonias colectivas tradicionales, locales o indígenas; a los perjuicios turísticos irrogados, entre otros. 

"Asimismo, el artículo 14 de la Ley N° 16.441 de 01 de marzo de 1966, se aplicará, respecto de delitos que tengan por objeto material a monumentos nacionales, sólo a quienes no cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 13 de la misma ley".
Artículo 2º: Insértase el siguiente nuevo inciso 4° al artículo 237 del Código Procesal Penal, modificándose la ordenación correlativa de los actuales:

"Tratándose de imputados por delitos establecidos en los artículos 38 y 38 bis de la Ley N° 17.288, y otros que afecten a monumentos nacionales, el fiscal deberá someter su decisión de solicitar la suspensión condicional del procedimiento al Fiscal Regional, previa consulta al Consejo de Monumentos Nacionales, a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y a las comunidades indígenas afectadas cuando el monumento nacional tenga ese origen".
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH Y SABAG, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE AMPLÍA PLAZO PARA COMUNICACIÓN DE MENSAJES RADIALES EN PROCESO DE OBTENCIÓN DE DERECHOS DE AGUA

( 5828-09)

Honorable Senado:

Considerando:

1.-
El que muchos pobladores rurales han recibido apoyo técnico por parte de Municipios o por motivación propia para obtener derechos de agua, al hacerse conscientes del valor de ésta o del riesgo de que otros los soliciten y los estén utilizando.

2.-
El que la Ley N° 20.017, que modificó el DFL 1122/81, Código de Aguas, incluyó la obligatoriedad de complementar las publicaciones en diarios mediante mensajes radiales, que es la forma en que realmente los pobladores rurales se enteran de las peticiones de derechos de aguas que les puedan afectar.

3.-
El que los mensajes tienen bajo costo y son complementarios a los avisos escritos, aunque quede registro escrito de los mensajes.

4.-
El que un número significativo de personas, por falta de información oportuna o asesoría insuficiente, no han complementado sus solicitudes con mensajes radiales en el plazo establecido por la ley, perjudicándolos notablemente porque deben reiniciar su trámite completo.

Es que vengo en presentar la siguiente

MOCIÓN DE LEY

CONCEDE MAYOR PLAZO PARA COMUNICACIÓN  RADIAL

EN PROCESO DE OBTENCIÓN DE DERECHOS DE AGUAS

Artículo 1°.-

Reemplácese las dos primeras oraciones del inciso tercero del Artículo 131 del DFL 1122/81, cuya última modificación corresponde a la Ley N° 20.099, por las siguientes:

“La solicitud o extracto se comunicará, a costa del interesado, además, por medio de tres mensajes radiales. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo de 150 días adicionales a los que establece el inciso primero de este artículo.”

Artículo Transitorio.-

“Las personas naturales que hayan solicitado derechos de aguas, sin que se les haya presentado oposición y que no hayan cumplido con lo señalado en el inciso tercero del Artículo 131, tendrán un plazo extraordinario de 120 días a contar de la publicación de la presente ley, a fin de completar el procedimiento legal”

ANTONIO HORVATH KISS, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, BIANCHI Y PROKURICA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 50 DE LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA, CON EL FIN DE ESTABLECER PARTICIPACIÓN DE ORGANIZACIONES DE PESCADORES ARTESANALES EN DEFINICIÓN DE REGIÓN CONTIGUA

(5829-03)

Honorable Senado:

Considerando:

1.-
El que los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas asociados deben ser protegidos, el que es necesario asegurar que su aprovechamiento se realice en forma equitativa y racional y que éstos se mantengan o mejoren en el tiempo.

2.-
El que son los habitantes del sector costero, que tienen a su cargo y que participan en las actividades de pesca artesanal quienes mejor cuidan de los recursos hidrobiológicos, pues a ellos deben su sustento.

3.-
Que la Constitución Política de la República señala en su Artículo 19 N° 8 “El derecho a vivir en un medio libre de contaminación. Es deber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.”
4.-
El que la Ley General de Pesca y Acuicultura señala que será la mayoría de los miembros del Consejo Zonal de la Región a la que se quiere acceder los que deben presentar su acuerdo, según lo señala el Artículo 50, inciso cuarto.

5.-
El que acceder a una zona contigua afecta a una región completa y por ello es importante conocer los antecedentes y el parecer de los involucrados en la actividad.


Por lo anterior es que vengo en presentar la siguiente
MOCIÓN DE LEY

ESTABLECE LA PARTICIPACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES DE PESCADORES ARTESANALES PARA LA DEFINICIÓN Y ESTABLECIMIENTO DE ZONAS CONTIGUAS

Artículo único.-

Agréguese el siguiente inciso quinto nuevo al Artículo 50 de la Ley General de Pesca y Acuicultura:

“Las organizaciones de los pescadores artesanales de la Región Contigua a la que se pretende acceder emitirán un informe en el cual señalarán los efectos que les produce la posible dictación de Región Contigua y la disponibilidad de recursos hidrobiológicos para estos efectos”

(Fdo.): ANTONIO HORVATH KISS, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ALLAMAND, ESPINA, GARCÍA, HORVATH, LARRAÍN, PROKURICA, RUIZ-ESQUIDE, SABAG Y ZALDÍVAR, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE CONFIERA SUMA URGENCIA AL PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA INSTALACIÓN DE ANTENAS EMISORAS Y TRANSMISORAS DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES (4991-15); AL PROYECTO DE LEY SOBRE PREVENCIÓN DE LA CONTAMINACIÓN ELECTROMAGNÉTICA (3150-12), Y AL PROYECTO DE LEY QUE OBLIGA A INFORMAR SOBRE LOS NIVELES DE RADIACIÓN ELECTROMAGNÉTICA QUE EMITEN LOS ARTEFACTOS E INSTALACIONES QUE SEÑALA (5747-11)

(S 1058-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1. Que son muchas las voces que han hecho notar la molestia y la sensación de inseguridad por su salud, que afecta a las personas que ven aparecer a metros de sus hogares, de un día para otro, enormes antenas de servicios de telecomunicaciones, sin conocer a lo menos, los rangos y niveles de sus distintos tipos de emisiones.

2. Que no existe una regulación apropiada, que permita el debido resguardo a los derechos e intereses de las distintas comunidades.

3. Que esta materia ha sido por muchos años tema conocido para todas las autoridades y que su postergación, sólo acrecienta la disconformidad de la población, por nuestra desatención de un tema tan sensible. 

El Senado Acuerda:

Solicitar a S.E. la Presidenta de la República:

Se otorgue Suma Urgencia al Proyecto de Ley, originado en un Mensaje, en Primer Trámite Constitucional, que “Regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones”, ingresado al Congreso Nacional con el Boletín N° 4991-15, y a las Mociones, sobre “prevención de contaminación electromagnética”, Boletín N° 3150-12 ; y sobre la “Obligación de informar sobre los niveles de radiación electromagnética que emiten los artefactos e instalaciones que señala”, Boletín N° 5747-11.

(Fdo.): Andrés Allamand Zavala, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.-  José García Ruminot, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Baldo Prokirica Prokurica, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.
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� Artículo 7º del Código Procesal Penal: “Calidad de imputado. Las facultades, derechos y garantías que la Constitución Política de la República, este Código y otras leyes reconocen al imputado, podrán hacerse valer por la persona a quién se atribuyere participación en un hecho punible desde la primera actuación del procedimiento dirigido en su contra y hasta la completa ejecución de la sentencia.





Para este efecto, se entenderá por primera actuación del procedimiento cualquier diligencia o gestión, sea de investigación, de carácter cautelar o de otra especie, que se realizare por o ante un tribunal con competencia en lo criminal, el ministerio público o la policía, en la que se atribuyere a una persona responsabilidad en un hecho punible.”.





Artículo 229 del Código Procesal Penal: “Concepto de formalización. La formalización de la investigación es la comunicación que el fiscal efectúa al imputado, en presencia del juez de garantía, de que se desarrolla actualmente una investigación en su contra respecto de uno o más delitos determinados.”.





� Artículo 19, ley Nº 19.968: “Representación. En todos los asuntos de competencia de los juzgados de familia en que aparezcan involucrados intereses de niños, niñas, adolescentes, o incapaces, el juez deberá velar porque éstos se encuentren debidamente representados.





El juez designará a un abogado perteneciente a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial o a cualquier institución pública o privada que se dedique a la defensa, promoción o protección de sus derechos, en los casos en que carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que sus intereses son independientes o contradictorios con los de aquél a quien corresponda legalmente su representación.





La persona así designada será el curador ad litem del niño, niña, adolescente o incapaz, por el solo ministerio de la ley, y su representación se extenderá a todas las actuaciones del juicio.





De la falta de designación del representante de que trata este artículo, podrán reclamar las instituciones mencionadas en el inciso segundo o cualquier persona que tenga interés en ello.





En los casos del inciso segundo del artículo 332 del Código Civil, aquél de los padres en cuyo hogar vive el alimentario mayor de edad se entenderá legitimado, por el solo ministerio de la ley, para demandar, cobrar y percibir alimentos de quien corresponda, en interés del alimentario, sin perjuicio del derecho de éste para actuar personalmente, si lo estima conveniente. Si el alimentario no actúa personalmente se entenderá que acepta la legitimación activa del padre o madre junto a quien vive.”.





� “Artículo 55. Son personas todos los individuos de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición. Divídense en chilenos y extranjeros.”


� Es la definición del REGLAMENTO DE SEGURIDAD PRIVADA del Estado de Chihuahua, México. 


Publicado en el Periódico Oficial No 76 del 23 de Septiembre de 1995 


� HYPERLINK "http://www.ordenjuridico.gob.mx/Estatal/CHIHUAHUA/Reglamentos/CHIHREGL09.pdf" ��http://www.ordenjuridico.gob.mx/Estatal/CHIHUAHUA/Reglamentos/CHIHREGL09.pdf� 


� Fuente: El Mostrador


� http://www.diarioelgong.cl/news/one_news.asp?IDNews=30555


� Ibid.


� Ibid.


� Revista del Consumidor. México, Procuraduría Federal del Consumidor. Febrero de 2005:  � HYPERLINK "http://www.profeco.gob.mx/revista/publicaciones/adelantos_05/detectives_feb05.pdf" ��http://www.profeco.gob.mx/revista/publicaciones/adelantos_05/detectives_feb05.pdf� 


� � HYPERLINK "http://www.dlh.lahora.com.ec/paginas/judicial/PAGINAS/Ley.Vig.Seguridad.Privada.htm" ��http://www.dlh.lahora.com.ec/paginas/judicial/PAGINAS/Ley.Vig.Seguridad.Privada.htm� 


� � HYPERLINK "http://www.asamblea.go.cr/ley/leyes/8000/L-8395.doc" ��http://www.asamblea.go.cr/ley/leyes/8000/L-8395.doc� 


�   Definición similar al Reglamento de Seguridad Privada de Chiguagua, México. � HYPERLINK "http://www.ordenjuridico.gob.mx/Estatal/CHIHUAHUA/Reglamentos/CHIHREGL09.pdf" ��http://www.ordenjuridico.gob.mx/Estatal/CHIHUAHUA/Reglamentos/CHIHREGL09.pdf�  


�  Este artículo en su inciso segundo, toma algunos elementos del Decreto Legislativo Nº8395 sobre servicios de seguridad privados de Costa Rica.


� La Tercera del día Jueves 26 de febrero de 2004


� Las Ultimas Noticias  del día Sábado 28 de febrero de 2004


�  Fuente: http://www.elobservatodo.cl/admin/render/noticia/5792


�� HYPERLINK "http://www.cooperativa.cl/p4_noticias/antialone.html?page=http://www.cooperativa.cl/p4_noticias/site/artic/20080325/pags/20080325110424.html" ��http://www.cooperativa.cl/p4_noticias/antialone.html?page=http://www.cooperativa.cl/p4_noticias/site/artic/20080325/pags/20080325110424.html�


�  � HYPERLINK "http://sil.congreso.cl/cgi-bin/sil_proyectos.pl?3670-04" ��http://sil.congreso.cl/cgi-bin/sil_proyectos.pl?3670-04� 


�  � HYPERLINK "http://www.monumentos.cl" ��www.monumentos.cl� 
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